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ÜYES 



CONVEMOS 

Ley N* 24.035 

Apruébale un convenio suscripto con los 
Estados Unidos Mexicanos sobre traslado de 
Nacionales Condenados y Cumplimiento de 
Sentencias Penales. 

Sancionada: Noviembre 27 de 1991. 
Promulgada: Diciembre 20 de 1991. 

El Senado y Cámara de Diputados 

de la Nación 

Argentina reunidos en Congreso, etc. 

sancionan con fuerza de Ley: 

ARTICULO 1* — Apruébase el CONVENIO 
ENTRE LA REPÚBLICA ARGENTINA Y LOS 
ESTADOS UNIDOS MEXICANOS SOBRE TRAS- 
LADO DE NACIONALES CONDENADOS Y 
CUMPLIMIENTO DE SENTENCIAS PENALES, 
suscripto en Buenos Aires el 8 de octubre de 
1990. que consta de DIECISIETE (17) artículos, 
cuya copla autenticada forma parte de la pre- 
sente ley. 

ARTICULO 3* — Comuniqúese al Poder Eje- 
cutivo NactonaL — ALBERTO R. PIERRÍ. — 
EDUARDO MENEM. — Esther H. Pereyra Aran- 
dia de Pérez Pardo. — Hugo R Flombaum. 



¡J DADA EN LA SALA DE SESIONES DEL 
CONGRESO ARGENTINO, EN BUENOS AIRES, 
A LOS VEINTISIETE DÍAS DEL MES DE NO- 
VIEMBRE DEL AÑO MIL NOVECIENTOS NO- 
VENTA Y UNO. 
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LEGISLACIÓN 

Y AVISOS OFICIALES 



Los documentos que aparecen en el BOLETÍN OFICIAL 

DÉLA REPÚBLICA ARGENTINA serán tenidos por 

auténticos y obligatorios por el efecto de esta publicación 

y por comunicados y suficientemente circulados dentro 

de todo el territorio nacional (Decreto N B 659/1947) 



CONVENIO ENTRE 

LA REPÚBLICA ARGENTINA 

Y LOS ESTADOS UNIDOS MEXICANOS 

SOBRE TRASLADO DE NACIONALES 

CONDENADOS Y CUMPLIMIENTO DE 

SENTENCIAS PENALES 

El Gobierno de la República Argentina y el 
Gobierno de los Estados Unidos Mexicanos, en 
adelante denominados "las Partes"; 

Deseosos de fomentar la cooperación mutua 
en materia de justicia penal: 

Estimando que el objetivo de las penas es la 
reínserción social de las personas condenadas; 

Considerando que para el logro de ese objetivo 
sería provechoso dar a los nacionales privados 
de su libertad en el extranjero, como resultado 
de la comisión de un delito, la posibilidad de 
cumplir la condena dentro del pais de su nacio- 
nalidad, 

Convienen lo siguiente: 

ARTICULO I 

1 . Las penas impuestas en México a naciona- 
les de la República Argentina podrán ser cum- 
plidas en la Argentina de conformidad con las 
disposiciones del presente Convenio. 

2. Las penas impuestas en la Argentina a 
nacionales de los Estados Unidos Mexicanos 
podrán ser cumplidas en México de conformi- 
dad con las disposiciones del presente Conve- 
nio. 

3. La calidad de nacional será considerada en 
el momento de la solicitud del traslado, 

ARTICULO II 

Para los fines de este Convenio se entiende 
que: 

a) "Estado Sentenciador" es la parte que con- 
denó al reo y de la cual el reo habrá de ser 
trasladado. 

b) "Estado Receptor" es la Parte a la cual el reo 
habrá de ser trasladado. 

e) "Reo" es la persona que está cumpliendo 
una sentencia condenatoria a pena privativa de 
libertad en un establecimiento penitenciario. 

ARTICULO 111 

Las Partes se comunicarán por la vía diploma* 
tica la autoridad que se encargará de ejercer las 
funciones previstas en el presente Convenio. 

ARTICULO IV 

Para que se pueda proceder en la forma pre- 
vista por este Convenio, deberán reunirse las 
siguientes condiciones: 

a) Que la sentencia sea firme y definitiva, es 
decir, que no esté pendiente recurso legal algu- 
no, incluso procedimientos extraordinarios de 
apelación o revisión; 

b) Que la condena no sea a la pena de muerte, 
a menos que ésta haya sido conmutada; 

c) Que la pena que esté cumpliendo el reo 
tenga una duración determinada en la senten- 
cia condenatoria o haya sido fijada posterior- 
mente por la autoridad competente; 

d) Que la parte de la condena que faltare 
cumplir al momento de efectuarse la solicitud 
sea superior a dos años; y 



e) Que el reo haya cumplido con el pago de 
multas, gastos de justicia, reparación civil o 
condena pecuniaria de toda Índole que estén a 
su cargo conforme a lo dispuesto en la sentencia 
condenatoria; o que garantice su pago a satis- 
facción del Estado sentenciador. 

ARTICULO V 

1. Las autoridades competentes de las Partes 
informarán a todo reo nacional de la otra parte 
sobre la posibilidad que le brinda la aplicación 
de este Convenio, y sobre las consecuencias 
jurídicas que derivarían del traslado. 

2. En caso que lo solicite, el reo podrá comu- 
nicarse con el Cónsul de su pais, quien a su vez 
podrá contactar a la autoridad competente del 
Estado sentenciador, para solicitarle se prepa- 



ren los antecedentes y estudios correspondien- 
tes del reo. 

3. La voluntad del reo de ser trasladado de- 
berá ser expresamente manifestada por escrito. 
El Estado sentenciador deberá facilitar, si lo 
solicita el Estado receptor, que éste compruebe 
que el reo conoce las consecuencias legales que 
aparejará el traslado y que da el consentimiento 
de manera voluntaria. 

ARTICULO VI 

1 . El pedido de traslado deberá ser efectuado 
por el Estado receptor al Estado sentenciador 
por la vía diplomática. 

2. Para proceder al pedido de traslado, eí 
Estado receptor valorará el delito por el que el 
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reo fue condenado, los antecedentes pensfes, su 
estado de salud, los vínculos que el reo te rga x>n 
lá sociedad del Estado receptor, y to<fc otra 
circunstancia que pueda considerarse- como 
ftctor positivo para la rehabilitación sc«ial del 
r£o en caso de cumplir la condena en el Estado 
itceptor. 

: 3. El Estado receptor tendrá absoluta ris-^re- 
c$ón para proceder o no a efectuar la petí áón de 
Qaslado al Estado sentenciador. 

ARTICULO Vil 

: 1. El Estado sentenciador analizará d neJído 
yj comunicará su decisión al Estado rec« at»r, 

¡ 2. El Estado sentenciador podrá n«^a_* la 
autorización del traslado sin expresar fecsusa 
de la decisión. 

3. Negada la autorización del trasl *lc. el 
Jtstado receptor no podrá efectuar uti_ nuevo 
pedido, pero el Estado sentenciador poeta revi- 
rar su decisión a instancia del Estado re:ejitor. 

ARTICULO VIII 

■ 1. Si se aprobara el pedido, las ParUs con- 
vendrán el lugar y la fecha de la entrega dd reo 
y la forma en que se hará efectivo el traslado. 

i El Estado receptor será el responsab « ce la 
Custodia y transporte del reo desde el memento 
¿e la entrega. 

■ 2. El Estado receptor no tendrá de ecio a 
(«embolso alguno por gastos contraído u p jr el 
traslado o el cumplimiento de la conderza en su 
territorio, 

: 3. El Estado sentenciador suminisfcará al 
Estado receptor los testimonios de serren-:ia y 
demás documentación que pueda neesisarse 
para el cumplimiento de la condena. Telea tes- 
timonios y documentación requerirán tgsltza- 
pón, cuando así lo solicite el Estado receptor, 

: 4. Sí el Estado receptor considera :u« los 
Informes proporcionados por el Estado senten- 
ciador no son suficientes para perro ;ír-e la 
aplicación del presente Convenio, podrí solici- 
tar Información complementarla. 

5. A solicitud del Estado sentenciador, el 
Estado receptor proporcionará informes sobre 
« estado de la ejecución de la sentencia dd reo 
trasladado conforme al presente Conva-iic, in- 
fluyendo lo relativo a su libertad condicional o 
preparatoria. 

ARTICULO IX 

El reo trasladado no podrá ser nuevamente 
enjuiciado en el Estado receptor por el d«:ito que 
motivó la condena impuesta por d Estado sen- 
tenciador y su posterior traslado. 

ARTICULO X 

1. E] Estado sentendador tendrá jurHdiectón 
exclusiva respecto de todo procedimiento, -mal- 
quiera que sea su índole, que tenga pn: oojeto 
anular, modificar o dejar sin efecto las senten- 
cias dictadas por sus tribunales. 

2. Sólo el Estado sentendador podr* annis- 
jttar, indultar, revisar, perdonar o conrrular la 
condena impuesta. 

, 3. Si asi lo hiciere, comunicará la de^ isBn al 
Estado receptor, informándole sobre la_¡. c«mse- 
cuencias que en la legislación del Estado sen- 
jtenciador produce la decisión adoptaos 

4. El Estado receptor deberá adoptaras üime- 
jdlato las medidas que correspondan a tales 
¡consecuencias . 

ARTICULO XI 

La ejecudón de la sentencia se regli~.p«r las 
íleyes del Estado receptor, incluso las cDn-íicio- 
jnes para el otorgamiento y la revocación de la 
^libertad condicional o preparatoria, anticipada o 
'vigilada. 

ARTICULO XII 

Ninguna sentenda de prisión será e-ec=itada 
¡por el Estado receptor de tal manera quí-piolorí 1 - 
gue la duración de privación de libertad mes allá 
del término de prisión impuesto por la ^nfencía 
¡del tribunal del Estado sentenciador. 

ARTICULO XIII 

1. Si un nacional de una Parte estuviera 
: cumpliendo una condena impuesta per la otra 
' Parte bajo el régimen de condena condfcrional o 
: de la libertad condicional o preparatorfj, entici- 

pada o vigilada, podrá cumplir dicha condena 
1 bajo la vigilancia de las autoridades del Estado 

receptor. 



2. La autoridad Judicial del Estado sentencia- 
dor solicitará las medidas de vigilancia que 
interesen, medíante exhorto que se diligenciará 
por la vía diplomática. 

3. Para los efectos del presente Artículo, la 
autoridad judicial del Estado receptor podrá 
adoptar las medidas de vigilancia solicitadas y 
mantendrá informado al exhortante sobre la 
íbrma en que se llevan a cabo, y le comunicará 
de Inmediato e: cumplimiento por parte del con- 
denado de las obligaciones que haya asumido. 

ARTICULO XIV 

Ninguna disposición de este Convenio se in- 
terpretará en el sentido de limitar la facultad que 
las partes puedan tener, independientemente 
del presente Convenio, para conceder o aceptar 
el traslado de un menor infractor. 

ARTICULO XV 

Las Partes se comprometen a adoptar las 
medidas legislativas necesarias y establecer los 
procedimientos administrativos adecuados 
para el cumplimiento de los propósitos de este 
Convenio, 

ARTICULO XVI 

Este Convenio será aplicable al cumplimiento 
de sentencias dictadas con anterioridad o con 
posterioridad a su entrada en vigor. 

ARTICULO XVII 

1. El presente Convenio entrará en vigoren la 
fecha de la recepción de la última nota diplomá- 
tica por la que las Partes se notifiquen haber 
cumplimentado los requisitos constitucionales 
respectivos. 

2. Este Convenio tendrá una duración indefi- 
nida. Cualquierade las Partes podrá denunciar- 
lo mediante notificación escrita a través de la vía 
diplomática. La denuncia será efectiva ciento 
ochenta ti 80) días después de haberse efectua- 
do dicha notificación. 

En testimonio de lo cual los representantes de 
las Partes, debidamente autorizados, firman el 
presente Convenio. 

HECHO en Buenos Aires, a los ocho días del 
mes de octubre del año mil novecientos noventa, 
en dos ejemplares originales, siendo ambos 
textos igualmente auténticos. 

POR LA REPÚBLICA ARGENTINA 




POR LOS ESTADOS UNIDOS MEXICANOS 




Decreto 2679/91 

Bs. As., 20/12/91 

POR TANTO: 

Téngase por Ley de la Nación N° 24.035 
cúmplase, comuniqúese, publíquese, dése a la 
Dirección Nacional del Registro Oficial y archí- 
vese. — MENEM. — Guido Di Telia. 



TRATADOS 
Ley N» 24.036 

Apruébase un tratado suscripto con el Reino 
de España sobre traslado de Condenados. 

Sancionada: Noviembre 27 de 1991. 
Promulgada: Diciembre 20 de 1991. 

El Senado y Cámara de Diputados 

de la Nación 

Argentina reunidos en Congreso, etc. 

sancionan con fuerza de Ley: 

ARTICULO 1» — Apruébase el TRATADO 
ENTRE LA REPÚBLICA ARGENTINA Y EL REI- 
NO DE ESPAÑA SOBRE TRASLADO DE CON- 
DENADOS, suscripto en la ciudad de Buenos 
Aires, el 29 de octubre de 1987, que consta de 
DIECIOCHO (18) artículos, cuya fotocopia au- 
tenticada forma parte de la presente ley. 

ARTICULO 2" — Comuniqúese al Poder Eje- 
cutivo Nacional. — ALBERTO R PIERRI. — 



EDUARDO MENEM. — Esíher H. Pereyra Aran- 
día de Pérez Pardo. — Hugo R. Flombaum. 

DADA EN LA SALA DE SESIONES DEL 
CONGRESO ARGENTINO, EN BUENOS AIRES, 
A LOS VEINTISIETE DÍAS DEL MES DE NO- 
VIEMBRE DEL AÑO MIL NOVECIENTOS NO- 
VENTA Y UNO. 

TRATADO ENTRE LA REPÚBLICA 

ARGENTINA 

Y EL REINO DE ESPAÑA SOBRE TRASLADO 

DE CONDENADOS 

La República Argentina y el Reino de España; 

Conscientes de los profundos vínculos histó- 
ricos que unen a ambas Naciones y deseando 
traducirlos en instrumentos jurídicos de coope- 
ración en todas las áreas de interés común, 
especialmente en materia de justicia penal, 

Estimando que el objetivo de las penas es la 
rehabilitación social de las personas condena- 
das, 

Considerando que para el logro de ese objetivo 
sería provechoso dar a los nacionales privados 
de su libertad en el extranjero como resultado de 
la comisión de un delito la posibilidad de cum- 
plir la condena dentro del país de su nacionali- 
dad; 

Convienen lo siguiente: 

ARTICULO 1 

Para los fines del presente Tratado se consíde- 



aj Estado de condena, aquel en el que se ha 
condenado a la persona que puede ser objeto de 
traslado. 

b) Estado de cumplimiento, aquel al cual el 
condenado puede ser trasladado o lo ha sido ya. 

c) Condenado, a la persona a quien, en el 
Estado de condena, le ha sido impuesta una 
pena o una medida de seguridad en razón de un 
delito. 

ARTICULO 2 

1. Las penas o medidas de seguridad impues- 
tas en la República Argentina, a nacionales de 
España, podrán ser cumplidas en estableci- 
mientos penitenciarios de España o bajo la 
vigilancia de sus autoridades. 

2. Las penas o medidas de seguridad impues- 
tas en España a nacionales de la República 
Argentina, podrán ser cumplidas en estableci- 
mientos penitenciarios de la República Argenti- 
na o bajo la vigilancia de sus autoridades. 

El traslado podrá ser solicitado por el Estado 
de condena o por el Estado de cumplimiento. 

ARTICULO 3 

1 . Las solicitudes de traslado y las respuestas 
se formularán por escrito. 

2. Cada Estado designará una autoridad que 
se encargará de ejercer las funciones previstas 
en el presente Tratado, estableciéndose la co- 
municación por la vía diplomática. 

3. Al decidir respecto dei traslado de un con- 
denado, se tendrán en cuenta todos los factores 
pertinentes y la probabilidad de que el traslado 
contribuya a la rehabilitación social de aquél, 
incluyendo la índole y gravedad del delito y los 
antecedentes penales del condenado, si los 
tuviere, las condiciones de su salud, la edad, los 
vínculos que por residencia, presencia en el 
territorio, relaciones familiares u otros motivos, 
pueda tener con la vida social del Pastado de 
cumplimiento. 

4. Las decisiones adoptadas por un Estado en 
ejecución de este Tratado se notificarán sin 
demora al otro Estado sin necesidad de expre- 
sión de causa. 

ARTICULO 4 

El presente Tratado solo se aplicará con arre- 
glo a las condiciones siguientes: 

1. Que los actos u omisiones que han dado 
lugar a la sentencia penal, sean también puni- 
bles en el Estado de cumplimiento, aunque no 
exista identidad en la tipificación. 

2. Que el condenado sea nacional del Estado 
de cumplimiento en el momento de la solicitud 
del traslado. 

3. Que la sentencia sea firme. 



4. Que el condenado dé su consentimiento 
para su traslado, o que, en caso de incapacidad 
de aqué l, lo preste su representante legal. 

5. Que la duración de la pena o medida de 
seguridad pendiente de cumplimiento, en el 
momenlade la presentación de la solicitud a que 
se refiere el artículo 9 sea por lo menos de un 
año. En casos excepcionales, las Partes podrán 
conven! ' la admisión de una solicitud aun cuan- 
do la pena o medida de seguridad pendiente de 
cumplimiento no alcance dicho plazo. 

6. Que el condenado solvente haya cumplido 
con el p£go de multas, gastos de justicia, repa- 
ración civil o condena pecuniaria de toda índole 
que estén a su cargo conforme a lo dispuesto en 
la sentencia condenatoria; o que garantice su 
pago a satisfacción del Estado de condena, 

ARTICULO 5 

1. Las autoridades competentes de las Partes 
informarán a todo condenado nacional de la otra 
Parte sobre la posibilidad que le brinda la apli- 
cación Je este Tratado; y sobre las consecuen- 
cias jurídicas que derivarían del traslado, 

2. La voluntad del condenado de ser traslada- 
do deb?rá ser expresamente manifestada. El 
Estado de condena deberá facilitar que el Estado 
de cum ximiento, sí lo solicita, compruebe que el 
condenado conoce las consecuencias legales 
que aparejará el traslado y que da el consenti- 
miento de manera voluntaría. 

3. La manifestación del consentimiento se 
regirá por la Ley del Estado de condena. 

ARTICULO 6 

1. El condenado podrá presentar su petitíón 
de tras'ado al Estado de condena o al Estado de 
cumplimiento. 

2. Cjalquiera de los Estados que hubiere 
recibido una solicitud de traslado por parte del 
condenado lo comunicará al otro Estado a la 
brevedad posible. 

ARTICULO 7 

El Estado de condena informará al Estado tíff~^ 
cumplimiento acerca de: 

a) el nombre, la fecha y el lugar de nacimiento 
del condenado; 

b) la relación de los hechos que hayan dado 
lugar a la condena; 

c) duración, y fecha de comienzo y de termina- 
ción déla pena o medida de seguridad impuesta. 

ARTICULO 8 

El condenado deberá ser informado por sus 
autoricades diplomáticas o consulares de las 
gestlores realizadas en el Estado de condena o 
en el Estado de cumplimiento, en aplicación de 
los párrafos precedentes, así como de las ded- 
siones adoptadas por cualquiera de las Partes 
res pee :o de su solicitud de traslado. A tal fin los 
Estadcs facilitarán a dichas autoridades las 
informaciones que solicitaren. 

ARTICULO 9 

1. E. Estado de cumplimiento acompañará a 

la solicitud de traslado: 

a) un documento que acredite que e¡ condena- 
do es nacional de dicho Estado: 

b) una copia de las disposiciones legales de las 
que res ulte que los actos u omisiones que hayan 
dado lugar a la condena, constituyen también 
un dclto en el Estado de cumplimiento; 

c) información acerca de lo previsto en el 
párraf> 3 del Articulo 3, 

2. El Estado de condena acompañará a su 

solicitud de traslado: 

a) una copia certificada de la sentencia, ha- 
ciende constar que es firme; 

b) ur.a copia de las disposiciones legales apli- 
cadas 

c) la indicación de la duración de la pena o 
medidh.de seguridad, el tiempo ya cumplido y el 
que quedare por cumplir; 

d) un documento en el que conste el consen- 
timierto del condenado para el traslado; 

e) c-ialquier información adicional que pueda 
ser útil a las autoridades del Estado de cumpli- 
miento para determinar el tratamiento del con- 
denado con vistas a su rehabilitación social. 
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3. Cualquiera de los Estados podrá, antes de 
formular una solicitud de traslado, solicitar de 
la otra Parte los documentos e informaciones a 
que se refieren los párrafos 1 y 2 de este artículo. 

ARTICULO 10 

1. Una vez efectuado el traslado, la condena se 
cumplirá conforme a las leyes del Estado de 
cumplimiento. 

2. En la ejecución de la condena el Estado de 
cumplimiento: 

a) estará vinculado por la duración de la pena 
o medida de seguridad; 

b) estará vinculado por los hechos probados 
en la sentencia; 

c) no podrá convertir la pena o medida de 
seguridad en una sanción pecuniaria. 

ARTICULO 11 

Sólo el Estado de condena podrá conceder la 
amnistía, el indulto o la conmutación de la pena 
o medida de seguridad conforme a su Constitu- 
ción y a sus leyes. 

Sin embargo, el Estado de cumplimiento 
podrá solicitar del Estado de condena la conce- 
sión del indulto o la conmutación, mediante 
petición fundada, que será benévolamente exa- 
minada. 

ARTICULO 12 

1. El Estado de condena mantendrá jurisdic- 
ción exclusiva respecto de todo procedimiento, 
cualquiera que sea su índole, que tenga por 
objeto revisar la sentencia dictada. 

2. El Estado de cumplimiento deberá poner fin 
a la ejecución de la condena en cuanto le haya 
informado el Estado de condena de cualquier 
resolución o medida que prive de carácter ejer- 
cutorio a la pena o medida de seguridad. 

ARTICULO 13 

1. Un condenado entregado para el cumpli- 
miento de una pena o medida de seguridad 

- conforme al presente Tratado no podrá ser dete- 
nido, procesado, ni sentenciado en el Estado de 
cumplimiento por los mismos hechos delictivos 
por los cuales fue sentenciado. 

2. Para que el condenado pueda ser juzgado, 
condenado o sometido a cualquier restricción de 
su libertad personal por hechos anteriores y 
distintos a los que hubieren motivado su trasla- 
do, se procederá en los términos previstos en el 
Tratado de extradición que estuviese vigente 
entre las Partes. 

ARTICULO 14 

1. La entrega del condenado por las autorida- 
des del Estado de condena a las del Estado de 
cumplimiento se efectuará en el lugar y fecha 
que convengan las Partes. 

2. El Estado de cumplimiento se hará cargo de 
los gastos de traslado desde el momento en que 
el condenado quede bajo su custodia. 

ARTICULO 15 

El Estado de cumplimiento informará al Esta- 
do de condena: 



a) cuando fuere cumplida la sentencia; 

b) en caso de evasión del condenado; y 

c) de todo aquello que. en relación con este 
Tratado, le solicite el Estado de condena. 

ARTICULO 16 

El condenado bajo el régimen de condena 
condicional o libertad condicional podrá cum- 
plir dicha condena bajo la vigilancia de las 
autoridades del Estado de cumplimiento. 

El Estado de cumplimiento adoptará las 
medidas de vigilancia solicitadas, mantendrá 
informado al Estado de condena sobre la forma 
en que se llevan a cabo, y le comunicará de 
inmediato el incumplimiento por parte del con- 
denado de las obligaciones que éste haya asumi- 
do. 

ARTICULO 17 

El presente Tratado será aplicable al cumpli- 
miento de sentencias dictadas ya sea antes o 
después de su entrada en vigor. 

ARTICULO 18 

El presente Tratado estará sujeto a ratifica- 
ción y entrará en vigor el último dia del mes 
siguiente ai del intercambio de los instrumentos 
de ratificación, que tendrá lugar en la ciudad de 
Madrid. 

El presente Tratado tendrá una duración 
indefinida. Cualquiera de las Partes podrá de- 
nunciarlo mediante un aviso escrito por vía 
diplomática. La denuncia será efectiva a partir 
del último dia del siguiente sexto mes de haberse 
efectuado dicha notificación. 

HECHO en Buenos Aires, a los veintinueve 
días del mes de octubre del año mil novecientos 
ochenta y siete en dos ejemplares originales de 
un mismo tenor. 

POR LA REPÚBLICA ARGENTINA 



\ — \ * 



POR EL REINO DE ESPAÑA 



Í/7UoiÁ^ ¡ {A^ 



Decreto 2680/91 

Bs. As., 20/12/91 

POR TANTO: 

Téngase por Ley de la Nación N 5 24.036 
cúmplase, comuniqúese, publiquese, dése a la 
Dirección Nacional del Registro Oficial y archí- 
vese. — MENEM. — Guido Di Telia. 



PROTOCOLOS 
Ley N* 24.037 

Apruébase el Protocolo Adicional a la Convención Interamericana sobre Recepción de 
Pruebas en el Extranjero. 

Sancionada: Noviembre 27 de 1991. 
Promulgada: Diciembre 20 de 1991. 

El Senado y Cámara de Diputados de la Nación Argentina reunidos en Congreso, etc. sancionan 

con fuerza de Ley: 

ARTICULO 1» — Apruébase el PROTOCOLO ADICIONAL A LA CONVENCIÓN INTERAMERI- 
CANA SOBRE RECEPCIÓN DE PRUEBAS EN EL EXTRANJERO, que consta de VEINTITRÉS (23) 
artículos y su ANEXO, adoptado en la ciudad de La Paz. REPÚBLICA DE BOLIVÍA. el 24 de mayo 
de 1984, cuya fotocopia autenticada, forma parte de la presente ley. 

ARTICULO 2 o — Al depositar el Instrumento de adhesión deberá formularse la siguiente 
reserva: 

"LA REPÚBLICA ARGENTINA hace expresa reserva del Capítulo V, sobre Recepción de Pruebas 
por Agentes Diplomáticos o Consulares que comprende los artículos 9, 10, 11, 12 y 13, por 
considerarlo incompatible con las normas de su derecho interno que rigen la materia." 



ARTICULO 3 B — Comuniqúese al Poder Ejecutivo Nacional. — ALBERTO R PIERRI. — 
EDUARDO MENEM. — Esther H. Pereyra Arandía de Pérez Pardo. — Hugo R Flombaum. 

DADA EN LA SALA DE SESIONES DEL CONGRESO ARGENTINO, EN BUENOS AIRES, A LOS 
VEINTISIETE DÍAS DEL MES DE NOVIEMBRE DEL AÑO MIL NOVECIENTOS NOVENTA Y UNO. 

PROTOCOLO ADICIONAL A LA CONVENCIÓN INTERAMERICANA SOBRE RECEPCIÓN DE 

PRUEBAS EN EL EXTRANJERO 

Los Gobiernos de los Estados Miembros de la Organización de los Estados Americanos, 
deseosos de fortalecer y facilitar la cooperación internacional en procedimientos judiciales según 
lo dispuesto en la Convención Interamericana sobre Recepción de Pruebas en el Extranjero, han 
acordado lo siguiente: 

I. AUTORIDAD CENTRAL 

Articulo 1 

Cada Estado Parte designará la autoridad central que deberá desempeñar las funciones que 
se le asignan en la Convención Interamericana sobre Recepción de Pruebas en el Extranjero (que 
en adelante se denominará "la Convención") y en este Protocolo. Cada Estado Parte, al depositar 
el instrumento de ratificación o adhesión al Protocolo, comunicará esas designaciones a la 
Secretaria General de la Organización de los Estados Americanos, la que distribuirá entre los 
Estados Partes en la Convención una lista que contenga las designaciones que haya recibido. La 
autoridad central designada por cada Estado Parte, de conformidad con el artículo 1 1 de la 
Convención, podrá ser sustituida en cualquier momento, debiendo el Estado Parte comunicar a la 
referida Secretaría General el cambio en el menor tiempo posible. 

El Estado Parte que lo sea también del Protocolo Adicional a la Convención Interamericana 
sobre Exhortos o Cartas Rogatorias designará la misma autoridad central para los efectos 

señalados en ambos Protocolos. 

II. PREPARACIÓN DE EX I IORTOS O CARTAS ROGATORIAS PARA SOLICITAR LA 

RECEPCIÓN DE PRUEBAS 

Artículo 2 

Los exhortos o cartas rogatorias en que se solicite la obtención de pruebas se elaborarán según 
el formulario A del Anexo de este Protocolo, y deberán ir acompañados de la documentación a que 
se refiere el articulo 4 de la Convención y de un formulario elaborado según el texto B del Anexo 
a este Protocolo. 

Si un Estado Parte tiene más de un idioma oficial, deberá declarar, al momento de la firma o 
ratificación de este protocolo, o de la adhesión a él, cuál o cuáles idiomas han de considerarse 
oficiales para los efectos de la Convención y de este Protocolo. Si un Estado Parte comprende 
unidades territoriales con distintos idiomas, deberá declarar, al momento de la firma o ratificación 
de este Protocolo, o de la adhesión a él, cuál o cuáles han de considerarse oficiales en cada unidad 
territorial para los efectos de la Convención y de este Protocolo. La Secretaria General de la 
Organización de los Estados Americanos distribuirá entre los Estados Partes en este Protocolo la 
información contenida en tales declaraciones. 

III. TRANSMISIÓN Y DILIGENCIAMIENTO DE EXHORTOS O CARTAS ROGATORIAS EN 
QUE SE SOLICITA LA RECEPCIÓN DE PRUEBAS 

Artículo 3 

Cuando la autoridad central de un Estado Parte reciba de la autoridad central de otro Estado 
Parte un exhorto o carta rogatoria, lo transmitirá al órgano jurisdiccional competente para su 
díligenciamiento conforme a la ley interna que sea aplicable. 

El órgano u órganos jurisdiccionales que hayan diligenciado el exhorto o carta rogatoria 
dejarán constancia de su cumplimiento o de los motivos que lo impidieron, según lo previsto en su 
ley interna, y lo remitirán a su autoridad central con los documentos pertinentes. La autoridad 
central del Estado Parte requerido certificará el cumplimiento o los motivos que le impidieron 
atender el exhorto o carta rogatoria, a la autoridad central del Estado Parte requirente según el 
formulario del Anexo, el que no necesitará legalización. Asimismo, la autoridad central requerida 
enviará la correspondiente documentación a la requirente, para que ésta la remita junto con el 
exhorto o carta rogatoria al órgano jurisdiccional que haya librado este último. 

Artículo 4 

En el diíigenciamicnto de un exhorto o carta rogatoria, conforme a la Convención y a este 
Protocolo, el órgano jurisdiccional exhortado aplicará las medidas de apremio apropiadas previstas 
en su legislación, cuando encuentre que se han llenado los requisitos exigidos por su propia 
legislación para que estas medidas puedan aplicarse en los procesos locales. 

Articulo 5 

El órgano jurisdiccional del Estado requirente puede solicitar que se le informe sobre la fecha, 
hora y lugar en que se va a cumplir un exhorto o carta rogatoria enviado a la autoridad competente 
de un Estado Parte. El órgano jurisdiccional del Estado requerido que va a dar cumplimiento al 
exhorto o carta rogatoria informará al órgano jurisdiccional del Estado requirente sobre la referida 
fecha, horay lugar, de acuerdo con lo pedido. Los apoderados judiciales de las partes o sus abogados 
pueden presenciar las diligencias de cumplimiento del exhorto o carta rogatoria; su intervención 
queda sujeta a la ley del Estado requerido. 

IV. COSTAS Y GASTOS 

Artículo 6 

El diíigenciamicnto del exhorto o carta rogatoria por la autoridad central y los órganos 
jurisdiccionales del Estado Parte requerido será gratuito. Este Estado, no obstante, podrá reclamar 
de la parte que haya pedido la prueba o la información, el pago de aquellas actuaciones que, 
conforme a su ley interna, deben ser sufragadas directamente por aquélla. 

La parte que haya pedido las pruebas o la información deberá, según lo prefiera, indicar la 
persona que responderá por las costas y gastos correspondientes a dichas actuaciones en el Estado 
Parte requerido, o bien adjuntar al exhorto o carta rogatoria un cheque por el valor fijado, conforme 
a lo previsto en el articulo 7 de este Protocolo para cubrir el costo de tales actuaciones, o el 
documento que acredite que, por cualquier otro medio, dicha suma ya ha sido puesta a disposición 
de la autoridad central de ese Estado. 

La circunstancia de que el costo de las actuaciones realizadas excedan en definitiva el valor 
fijado, no retrasará ni será óbice para el diíigenciamicnto y cumplimiento del exhorto o carta 
rogatoria por la autoridad central y los órganos jurisdiccionales del Estado Parte requerido. Encaso 
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le que exceda dicho valor, al devolver elex lorto o carta rogatoria diligenciado, la autoridad central 
le ese Estado podrá solicitar que el interesado complete el pago. 

Artículo 7 

Al depositar en la Secretaría Geaeral de la Organización de los Estados Americanos el 
Instrumento de ratificación o adhesión = este Protocolo, cada Estado Parte presentará un informe 
de cuáles son las actuaciones que, se£:n su ley interna, deban ser sufragadas directamente por 
jel interesado, con especificación de las eostas y gastos respectivos. Asimismo, cada Estado Parte 
ideberá indicar en el informe mencionaJo ;1 valor único que a su juicio cubra razonablemente el 
costo de aquellas actuaciones, cualquiera ^ue sea su número o naturaleza. Este valor será exigible 
Cuando el interesado no designare pers-wie responsable para hacer el pago de esas actuaciones en 
pl Estado requerido, sino que optare porabonarlas directamente en la forma señalada en el artículo 
de este Protocolo. 

i La Secretaría General de la OrgaMzsción de los Estados Americanos distribuirá entre los 
festados Partes en este Protocolo la infnrnación recibida. Los Estado Partes podrán, en cualquier 
momento, comunicar a la Secretaria General de la Organización de los Estados Americanos tas 
modificaciones a los mencionados informes, debiendo aquélla poner en conocimiento de los demás 
Estados Partes en este Protocolo, tales modificaciones. 



a. Que se haya iniciado el proceso; 

b. Que los documentos estén identificados razonablemente en cuanto a su fecha, contenido u 
otra información pertinente, y 

c. Que se especifiquen aquellos hechos o circunstancias que permitan razonablemente creer 
a la parte solicitante que los documentos pedidos son deú conocimiento de la persona de quien se 
requieran o que se encuentran o se encontraban en pesesión o bajo el control o custodia de 
ella. 

La persona a quien se pide documentos puede, c jando corresponda, negar que tiene la 
posesión, control o custadia de los documentos solicitados o puede oponerse a la exhibición y 
transcripción de los documentos, de acuerdo con las reglas de la Convención. 

Cualquier Estado podrá declarar, en el momento de firmar o ratificar este Protocolo o de 
adherirse a él, que únicamente diligenciará los exhortólo cartas rogatorias a que se refiere este 
articulo sí en ellos se identifica la relación entre la prueba o la información solicitada y el proceso 
pendiente. 



) Artículo 8 

I En el informe mencionado en el arículo 7 "os Estados Partes podrán declarar que en 
determinadas materias, siempre que l^aya reciprocidad, no cobrarán al interesado las costas y 
gastos de las actuaciones necesarias paxa.et cumplimiento de los exhortes o cartas rogatorias, o 
aceptarán como pago total de ellas el vafcr ímico de que trata el artículo 7 u otro valor determinado. 



Articulo 17 

Las disposiciones de este Protocolo se interpretarán, de manera que complementen las de la 
Convención Interamericana sobre Recepción de Pruebas sn el Extranjero. 



VIL DISPOSICIONES FINALES 



V. RECEPCIÓN DE PRUEBAJ FOR AGENTES DIPLOMÁTICOS O CONSULARES 



| Artículo 9 

La Convención no será obstáculo f ara que un agente diplomático o consular de un Estado 
parte, en el ámbito de su competencia territorial, reciba pruebas u obtenga informaciones en el 
Estado Parte donde ejerce sus funciones, iin que pueda emplear medidas de apremio. 

Sin embargo, cuando se trate de la recepción de pruebas u obtención de Información de parte 
#e personas que no sean de la nacionalidad del Estado acreditante del agente diplomático o 
Consular, se procederá de acuerdo cor. b dispuesto en el artículo 10. 

| Articulo 10 

■ En el caso previsto en el segundo f ír-afo del articulo 9 y sin perjuicio de lo dispuesto en el 
folículo 1 2, los Estados Partes podrán limitar a determinadas materias las facultades de los agentes 
diplomáticos o consulares de los otros Es-lados Partes y establecer las condiciones que estimen 
tiecesarias o convenientes en la recepción de pruebas u obtención de información, entre otras, 
aquellas condiciones relativas al lugar — ti ;mpo en que ello deba practicarse. 

Deberá hacerse una declaración a esto i efectos, en el momento de firmar, ratificar o adherirse 
¿ este Protocolo. 



Artículo 18 

El presente Protocolo estará abierto a la firma y sujeta a la ratificación o a la adhesión de los 
Estados Miembros de la Organización de los Estados Ame -.canos que hayan firmado la Convención 
Interamericana sobre Recepción de Pruebas en el Extranjero, suscrita en Panamá el 30 de enero 
de 1975, o que la ratifiquen o se adhieran a ella. 

El presente Protocolo quedará abierto a la adhesión de cualquier otro Estado que se haya 
adherido o se adhiera a la Convención Interamericana sob re Recepción de Pruebas en el Extranjero, 
en las condiciones Indicadas en este articulo. 

Los instrumentos de ratificación y adhesión se depositarán en la Secretaría General de la 
Organización de los Estados Americanos. 



Artículo 19 



Cada Estado podrá formular reservas al presente Protocolo al momento de firmarlo, ratificarlo 
o al adherirse a él siempre que la reserva verse sobre una. o más disposiciones específicas. 



Artículo 20 



Artículo 1 1 

En los casos previstos por el articúlela ce este Protocolo, el agente diplomático o consular podrá 
áoUdtar al órgano jurisdiccional compélanle, por las vías adecuadas, la aplicación de las medidas 
¿e apremio apropiadas previstas en la Legislación del Estado Parte en el cual el agente diplomático 
4 consular ejerce sus funciones. El órgano jurisdiccional aplicará dichas medidas de apremio 
guando estime que se han llenado los requisitos exigidos por su propia legislación para que esas 
pedidas puedan aplicarse en los procesos locales. 

¡ Artículo 12 

En la recepción de pruebas u obter=cÍó<i de información según el artículo 9 de este Protocolo, 
pueden observarse las reglas y procedlrrifcntos vigentes en el Estado Parte requirente, siempre que 
po contradigan lo dispuesto en el artícu i 2, inciso L, de la Convención; sin embargo, los motivos 
jara no dar testimonio, especificados en_el artículo 12 de la Convención, son igualmente aplicables 
4 la recepción de pruebas u obtención c ; fciformación. 

! 

j En los casos del artículo 9 de este Eroiocolo las personas de quienes se reciban pruebas o se 
Obtenga información pueden estar asis Lda¿ por abogados y, si fuere pertinente, por intérpretes y 
auxiliares de su confianza. 

Artículo 13 

( La frustración del intento de rece§ :Icn de pruebas e información según el artículo 9 por 
Renuencia de la persona que las debe der, _io es obstáculo para pedirlo conforme a los capítulos I 
¿1 IV de este Protocolo. 



VI. DEPOSICIONES GENERALES 



El presente Protocolo entrará en vigor el trigésimo díE a partir de la fecha en que dos Estados 
Partes en la Convención hayan depositado sus instrumentos de ratificación o adhesión al 
Protocolo. 

Para cada Estado que ratifique o se adhiera al Pro tócelo después de su entrada en vigencia, el 
Protocolo entrará en vigor el trigésimo día a partir de la fecha en que tal Estado haya depositado 
su instrumento de ratificación o adhesión, siempre que d:cho Estado sea parte en la Convención. 

Artículo 2 1 

Los Estados Partes que tengan dos o más unidades territoriales en las que rijan distintos 
sistemas jurídicos relacionados con cuestiones tratadas en el presente Protocolo, podrán declarar, 
en el momento de la firma, ratificación o adhesión, que el Protocolo se aplicará a todas sus unidades 
territoriales o solamente a una o más de ellas. 

Tales declaraciones podrán ser modificadas mediant; declaraciones ulteriores, que especifi- 
carán expresamente la o las unidades territoriales a las que se aplicará el presente Protocolo. Dichas 
declaraciones ulteriores se transmitirán a la Secretaria General de la Organización de los Estados 
Americanos y surtirán efecto treinta días después de recibidas. 

Artículo 22 

El presente Protocolo regirá indefinidamente, pero cualquiera de los Estados Partes podrá 
denunciarlo. El instrumento de denuncia será depositado en la Secretaria General de la Organi- 
zación de los Estados Americanos. Transcurrido un año, :ontado a partir de la fecha de depósito 
del instrumento de denuncia, el Protocolo cesará en sus. efectos para el Estado denunciante, 
quedando subsistente para los demás Estados Partes. 



Artículo 23 



Articulo 14 

Los Estados Partes en este Protocolo podrán declarar, al tiempo de firmarlo, ratificarlo o 
adherirse a él, que extienden también Íes rormas relativas a la preparación y diligenciamiento de 
¿xhortos o cartas rogatorias sobre las recepción de pruebas e información a la materia criminal y 
á las otras materias contempladas en = articulo 15 de la Convención. 

: Artículo 15 

| El órgano jurisdiccional del Estad* Parte requerido atenderá favorablemente la solicitud de 
observar procedimientos especiales, de icuerdo con el artículo 6 de la Convención, a menos que 
Sean de imposible cumplimiento por tal Estido o sean incompatibles con los principios fundamén- 
teles de la legislación o las normas de 3^>li-:ación exclusiva del mismo. 

Artículo 16 

Los Estados Partes en este Protocolad lígenciarán exhortos 3 cartas rogatorias, en los que se 
solicite la exhibición y transcripción de documentos, cuando se reúnan los siguientes requisitos: 



El instrumento original del presente Protocolo y de su Anexo (formularios AyB) cuyos textos 
en español, francés, ingles y portugués son igualmente auténticos, será depositado en la Secretaría 
General de la Organización de los Estados Americanos, la cue enviará copia autenticada de su texto 
para su registro y publicación a la Secretaria de las Naciones Unidas, de conformidad con el artículo 
102 de su Carta Constitutiva. La Secretaría General de la Organización de los Estados Americanos 
notificará a los Estados Miembros de dicha Organización y a los Estados que se hayan adherido al 
Protocolo, las firmas, los depósitos de instrumentos de rat'ficación, adhesión y denuncia, así como 
las reservas que hubiere. También íes transmitirá las informaciones a que se refieren los artículos 
1, 2 (último párrafo) y 7, asi como las declaraciones previstas en los artículos 8, 10, 14, 16y 21 del 
presente Protocolo. 

EN FE DE LO CUAL, los plenipotenciarios infrascritos, debidamente autorizados por sus 
respectivos gobiernos, firman el presente Protocolo. 

HECHO EN LA CIUDAD DE LA PAZ, BOLIVIA, el día reíntlcuatro de mayo de mil novecientos 
ochenta y cuatro. 
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ANEXO AL PROTOCOLO ADICIONAL DE LA CONVENCIÓ» INTERAMERICANA 
SOBRE RECEPCIÓN DE PRUEBAS EN EL EXTRANJERO 

FORMULARIO A 
EXHORTO O CARIA ROGATORIA PARA PEDIR LA 
PRACTICA DE PRUEBAS U OBTENCIÓN DE INFORMACIÓN EN EL EXTRANJERO 1/ 



ÓRGANO JURISDICCIONAL REQUIRENTE 

Nombre 

Dirección 



ASUNTO 
EXPEDIENTE No. 



Agregue copias de las disposiciones (Leyes o reglamentos) relativos a 
cualquier impedimento que pueda ser invocado por la péreo i -ia que riada la 
prueba, de conformidad con el artículo 12 (2) de la Convención. 

7. Documentos « otros objetos que deben ser inspeccionado» o información 
por obtenerte. 

(Especifique si el documenta u objeto debe ser exhibido, copiado. Valuado 
etc.) 



ÍT 



AUTORIDAD CENTRAL DEL ESTADO 

REQUÍSENTE 

Nombre 

Vi rece ion 



AUTORIDAD CENTRAL DEL ESTADO 

REQUERIDO V 

Nombre 

Dirección 

País 



8. Especifique si la prueba debe ser tomada bajo juramento o declaración 
solemne. 



PARTE SOLICITANTE 

Nombre 
Dirección 



ABOGADO DE LA PARTE SOLICITANTE EN 

EL ESTADO REQUISElTrE 

Nombre 

Dirección 



En el caao de que 1» prueba no pueda recibirse en la forma solicitada, 
especifique si debe recibirse en la forma prevista por la ley local. 



9. Especifique si la prueba debe recibirse en algún lugar determinado y, 
de ser sai, señálelo. 



PERSONA DESICNADA PARA ACTUAR EN CONEXIÓN CON EL EXHORTO O CARTA ROGATORIA 

1. Abogado local designado para representar al solicitante ante el órgano juris- 
diccional del Estado requerido. 

Nombre 
Dirección 

2. Persona designada para realizar los trámites a nombre del solicitante. 

Nombre 
Dirección 

3. Persona designada para responder de Las costas y gastos. 



3. 



Nomb re 
DirecciCo 



Si no se designa persona, adjuntar el 
siguiente documento de pago: 

*cbeque por la suma rf > 

*recibo de pago 



*otro con^robaote de pago 



1. Llénese el original y una copia del formulario coa los datos conocido». 

-2. Llénese solamente el nombre del país; el nombre y la dirección de La autori- 
dad central del Estado requerido serán llenados por 1* autoridad central del 
Estado requireate. 

* Táchese sí no corresponde. 

2 . Indicación c lara y precisa acerca del objeto de la prueba solicitada 
(Convención, artículo 4 (1)) 

a. Clase de prueba o información solicitada (testimonial, reconocimiento 
de documentos, etc.) 



b. Clase de proceso (relativo a contrato, responsabilidad por agravio. 
sucesión, etc. ) 



Relación enere 1« prueba o información solicitada y el proceso pendieut. 
(especiflquese) 



De requerirse, resumen de la situación del proceso y de los hechos que hayan 
dado Lugar al proceso (Convención, artículo 4 (4)) 
(Dígase "Ninguno" de no requerirse) 



4. Descripción clara y precisa de cualquier formalidad o procedimientos básicos 
o adicionales, procedimientos o requisitos especiales por observarse 
(Artículos 4 (5) y 6 de la Convención y articulo 15 d*l Protocolo Adicional). 
(Explicar la forma en que debe recibirse ls prueba (oral o escrita, trans- 
cripción completa o resumida, etc.)) 



5. Personáis) de quienes) va a recibirse la prueba y capacidad con ls que la 
rendirá: 
Nombre 



Dirección 
Capacidad 



(Parte, Testigo, Perito, etc.) 

6. Agregue como anexo una lista de las pregunta.! que serán formuladas haciendo 
constar l«(s) persona(s) que debeín) contestar, o bien indique que se 
formularán preguntas en el momento de La recepción di 1& prueba. 

Agregue los documentos U objetos que deban ser presentados a la persona de 
quien va a recibirse la prueba. 



Dirección 



10. 



Especifique si el órgano jurisdiccional requirente desea ser informado de la 
fecha, tiempo y lugar en que se recibirá la prueba y, de ser así, indique la 
dirección a la que debe ser enviado el aviso (artículo 5 del Protocolo 
Adic ional) . 



Dirección 



11. Especifique si el aviso de fecha, tiempo y lugar Jebe enviarse a alguna otrs 
persona y, de ser así, proporcione la información que se solicita. 



Nombre 



Di rece ion 



12. Especifique la fecha limite en que el órgano jurisdiccional recurrente 
necesitará recibir la respuesta a la carta rogatoria. 
Pecha 



Kotivo de ls fecha límite 



Hecho en_ 

de 19 



. el 



de 



Firma y sello del 
Órgano Jurisdiccional 
del Estado requireoce 



ÍLob Estados Partes pueden incluir líneas adicionales eo el formulario A.] 
A la Autoridad Central de 



La Autoridad Central que suscribe tiene el honor de trennmitirle la carca 
rogatoria que aparece abajo y respetuosamente solicita su tramitación de acuerdo 
con las diaposiciones de la Convención Interamericana «obre Recepción de Pruebe! 
m el Extranjero y su Protocolo Adicional. 

Firma y sel Lo de la 
autoridad central del 
Estado de origen 
El órgano jurisdiccional que suscribe esta carta rogatoria tiene el honor ém 
solicitar la cooperación del Órgano jurisdiccional competente para recibir 

pruebas en y, de conformidad 

(ciudad, país) ™~ 

con la Convenc ion 7nteramericana sobre Recepción de Pruebas en e l Extranjera y 
tu Protocolo Adicional, respetuosamente solicita las pruebas o información abe jo 
indicadas, q-je *on necesarias para la preparación, o resolución del proceao 

civil, comercial o * mencionado en el cuadro 2 de la primera página 46 

este formulario. Se acompañan a esta carta rogatoria dos copias d« ls 
documentac ion requerida por el artículo 4 de la Convención y por el Protocolo 
Adicional. 

1. Partes en el proceso (Convención, artículo 4 (3)) 
a. Actor 
Nombre 



DirecciÓn_ 
Abogado 



b. 



Dirección del Abogado^ 

Demandado 

Nombre 



Dirección 
Abogado 



Dirección del Abogaio^ 

Otras Partes 

Nombre 



Dirección 
Abogado 



Dirección del Abogaáo 



* Si el articulo 14 del Protocolo Adicional es aplicable, indicar en el eapeel 
pertinente si el proceso se refiere a materia criminal o « otra materia previ gj 

en el artículo 15 de la Convención. 
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*E. 



De acuerdo con el Protocolo jUvcional »e aolicíta a 1* porte «jue. pidió las 
prueba» o la iofon*ci¿n, el >*s<> del «sido pendiente de l*a coitii y 
gastos por la *u«a indicada * i el estado de cuenta aJjunto» 

Que las pruebas o informes solicitados no han sida recabado* u obtenidos 
por los aiguentes motivos: 



Hecha en_ 
de 19 



e-1 



de 



EDUCACIÓN 

Ley N* 24.049 

Facúltase al P. E. N. a transferir a las provincias y a la Municipalidad de la Ciudad de Buenos 
Aires, los servicios educativos administrados en forma, directa por el Ministerio de Cultura 
y Educación y por el Consejo Nacional de Educación Técnica y las facultades y funciones 
sobre los establecimientos privados reconocidos. Excepciones. 

Sancionada: Diciembre 6 de 1991. 
Promulgada: Enero 2 de 1992. 

El Senado y Cámara de Diputados de la Nación Argentina reunidos en Congreso, etc. sancionan 

con fuerza de Ley: 

CAPITULO I 



Firma y ■ello de la 

autoridad central del 

Catado requerido 



* TAcheae si no corresponde. 



ANEXO 



PROTOCOLO Á.CICICK. - ^ 1^. CCÍJV£í:C1C:; IÍTEKAK^IC/i^A 

soa&E recepcim; c; pruebas en el extranjero 



?08XU LASCO £ 



CERTIFICADO DE CyKPLIMIEíT~D DEL EXHORTO CARTA ROGATORIA 
PARA VZniR R£.^?CI0H 0£ PRUT RAS V 



De la transferencia 

ARTICULO 1* — Facúltase al Poder Ejecutivo Nacional a transferir, a partir del l 9 de enero de 
1992. a las provincias y a la Municipalidad de la Ciudad de Buenos Aires, tos servicios educativos 
administrados en forma directa por el Ministerio de Cultura y Educación y por el Consejo Nacional 
de Educación Técnica, así como también las facultades y funciones sobre los establecimientos 
privados reconocidos, en las condiciones que prescribe esta ley. 

Se exceptúan las escuelas superiores normales e ínstit jtos superiores, tanto estatales como 
privados, y la ENETN 9 l "Octo Krausse", la Telescuela Técnica y los Centros de Recursos Humanos 
y Capacitación Nos. 3, 8 y lOde Capital Federal dependientes del CONET. Queda acriterio del Poder 
Ejecutivo Nacional la oportunidad de transferir estos servicios en forma total o parcial previa 
garantía de financiamicnto. 

ARTICULO 2 9 — I^os requisitos específicos de las trarsferencías se establecerán mediante 
convenios a celebrarse entre el Poder Ejecutivo Nacional y cada una de las jurisdicciones, en los 
que se acordará toda otra cuestión no prevista en la presente ley de acuerdo con las particularidades 
de cada jurisdicción. Dichos convenios serán refrendados según la normativa vigente en cada una 
dejas jurisdicciones, por medio de las legislaturas provinciales, 

ARTICULO 3° — Las jurisdicciones receptoras, con el apoyo sostenido del Poder Ejecutivo 
Nacional, deberán cumplir todos los derechos y obligaciones vigentes en materia educativa. El 
Estado Nacional garantizará que los servicios transferidos ssan prestados con óptima cobertura 
cuantitativa, alta calidad pedagógica y equidad en todas las jurisdicciones. 

ARTICULO 4* — Las transferencias que se convengan se efectuarán sin otro cargo que los que 
establece la presente ley, e importarán la sucesión a título uniyersal de los derechos y obligaciones. 



A la Autoridad Cer:: 



(Nombra y direccifin de in auC tríiM cent ral del ErJtadu requirente) 



!e coofor 
Receocii 
iCuatro < 



rmidsd con el Protocole Adicional a la Coo.ver.cidr Xnteranericana 

i6n de Pruebas en el E::trsicjero. £ irisado en L» Paz, 3oI i vii. . ti día 

de mayo de rail novecientos ochenta y cuatro, y de ecusrdi con el 

exhorto o carta rogatoria adjunts^ 1= Aitoridad Central suecrÍL^ tiene ti íionor 

de certificar lo siguiente; 



* A. : Que las pruebas solicitadas han si4o recibidas: 
Fecha 



Hombre de la persona que aportfi 3a* pruebas 

Lugar donde se recibió la prueb ■ (cireccion) 

Por uno de loe siguientes proced Cmsentos autorizados ca ls Convención: 

* (1) Conforme a las leyes y -JOBtnas procesales del Estado requerido. 

* (2) Coníonue a los siguientes requisitos, f oxTaalidades adíe ione í«*¡j 

proc ed ¿m ie ntt* s í sppna" ' s :. 



cAPrruLo u 

De los bienes transferidos 

ARTICULO 5* — La transferencia de los servicios educativos a cada una de las jurisdicciones, 
comprenderá los bienes libres de todo gravamen actualmente afectados al Ministerio de Cultura y 
Educación y al Consejo Nacional de Educación Técnica, a saben 

a) el dominio y todo otro derecho que el Gobierno Nacional tenga sobre los bienes inmuebles 
y sus accesorios, cualquiera sea el origen de sus derechos, oon destino actual o previsto para 
establecimientos educacionales y organismos de apoyo al sis lema educativo; 

b) los bienes muebles de todo tipo, incluyendo equipos, semovientes y elementos de uso y 
consumo regular; 

c) la documentación y todo otro antecedente relativo a los inmuebles y muebles transferidos 
que sean de utilidad a las jurisdicciones receptoras; 

d) los contratos de locación de cosas, obras y servicios, sin perjuicio de las adecuaciones 
contractuales necesarias a fin de mantener la continuidad de los servicios. 

ARTICULO 6 e — No serán transferidos los juicios pendien~es ni las deudas que por cualquier 
causa hubiera contraído la Na don a ía fecha de la transferencia. 

ARTICULO 7* — En el caso de que el dominio o la propiedad de los bienes inmuebles o muebles 
o derechos que se transfieran provengan de donaciones o de legados con cargo, la jurisdicción 
receptora garantizará su cumplimiento y los derechos de quienes resulten beneficiarios de tales 
cargos. 



*B. 



íU_ 



r* 



(¡Jue 1 n información solicitada i»a = id 5 obter.ioa; 

: Fecha 

Lugar donde se ha ootenico in ir^r^r nac i£a 



Se agrega: 
* ía) 



;ti_ao« Lo ( transcribe idu o roeuiKr.) o a i i¿ 



i nforma; ion obtonidii. 

* (b) El doc intento o Jcc jnienc'j s -s_c se obtuvieron, cono r*ocÍL5Co ció la so- 

licitud * i iü wi'soiia re qu* cica voiuncar iaow»(-it:ii hizo ent-regs o i 
éstos, o copia Oe ios cismo 5 en caso contrario. 

* íc) On re s (topee i f i'juei 



Llénese este inriuularia cr. ori¿in¿i. i una co¡,i¿, 
TACheae si nu taitespoi^t. 




2681 

.. As- i 20/12/91 
RTA¿TO: 



capitulo m 

Del personal transferido 

ARTICULO 8 e — El personal docente, técnico, administrattvtj y de servicios generales que se 
desempeñe en los servicios que se transfieren quedará incorporado a la administración provincial 
o municipal en su caso, de conformidad con las siguientes bases: 

a) identidad o equivalencia en la función, jerarquía y situación de revista en que se encontrare 
a la fecha de la transferencia; 

b) retribución por todo concepto no inferior a la que se perciba al momento de la transferencia 
y equiparación a la escala salarial jurisdiccional durante 1992; 

e) reconocimiento de la antigüedad en la carrera y en el cargo, ya sea en carácter de titular, 

interino o suplente; 

d) reconocimiento a la estabilidad en el cargo u horas cátedra que desempeñe al tiempo de la 
transferencia cuando revistiere en calidad de titular, interino o su ?üentc según la normativa vigente 
en cada jurisdicción; 

e} reconocimiento de títulos y antecedentes profesionales valorables para concurso de la 
carrera docente en equivalencia de condiciones con las vigentes para los docentes de la jurisdicción 
receptora. 

ARTICULO 9* — Las jurisdicciones podran convenir mecanismos para facilitar al personal 
transferido optar por continuar en la Obra Social para la Actividad Docente (OSPLAD), en cuyo caso 
el gobierno de la jurisdicción deberá actuar como agente de retención de los correspondientes 
aportes, o incorporarse a la Obra Social de la jurisdicción receptora. 



ARTICULO 10. — A los efectos prcvisíonales, las jurisdiccicries receptoras reconocerán los 
\ servicios prestados por el personal en el orden nacional. Los docentes transferidos que no reúnan 

[•; Téngase por Ley de la Nación N° 24.037 cúmplase, comuniqúese, publíquese, dése a la los requisitos exigidos en la jurisdicción receptora, podrán continu ir efectuando aportes al sistema 
Paredón Nacional del Registro Oficial y archívase — MENEM. — Guido Di Telia. nacional de previsión; las jurisdicciones serán agentes de retención de los mencionados aportes. 
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ARTICULO 11. — El personal docente transferido continuará en la Caja Complementaría de 
Previsión para la Actividad Docente; el gobierno de la jurisdicción receptora actuará como agente 
de retención de los aportes. 

ARTICULO 12. — Las cuestiones disciplinarias referidas al personal transferido suscitadas 
hasta el momento de efectívizarse la transferencia, serán resueltas según la normativa vigente al 
momento de ocurrir los hechos que las motivaron y en la jurisdicción de origen en un plazo no mayor 
de un año con posterioridad a la firma del convenio; las jurisdicciones receptoras aplicarán las 
sanciones y/o medidas que la jurisdicción de origen hubiera resuelto. 

ARTICULO 13. — Los concursos de docentes a ser transferidos, como así también los 
procedimientos de traslados, titularizacioncsyjubilaciones, pendientes de resolución que pudieren 
existir al momento de promulgarse esta ley, deberán ser resueltos según la normativa de origen con 
el alcance y en tiempos y modos que establezcan los respectivos convenios bilaterales. 



ARTICULO 25. — Cuando por razones operativas alguna Provincia lo requiera expresamente 
el Poder Ejecutivo Nacional podrá atender por cuenta y orden de la misma los gastos emergentes 
de los servicios transferidos según el Artículo I o . 

ARTICULO 26. — Los participantes en el sistema de la Ley N° 23.548, deberán presentar en 
el periodo legislativo de 1992 un proyecto de ley sustitutiva del régimen vigente de coparticipación 
federal de impuestos. 

ARTICULO 27. — Comuniqúese al Poder Ejecutivo Nacional. — ALBERTO R. PIERRI. — LUIS 
A. J. BRASESCO. — Esther H. Pereyra Arandia de Pérez Pardo. — Mario D. Fassi. 

DADA EN LA SALA DE SESIONES DEL CONGRESO ARGENTINO, EN BUENOS AIRES, A LOS 
SEIS DÍAS DEL MES DE DICIEMBRE DEL AÑO MIL NOVECIENTOS NOVENTA Y UNO. 



CAPITULO IV 

Del financiamiento 

ARTICULO 14. —A partir del I a de enero de 1992 y hasta tanto se modifique la Ley N 23.548 
la Secretaria de Hacienda de la Nación retendrá de la participación correspondiente a las provincias 
en el Régimen de la citada ley, previamente a la distribución secundaria, un importe equivalente 
al monto total, que se incluye en planilla anexa N 9 1 A, con detalle para cada jurisdicción, con 
destino al financiamiento de los servicios educativos que se transfieren por la presente ley y los 
correspondientes al costo de servicios de Hospitales e Institutos Nacionales, Políticas Sociales 
Comunitarias y Programa Social Nutricional a transferir a las provincias según se convenga 
oportunamente. 

Dicha retención será operativa en la medida que el incremento de la recaudación de los 
gravámenes a que se refiere la Ley N 9 23.548 para 1992 respecto del promedio mensual anualízado 
del período abril -diciembre de 199 1 sea superior al monto mencionado en el párrafo anterior. 

ARTICULO 15. — Cuando eí monto mensual recaudado no alcanzare a cubriré! nivel promedio 
mensual del período abril-diciembre de 1991, el Gobierno Nacional cubrirá totalmente y en forma 
automática el costo mensual de los servicios transferidos. 

Si al cierre de cada mes lo recaudado fuere superior al nivel promedio abril -diciembre de 1991 
pero no alcanzare a cubrir el costo de los servicios el Gobierno Nacional financiará automáticamente 
la diferencia. 

ARTICULO 16. — Al momento de efectívizarse la transferencia de los servicios prevista en el 
articulo 14 se transferirán en las proporciones correspondientes los recursos afectados según el 
párrafo primero de dicho artículo a la respectiva provincia y por hasta los montos mencionados en 
el mismo. 

ARTICULO 17. — El Poder Ejecutivo Nacional deberá fijar el marco general y los criterios 
particulares a seguir a efectos de brindar un tratamiento equivalente a lo dispuesto por los artículos 
14, 15 y 16 de la presente, a la provincia de Tierra del Fuego. Antártida e Islas del Atlántico Sur y 
a la Municipalidad de la Ciudad de Buenos Aires con anterioridad a la firma del convenio previsto 
en el artículo 2 o de esta ley. Ello, sin afectar la participación de las provincias según la Ley N 9 23.548. 

ARTICULO 18. — Las obras públicas que se encuentren en ejecución en los servicios a 
transferir, serán continuadas y finalizadas por la Nación. A su término dichos inmuebles serán 
transferidos a la jurisdicción en los términos de la presente ley. 

ARTICULO 19. — El Poder Ejecutivo Nacional, asignará un monto global para reparaciones 
de los edificios transferidos cuyo estado de conservación o antigüedad afecte el desenvolvimiento 
de los servicios educativos. Los montos serán acordados en los respectivos convenios bilaterales. 

CAPITULO V 

Aspectos pedagógicos 

ARTICULO 20. — El Poder Ejecutivo Nacional, a través del Ministerio de Cultura y Educación, 
ejecutará las políticas y estrategias del Sistema Educativo Nacional, en consulta permanente con 
el Consejo Federal de Cultura y Educación, y coordinará, compatibilizará y evaluará el funciona- 
miento Interjurisdiccional. 

ARTICULO 21. — El Poder Ejecutivo Nacional, a través del Ministerio de Cultura y Educación, 
en ejercicio de su competencia, realizará el análisis, evaluación y seguimiento de la situación 
educativa; de la consistencia, congruencia y calidad educativas de los planes y programas en la 
materia en relación con las prioridades establecidas; brindará asistencia técnica y financiera para 
el desarrollo de estrategias y programas educativos; atenderá y gestionará los asuntos de 
naturaleza internacional que se relacionen con la educación y la cultura; determinará los 
requerimientos y condiciones para el reconocimiento de títulos y certificados nacionales y 
extranjeros; organizará y administrará un sistema de información cualitativa y cuantitativa en 
materias educativa y cultural e instrumentará planes y programas de interés nacional. 

ARTICULO 22. — El Ministerio de Cultura y Educación promoverá concertadamente con el 
Consejo Federal de Cultura y Educación la adecuación de la estructura común del sistema 
educativo, la actualización de planes generales con objetivos y contenidos curriculares básicos y 
comunes con aportes que consideren las particularidades regionales, provinciales y de la escuela 
y su comunidad, a fin de establecer un marco de coherencia, unidad c integración educativa y 
cultural del país en un pleno respeto del federalismo. 

CAPITULO VI 

De la enseñanza privada 

ARTICULO 23. — Los servicios educativos de gestión privada que se transfieren quedan 
garantizados para que se sigan prestando con respeto de los principios de la libertad de enseñanza 
y los derechos emergentes de la normativa nacional sobre la materia. 

Consecuentemente, podrán mantener sus características doctrinarias, modalidades curricu- 
lares y pedagógicas y el estilo ético formativo propios, en el ámbito de las jurisdicciones receptoras. 

Estas mantendrán el régimen de aportes a la enseñanza privada en concordancia con el fijado 
en el orden nacional, en lo que hace a montos, proporciones y destino a los servicios transferidos. 



CAPITULO Vil 

Disposiciones transitorias 

ARTICULO 24. — El Poder Ejecutivo Nacional, a través del Ministerio de Cultura y Educación, 
podrá celebrar los actos jurídicos necesarios para el eficaz cumplimiento de la presente ley. 



PLANILLA ANEXA N B 1 A 



— en millones de S de 1992 — 



PROVINCIA 



TRANSFERENCIAS DE 

CULTURA Y EDUCACIÓN 



Programas Nacionales 
PRO SOCO PROSONU 



HOSPI- 
TALES 



MENOR 
Y FLIA. 



TOTAL 



BUENOS AIRES 


269.1 


CATAMARCA 


11.6 


CÓRDOBA 


67.6 


CORRIENTES 


19.5 


CHACO 


12.5 


CHUBUT 


19.6 


ENTRE RÍOS 


37.4 


FORMOSA 


8.0 


JUJUY 


16.9 


LA PAMPA 


8.9 


LA RIOJA 


12.5 


MEND07A 


32.9 


misión p:s 


14.2 


NEUQUEN 


7.1 


RIO NEGRO 


7.1 


SALTA 


20.5 


SAN JUAN 


17.8 


SAN LUIS 


14.2 


SANTA CRUZ 


4.4 


SANTA FE 


66.7 


SANTIAGO DEL ESTERO 


14.2 


TUCUMAN 


28.5 



18,3 


26.3 


2.6 


1.6 


8.2 


5.3 


3.5 


5.4 


4.6 


8.1 


1.1 


1.8 


4.5 


3.7 


3.5 


3.8 


2.7 


4.6 


1.8 


0.7 


1.9 


1.2 


3.7 


4.0 


2.9 


6.3 


1.6 


1.9 


2.5 


3.2 


3.6 


6.3 


3.4 


2.1 


2.0 


1.1 


1.1 


0.4 


8.3 


6.7 


3.7 


6.0 


4.5 


5.7 



40.2 



2.5 



7.7 



0.4 



361.6 
15.8 
81.1 
28.4 
25.2 
22.5 
48.5 
15.3 
24.2 
11.4 
15.6 
40.6 
23.4 
10.6 
12.8 
30.4 
23.3 
17.3 
5.9 
81.7 
23.9 
38.7 



TOTAL 


711.2 


90.0 


106.2 


42.7 


8.1 


958.2 


N'IB 


MCBA 

TIERRA DEL FUEGO 


173.5 
5.3 


2.2 
0.2 


0.1 


68.0 


5.7 


249.4 
5.6 



Decreto 4/92 

Bs. As., 2/1/92 

POR TANTO: 

Téngase por Ley de la Nación N Q 24.049 cúmplase, comuniqúese, publíquese, dése a la 
Dirección Nacional del Registro Oficial y archívese. — MENEM. — Antonio F. Salonia. 



PODER JUDICIAL DE LA NACIÓN 
Ley N" 24.050 

Competencia Penal, Integración. Distritos 
Judiciales. Zonas Judiciales de la Capital 
Federal. Cámara Nacional de Casación Penal. 
Composición. Competencia. Sede y autorida- 
des. Atribuciones reglamentarias y superin- 
tendencia. Sentencia plenaria. Tribunales 
Orales. Competencia. Composición. Cáma- 
ras Nacionales de Apelaciones. Competencia. 
Composición. Juzgados Nacionales. Compe- 
tencia. Composición. Secretarios. Prosecre- 
tarios. Mesa de Entradas. Jefatura. Policía 
Judicial. Composición. Funciones. Oficina 
de Asesoramiento y asistencia a víctimas y 
testigos. Administrador Judicial. Superin- 
tendencia de Servicio Social Tutelar. Asis- 
tentes tutelares. Peritos de Oficio. Archivo 
General y Archivos de Distrito. Dirección de 
Informática Jurídica. Modificaciones. Dero- 
gaciones. Designación de Personal y Normas 
C o tapíeme n tari as . 

Sancionada; Diciembre 6 de 1991. 
Promulgada Parcialmente: Diciembre 30 de 
1991. 

El Senado y Cámara de Diputados 

de la Nación 

Argentina reunidos en Congreso, etc. 

sancionan con fuerza de Ley: 

COMPETENCIA PENAL DEL PODER 
JUDICIAL DE LA NACIÓN 

ARTICULO 1» — El juzgamiento y decisión de 
las causas penales de competencia federal 



(Constitución Nacional, artículo 67, incisos 1 1 y 
27, 100 y 101), sólo corresponderá a la CORTE 
SUPREMA DE JUSTICIA DE LA NACIÓN y a los 
tribunales establecidos por esta ley. 

INTEGRACIÓN DEL PODER JUDICIAL EN 

MATERIA PENAL 

ARTICULO 2* — El PODER JUDICIAL DE LA 
NACIÓN, en materia penal, estará integrado 
por: 

a) La CORTE SUPREMA DE JUSTICIA DE LA 

NACIÓN. 

bj La CÁMARA NACIONAL DE CASACIÓN 

PENAL. 

c) Los Tribunales Orales en lo Criminal, en lo 
Penal Económico, de Menores, en lo Criminal 
Federal de la CAPITAL FEDERAL y Federales 
con asiento en las provincias. 

d) Las Cámaras Nacionales de Apelaciones en 
lo Criminal y Correccional, en lo Penal Económi- 
co, en lo Criminal y Correccional Federal de la 
CAPITAL FEDERAL y Cámaras Federales de 
Apelaciones con asiento en las provincias. 

e) Los Juzgados Nacionales en lo Criminal de 
Instrucción, Correccionales, en lo Penal Econó- 
mico, de Menores, en lo Criminal y Correccional 
Federal de la CAPITAL FEDERAL y Federales 
con asiento en las provincias. 

í) El Juzgado Nacional de Ejecución Penal. 

g) El Juzgado Nacional en lo Penal de Rogato- 
rias. 
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h) Loa demás organismos que se establezca 
por la ley. 



DISTRITOS JUDICIALES 

ARTICULO 3* — A los efectos ;e a organiza- 
ción judicial de los Tribunales- Pasionales en 
materia penal, el territorio de te ífcpúbtica se 
dividirá en los distritos judícialestrue Ja presen- 
te ley y leyes especiales estables* an, a saber: 

1) PARANÁ (Provincia de EnL; ^íos): com- 
prende la sección correspondienu^ a la compe- 
tencia de la CÁMARA FEDERAL WE APELACIO- 
NES DE PARANÁ. 

2) ROSARIO (Provincia de S-snte Fe): com- 
prende la sección correspondien .■; a la compe- 
tencia de la CÁMARA FEDERAL DE DELACIO- 
NES DE ROSARIO. 

3) POSADAS (Provincia de NTsicnes): com- 
prende la sección correspondien «: e. la compe- 
tencia de la CÁMARA FEDERAL D 3 APELACIO- 
NES DE POSADAS. 

4) RESISTENCIA (Provincia deZ Claco): com- 
prende la sección correspondiente e; la compe- 
tencia de la CÁMARA FEDERAL 5 APELACIO- 
NES DE RESISTENCIA 

5) TUCUMAN (Provincia de Tnumán): com- 
prende la sección correspondierfe s la compe- 
tencia de la CÁMARA FEDERAL ZZ APELACIO- 
NES DE TUCUMAN. 

6) CÓRDOBA (Provincia de C-~d:>ba): com- 
prende la sección correspondienfl- ¿i la compe- 
tencia de la CÁMARA FEDERAL CE ¿PELAcio- 
NES DE CÓRDOBA 

7) MENDOZA (Provincia de M«idbza): com- 
prende la sección correspondientz a la compe- 
tencia de la CÁMARA FEDERAL CE APELACIO- 
NES DE MENDOZA 

8) GENERAL ROCA (Provincia ds Río Negroj: 
comprende la sección correspDrdlente a la 
competencia de la CÁMARA FEDERAL DE 
APELACIONES DE GENERAL ROCA 

9) COMODORO RIVADAV1A [^wincia del 
Chubut): comprende la sección cciieepondiente 
a la competencia de la CÁMARA H5DERAL DE 
APELACIONES DE COMODORO _¡IVADAVTA. 

10) BAHÍA BLANCA (Provincia db Buenos 
Aires): comprende la sección corrcsp»nd]ente a 
la competencia de la CÁMARA ^ECERAL DE 
APELACIONES DE BAHÍA BLANCA. 

1 1) SAN MARTIN (Provincia de Buenos Aires): 
comprende la sección correspea rli*nte a la 
CÁMARA FEDERAL DE APELACIONES DE SAN 
MARTIN. 

12) LA PLATA (Provincia de perros Aires): 
comprende la sección correspon líente a la 
competencia de la CÁMARA FEDERAL DE 
APELACIONES DE LA PLATA. 

13) MAR DEL PLATA (Provincia.* Buenos 
Aires): comprende la sección correspendícnte a 
la CÁMARA FEDERAL DE APELACIONES DE 
MAR DEL PLATA. 

14) CORRIENTES (Provincia d-= Corrientes): 
comprende la sección correspondiente a la 
CÁMARA FEDERAL DE APELAflCNES DE 
CORRIENTES. 

15) SALTA (Provincia de Salta): rr-n-prende la 
sección correspondiente a la CAi-AFA FEDE- 
RAL DE APELACIONES DE SALT». 

16) CAPITAL FEDERAL: comprende las zonas 
Judiciales establecidas en el artíevk* 5° de la. 
presente ley. 



ARTICULO 4» — Cada distrito _ucTJciaI con- 
tará con: Tribunales Orales, Cámara ie Apela- 
ciones y los Juzgados que la presente fcy y leyes 
especiales le asignen. 

El debate se realizará y la sentencia se dictará 
en la provincia o territorio donde «1 hecho se 
hubiere cometido (Constitución Necicnal, artí- 
culo 102). En caso de duda, se eleqira el lugar 
que asegure el ejercicio de la defen ia 7 la reali- 
zación del debate. 

Cuando en la provincia, territorio o localidad 
que se disponga para el debate, no existiere un 
lugar adecuado para realizarlo, qu« pertenezca 
al PODER JUDICIAL DE LA NACIOIX. elTribunal 
solicitará a las autoridades nacionales., provin- 
ciales o municipales o a particulares, le sala que 
considere apta para llevarlo a cab«a 



ZONAS JUDICIALES DE LA 
CAPITAL FEDERAL 

ARTÍCULO 5» — La CAPITAL FEDERAL se 
subdivide, a su vez, en SIETE (7) zonas judicia- 
les que comprenden la jurisdicción de las si- 
guientes dependencias policiales: 

1) PRIMERA: Comisarias de la Policía Federal 
la., 2a., 3a., 4a., 5a., 6a., 7a. y 8a., Departa- 
mento Central de la Policía Federal, Prefectura 
Naval Argentina y Gendarmería Nacional. 

2) SEGUNDA Comisarias 15a., 17a., 19a., 
21a., 23a., 25a. y 46a. 

3) TERCERA Comisarías 29a., 31a., 33a., 
35a., 37a., 39a.. 49a. yola. 

4) CUARTA: Comisarias 13a., 41a., 43a., 
44a., 45a., 47a. y 50a. 

5) QUINTA Comisarias 32a., 34a.. 36a., 40a., 
42a., 43a. y 52a. 

6) SEXTA: Comisarias 14a., 16a., 18a., 24a., 
26a., 28a. y 30a. 

7) SÉPTIMA: Comisarias 9a., 10a., lia., 20a. 
y 38a. 

IA CÁMARA NACIONAL DE CASACIÓN PE- 
NAL por vía de reglamentación establecerá la 
asignación de los Juzgados de Primera Instan- 
cia que tendrán competencia territorial determi- 
nada en las zonas judiciales de la CAPITAL 
FEDERAL; dispondrá, por la misma via, el 
mecanismo de distribución equitativa de traba- 
jo entre los Juzgados asignados al mismo distri- 
to judicial. 

Del mismo modo, la CÁMARA NACIONAL DE 
CASACEON PENAL establecerá los criterios de 
distribución del trabajo entre los restantes tri- 
bunales, cuando así corresponda. 

COMPETENCIA PENAL DE IA CORTE 
SUPREMA DE JUSTICIA DE LA NACIÓN 

ARTICULO 6* — La CORTE SUPREMA DE 
JUSTICIA DE LA NACIÓN conocerá, en materia 
penal, con arreglo a lo establecido en el articulo 
24 del Decreto-Ley N s 1285/58, ratificado por la 
Ley N 5 14.467 y disposiciones modificatorias. 

En los casos de competencia originaria de la 
CORTE SUPREMA las funciones del Juez de 
Instrucción serán ejercidas por uno de sus 
Ministres miembros. 

La Corte Suprema, en pleno, cumplirá las 
funciones de la Cámara de Apelaciones y del 
Tribuna] del juicio, y su sentencia sera irrecurri- 
ble. E! Procurador General de la Nación repre- 
sentará en el debate a! Ministerio laiblieo Fiscal 
e intervendrá asimismo durante la investiga- 
ción, pudiendo designar a un inferior jerarquico 
para que colabore en ella. 

El miembro de la Corte Suprema que hubiere 
actuado como juez de instrucción, se reempla- 
zará con forme a la regla establecida en el inciso 
3 B del articulo 22 deí Decreto -Ley N 9 1285/58, 
según texto de la Ley N B 20.528." 

CÁMARA NACIONAL DE CASACIÓN PENAL 

COMPOSICIÓN — COMPETENCIA 

ARTICULO 7" — Ui Cámara Nacional de 
Casación Penal estará compuesta por DIEZ (10) 
miembros y funcionara dividida en Sedas de 
TRES (31 miembros cada una, ejerciendo la 
Presidencia del Tribunal el juez restante. 

Tendrá competencia territorial en toda la 
República, considerada a este efecto como una 
sola jurisdicción judicial. 

En razón de la materia tendrá la competencia 
determinada por el Código Procesal Penal y las 
leyes especiales. 

SEDE Y AUTORIDADES 

ARTICULO 8" — La CÁMARA NACIONAL DE 
CASACIÓN PENAL tendrá su sede en la CAPI- 
TAL FEDERAL. 

Elegirá anualmente sus autoridades en la 
oportunidad y forma prevista en el Reglamento 
para la Justicia Nacional, las que podrán ser 
reelegidas solamente por un nuevo periodo y 
hasta tanto no se hubiera agotado la totalidad 
de los miembros del Tribunal. 

ATRIBUCIONES REGLAMENTARIAS Y 

SUPERINTENDENCIA 

ARTICULO 9* — La CÁMARA NACIONAL DE 
CASACIÓN PENAL dictará su reglamento inter- 



no, mediante el cual regulará sus funciones y 
atribuciones, las de las propias autoridades y 
personal bajo su directa Su perin tendencia, así 
como todo lo inherente a su correcto funciona- 
miento y el de los órganos que de ella dependan; 
también regulará tas aspectos disciplinarios y lo 
relativo a la distribución de tareas, sin más 
limitaciones que las que surjan de disposiciones 
legales o reglamentarias emanadas de la CORTE 
SUPREMA DE JUSTICIA DE LA NACIÓN. 

Ejercerá las funciones de Superintendencia 
sobre la totalidad de la administración de justi- 
cia en el fuero penal, la que podrá delegar en los 
Tribunales Orales o en las Cámarasde Apelacio- 
nes si lo estimare conveniente. 



SENTENCIA PLENAR1A 

ARTICULO 10. — La CÁMARA NACIONAL DE 

CASACIÓN PENAL se reunirá enTribunal pleno: 

a) Para reglamentar su labor o la distribución 
de la labor de sus- Salas. 

b) Para unificar la jurisprudencia de sus Salas 
o evitar sentencias contradictorias. 

c) Para fijar la interpretación de la ley aplica- 
ble al caso cuando la Cámara, a iniciativa de 
cualquiera de sus Salas, entendiera que es 
conveniente. 

La interpretación de la ley aceptada en una 
sentencia plenaria es de aplicación obligatoria 
para la Cámara, para los Tribunales Orales, 
Cámaras de Apelaciones y para todo otm órgano 
jurisdiccional que dependa de ella, sin perjuicio 
de que los jueces que no compartan su criterio 
dejen a salvo su opinión personal. 

La doctrina sentada podra modificarse sólo 
por medio de una nueva sentencia plenaria. 

ARTICULO 11. — También darán lugar a la 
reunión de la Cámara de Casación en pleno las 
sentencias que contradigan otra anterior de la 
misma Cámara, cuando el precedente haya sido 
expresamente invocado por el recurrente antes 
de la sentencia definitiva de ese Tribunal, La 
impugnación tendiente a la convocatoria del 
Tribunal en Pleno deberá ser interpuesta y 
fundada dentro de los CINCO (5) días, ante la 
Sala interviniente. 

La Cámara establecerá la doctrina aplicable y 
si la del fallo impugnado no se ajustare a aqué- 
lla, lo declarará nulo y dictará sentencia acorde 
con la doctrina establecida. 

Hasta tanto la Cámara resuelva sobre la pro- 
cedencia o no de la impugnación, la sentencia 
quedará suspendida en su ejecución. 



TRIBUNALES ORALES 
COMPETENCIA — COMPOSICIÓN 



ARTICULO 12. —Los Tribunales Orales en lo 
Criminal de ia CAPITAL FEDERAL conocerán en 
los supuestos establecidos por el artículo 25 del 
Código Procesal Pena!. 

ARTICULO 13. — Los Tribunales Orales en lo 
Penal Económico juzgarán en única instancia 
los delitos investigados por los Juzgados Nacio- 
nales de Primera Instancia en lo Penal Económi- 
co. 

ARTICULO 14. — Los Tribunales Orales de 
Menores conocerán zn los supuestos estableci- 
dos en el articulo 28 del Código Procesal Penal. 

Serán asistidos por un equipo interdisciplina- 
rio integrado por un médico especializado en 
psiquiatría infanto-juvenil que lo dirigirá, por 
UN (1) psicólogo y por DOS (2) asistentes socia- 
les, también especializados en cuestiones de la 
minoridad. 

ARTICULO 15. — Los Tribunales Orales en lo 
Criminal Federal de [a Capital conocerán en los 
casos establecidos en el artículo 32 del Código 
Procesal Penal. 

ARTICULO 16. — Los Tribunales Orales en lo 
Criminal Federal con asiento en las provincias 
conocerán en los supuestos establecidos en los 
artículos 28 y 32 del Código Procesal Penal. 

ARTICULO 17. — Cada Tribunal Oral a los 
que se refieren los artículos precedentes estará 
integrado por TRES (3) Jueces y contará con UN 
(1) Secretario, 

Actuarán ante él un Defensor Oficial y un 
representante del Ministerio Público Fiscal. 



CÁMARAS NACIONALES DE APELACIONES ;¿ 

COMPETENCIA — COMPOSICIÓN 

ARTICULO 18. — La Cámara Nacional de 
Apelaciones en lo Criminal y Correccional de laf 
CAPITAL FEDERAL será tribunal de alzada 
x'spccto de las resoluciones dictadas por íos^ 
Jueces en lo Criminal de Instrucción, CorrecciO-^ 
nales, de Menores, de Ejecución Penal y en k> 
^tnal de Rogatorias, así como en ios demás 
supuestos del articulo 24 del Código Procesal^ 
Penal. 

Funcionará dividida en TRES (3) Salas de 

TRES (3} miembros cada una. 

ARTICULO 19. — La Cámara Nacional de; 

Apelaciones en lo Penal Económico de la CAPl- : 
TAL FEDERAL será tribunal de alzada respecto 
de las resoluciones de los jueces nacionales en ; 

10 Penal Económico de Instrucción, como asi. 
lambí en de tas cuestiones de competencia y dé; 
les recursos de queja por petición retardada o 
denegada por los mismos jueces. 

Funcionará dividida en DOS (2) Salas cotí 

' "~JE£> (3) miembros cada una. 

ARTICULO 20. — 1.a Cámara Nacional de- 
preciaciones en lo Criminaly Correccional Fede- 
ral será tribunal de alzada respecto de las reso- 
1 aciones dictadas por los Jueces Nacionales de 
Primera Instancia en lo Criminaly Correccional/ 
I'e dcral de la CAPITAL FEDERAL, y en los demás 
supuestos contemplados en el articulo 31 def 
Código Procesal Penal; asimismo, entenderá de 
hs recursos contra las resoluciones del Jefe de- 

1 1 Policía Federal Argentina en materia de dere- 
cho de reunión. 

Funcionará dividida en DOS (2) Salas de 

TRES (3) miembros cada una. 

ARTICULO 21. — Las Cámaras Federales de' 

apelaciones con asiento en el interior del país 
conocerán en su respectivo ámbito territorial en 
leí supuestos contemplados en el artículo 31 del f 

Código Procesal Penal. 

JUZGADOS NACIONALES 

COMPETENCIA — COMPOSICIÓN 

ARTICULO 22. — Los Juzgados Nacionales 
cu io Criminal de Instrucción conocerán en los 
casos establecidos en el artículo 26 del Código 
P cicesal Penal, dentro de cada uno de los distri^ 
tes judiciales que se les hubieren asignado. 

Contarán con Secretaria Única. 

ARTICULO 23. — Los Juzgados Nacionales 

en lo Correccional conocerán en los supuestos 
establecidos en el artículo 27 del Código Proce- 

sr.S Penal y dentro del distritojudicialqueacada 
uao de ellos se le asigne. 

Se integrará con DOS (2) Secretarias, en- 
cargándose a una de ellas en forma exclusiva de 
tocos los trámites correspondientes al desarro- 
llo del juicio oral. 

ARTICULO 24. — Los Juzgados Nacionales 
de Menores, dentro del distrito judicial que a 
escla uno le fuera asignado, conocerán en los 
supuestos establecidos en el artículo 29 del 

Código Procesal Penal. 

Contarán con TRES (3) Secretarías, una de 
Infracción, otra de Sentencia para causas 
correccionales y una Tutelar. 

Colaboran asimismo con los jueces de meno- 
reí, los asistentes tutelares a que se refiere la 
presente ley. 

En el supuesto que en un mismo hecho resul- 
ten imputados mayores y menores conocerán en 
la causa los tribunales organizados por la pre- 
se iLe ley para el juzgamiento de mayores, conta 
siguiente limitación respecto de los menores: la 
disposición tutelar será ejercida desde el inicio ' 
de- la causa por el Juez Nacional de Menores y, 
una vez pronunciada la declaración de respon- 
sabilidad penal, será el Tribunal Oral de Meno- 
res o el Juez de Menores, según el caso, quien 
resuelva sobre la imposición o no de pena, en los 
términos del articulo 4 5 de la Ley 22.278. 

ARTICULO 25. — Los Juzgados Nacionales 
en Eo Penal Económico tendrán a su cargo la 
investigación de los delitos que les correspon- 
den por su actual competencia material. 



Contarán con DOS (2) Secretarías. 

ARTICULO 26. — Los Juzgados Nacionales 
en lo Criminal y Correccional Federal de la 
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Capital conocerán en los supuestos comprendi- 
dos por el artículo 33 del Código Procesal Penal. 

Actuarán con DOS (2) Secretarías, una de 
Instrucción y otra de Sentencia para las causas 
correccionales . 

ARTICULO 27. — Los Juzgados Federales 
con competencia criminal y correccional que 
tienen su asiento en las provincias, conocerán 
en los supuestos establecidos en los artículos 29 
y 33 del Códfgo Procesal Penal. 

ARTICULO 28. — El Juzgado Nacional de 
Rogatorias, conocerá en todos los supuestos 
establecidos por la Ley N a 22.777 y los que le 
asignen las leyes especiales. 

Contarán con una Secretaría. 

ARTICULO 29. — El Juzgado Nacional de 
Ejecución Penal conocerá en los supuestos esta- 
blecidos en el articulo 30 del Código Procesal 
Penal. 

Será asistido por un Secretario y un equipo 
interdisciplinario integrado por especialistas en 
medicina, psiquiatría, psicología, sociología, 
asistencia social y, en su caso, antropología, 
quienes deberán reunir las condiciones que 
determine el Reglamento Judicial. 

El Tribunal de Ejecución organizará, en los 
establecimientos penitenciarios que por su en- 
tidad así lo justifique, una Oficina a cargo de un 
funcionario que representará al Tribunal en 
todo lo concerniente a las potestades que le 
asigna la ley procesal relativas a la ejecución de 
la pena. Dicho funcionario será designado por la 
Cámara Nacional de Casación Penal. 

Del mismo modo, organizará también una 
Oficina para el control sobre la suspensión del 
proceso a prueba en los lugares que juzgue 
conveniente. 

Ante el Tribunal de Ejecución actuarán un 
representante del Ministerio Público Fiscal 
designado a ese efecto por el Procurador General 
de la Nación y un Defensor Oficial asignado por 
la Cámara Nacional de Casación Penal conforme 
lo que establezca el Reglamento correspondien- 
te. 

SECRETARIOS 

ARTICULO 30. — Los Secretarios serán de- 
signados por la Cámara Nacional de Casación 
Penal a propuesta del titular del Tribunal en el 
cual existiera la vacante. 

Tendrán a su cargo las funciones que determi- 
ne la ley y las normas reglamentarias correspon- 
dientes. 

PROSECRETARIOS 

ARTICULO 31. — Cada una de las Secreta- 
rías de los Tribunales organizados por la presen- 
te ley, contará con un Prosecretario, cuyas 
funciones serán también determinadas por la 
ley y/o por las normas reglamentarías corres- 
pondientes. 

MESA DE ENTRADAS. JEFATURA 

ARTICULO 32. — En cada órgano judicial se 
asignará a un funcionario la Jefatura de Mesa de 
Entradas, cuyas atribuciones y obligaciones , así 
como los requisitos exigidos para su designa- 
ción, serán establecidos en el Reglamento co- 
rrespondiente. 

POLICÍA JUDICIAL. COMPOSICIÓN. 
FUNCIONES 

ARTICULO 33. — La Policía Judicial estará a 
cargo de un Directore integrada por los Asisten- 
tes Jurídicos de la Prevención y los Oficiales y 
Auxiliares de la Investigación. 

ARTICULO 34. — Los integrantes de la Policía 
Judicial serán designados y removidos por la 
Cámara Nacional de Casación Penal, con arreglo 
a lo establecido en los reglamentos correspon- 
dientes. 

ARTICULO 35, — Los integrantes de la Policía 
Judicial deberán reunir las condiciones para ser 
Secretario o Prosecretario de los Tribunales 
Nacionales (artículo 12 del Decreto-Ley N° 
1285/58). 

El Director, además, deberá tener DOS (2) 
años de ejercicio en la profesión o como agente 
del PODER JUDICIAL DE LA NACIÓN. 

ARTICULO 36. — Además de las funciones 
que se establezcan reglamentariamente, com- 
pete al Director de la Policía Judicial coordinar 



la labor de los integrantes del cuerpo bajo su 
dirección y las relaciones entre ellos y los magis- 
trados y representantes del Ministerio Público 
Fiscal. Organizará, además, la cooperación téc- 
nica necesaria para el correcta ejercicio de las 
funciones del órgano judicial competente. 

ARTICULO 37. -- Los Asistentes Jurídicos de 
la Prevención se desempeñarán en las depen- 
dencias de la Policía Federal y los demás orga- 
nismos donde se labren sumarios de prevención 
o en aquellas que disponga la Cámara Nacional 
de Casación Penal, la que podrá disponer los 
cambios y rotación de personal que estime 
convenientes. 



ARTICULO 38. — Sin perjuicio de lo que 
disponga el Reglamento respectivo, los Asisten- 
tes Jurídicos de la Prevención tendrán las si- 
guientes funciones: 

a) Informar ai Juez de Instrucción y al repre- 
sentante del Ministerio Público Fiscal de todos 
los hechos delictivos cometidos en el ámbito de 
su actuación; 

h) Practicar los actos de investigación que les 
ordene el Juez de Instrucción o sus Secretarios 
y, en su caso, el representante del Ministerio 
Público Fiscal, de conformidad con las normas 
de] Código Procesal Penal. En caso de urgencia, 
podrán adoptar las medidas cautelares impres- 
cindibles con arreglo a lo establecido en dicho 
cuerpo de leyes. 

c) Controlar la debida observancia de las 
normas relativas a los derechos y garantías de 
testigos, víctimas c imputados y de toda otra 
persona involucrada en la investigación, infor- 
mando de inmediato al órgano judicial compe- 
tente en caso de que aquéllos fueren vulnerados; 

d) Brindar, con arreglo a la ley, atención e 
información a los letrados que concurran al 
lugar donde desempeñan sus funciones. 



ARTICULO 39. — Los Oficiales y Auxiliares 
de la Investigación, cumplirán las funciones que 
el Código Procesal Penal acuerda a los Oficiales 
y Auxiliares de la Policía Judicial (Libro Segun- 
do, Título I, Capítulo ¡I), bajo la directa c inme- 
diata dependencia de los Asistentes Jurídicos de 
la Prevención y con arreglo al Reglamento que 
dictará la Cámara Nacional de Casación Penal. 



OFICINA DE ASESORAMIENTO Y 
ASISTENCIA A VICTIMAS Y TESTIGOS 

ARTICULO 40. — Las funciones establecidas 
en el Libro I, Titulo fV, Capitulo III, del Código 
Procesal Penal, serán cumplidas por una Ofici- 
na de Asesoramiento y Asistencia a cargo de un 
Director, especialista en victimología o discipli- 
na afín, quien será asistido por un equipo ínter- 
disciplinario, integrado por asistentes sociales, 
psicólogos y abogados, en el número que espe- 
cifique el reglamento correspondiente. 

Esta Oficina dependerá directamente de la 
Cámara Nacional de Casación Penal, la que 
designará a sus integrantes. 



ADMINISTRADOR JUDICIAL 

ARTICULO 41. — El mismo Tribunal, a pro- 
puesta de su Presidente, nombrará un Adminis- 
trador Judicial, quien deberá reunir los mismos 
requisitos que para ser designado Secretario 
Judicial y todo otro que establezca ei respectivo 
reglamento. 

Dicho funcionario deberá cumplir las tareas 
que específicamente le requiera dicho reglamen- 
to. Ademas, deberá disponer los recursos huma- 
nos y materiales existentes conforme a lo que le 
solicitaran los órganos judiciales y realizará, 
periódicamente, análisis de control de la gestión 
judicial, informando de sus conclusiones a la 
Cámara Nacional de Casación Penal. 



SUPERINTENDENCIA DE SERVICIO 
SOCIAL TUTEIJ\R 
ASISTENTES TUTELARES 

ARTICULO 42. — La libertad vigilada de los 
menores dispuestos definitivamente, estará 
controlada por asistentes tutelares, de confor- 
midad a las instrucciones judiciales y en labor 
coordinada con sus padres, tutores, curadores, 
guardadores, educadores y empleadores, según 
lo establecido por las leyes especiales en la 
materia. 

Tales asistentes serán designados por la 
CÁMARA NACIONAL DE CASACIÓN PENAL, 



que establecerá por vía reglamentaria las condi- 
ciones que deberán reunir para su nombra- 
miento. 



ARTICULO 43. — La labor de dichos asisten- 
tes sociales estará coordinada y dirigida por un 
Superintendente con jerarquía equivalente a 
Secretario Judicial, quien también será desig- 
nado por la CÁMARA NACIONAL DE CASACIÓN 
PENAL, debiendo reunir para ello los requisitos 
exigidos por el respectivo reglamento. 



ARTICULO 44. — La CÁMARA NACIONAL DE 
CASACIÓN PENAL podrá incorporar otros asis- 
tentes con el fin de asesorar y asistir a todos los 
órganos judiciales en tas cuestiones que así lo 
requieran. 

También podrá dicho Tribunal autorizar que 
tales iareas sean realizadas por los asistentes 
tutelares, siempre que con ello no se afecte el 
cumplimiento de sus funciones especificas. 



PERITOS DE OFICIO 

ARTICULO 45. — LaCAMARA NACIONAL DE 
CASACIÓN PENAL y los demás órganos judicia- 
les competentes podrán designar peritos de 
oficio en materias no comprendidas por el cuer- 
po de peritos oficiales según lo establecido en el 
articulo 52 del Decreto Ley N° 1285/58. 



ARCHIVO GENERAL Y ARCHIVOS DE 
DISTRITO 

ARTICULO 46. — En el ámbito de la CÁMARA 
NACIONAL DE CASACIÓN PENAL funcionará 
un Archivo General a cargo de un funcionario, 
designado por ese Tribunal, quien deberá reunir 
las mismas condiciones que para ser Secretario 
de los Tribunales Nacionales. 



ARTICULO 47. — Asimismo, en cada distrito 
del PODER JUDICIAL DE LA NACIÓN, existirá 
un Archivo para los procesos correspondientes 
a esa jurisdicción, pudiendo el Presidente del 
Tribuna] Oral de cada uno de esos distritos 
asignar la Jefatura de dicho archivo a un funcio- 
nario que reúna las condiciones exigidas en el 
artículo anterior. 



ARTICULO 48. — Además de las obligaciones 
que le impongan los reglamentos, los Jefes de los 
Archivos deberán vigilar y controlar la inaltera- 
bilidad de los expedientes bajo su custodia y 
autenticar los testimonios, Informes o certifica- 
dos que les sean solicitados. Deberán asimismo, 
organizar un índice y fichero general. 



DIRECCIÓN DE INFORMÁTICA JURÍDICA 

ARTICULO 49. — La Cámara Nacional de 
Casación Penal contará además con una Direc- 
ción de Informática Jurídica, que estará a cargo 
de un funcionario que deberá reunir las condi- 
ciones para ser Secretario de los Tribunales 
Nacionales y ser especializado en informática. 



ARTICULO 50. — Son deberes y funciones del 
Director de Informática todos aquellos que de- 
terminen las leyes y reglamentos y, en especial, 
los siguientes: 

a) ordenar la jurisprudencia de esa Cámara 
de Casación Penal y demás tribunales inferiores 
que dependan de ella; 

b) mantener actualizados los archivos de 
información jurisprudencial y bibliográfica; 

c) organizar la transferencia de información a 
un sistema electrónico de datos; 

d) dirigir la biblioteca de la Cámara y la 
publicación de un boletín; 

e) asistir a los magistrados y funcionarios, en 
todo lo atinente a la gestión judicial informatiza- 
da. 



MODIFICACIONES 

ARTICULO 51. — Sustltúycnse los artículos 
5°, 11, 19, 31. 32 y 49 del Decreto-Ley N° 1285/ 
58 ratificado por Ley N s 14.467 y sus modifica- 
torias por los siguientes: 

"Artículo 5 9 , — Para ser Juez de la Cámara 
Nacional de Casación Penal, de las Cámaras 
Nacionales de Apelaciones y de los Tribunales 
Orales se requiere, ser ciudadano argentino, 



abogado con título que tenga validez nacional, 
con seis (6) años de ejercicio de la profesión o 
función judicial que requiera el título indicado y 
treinta (30) años de edad". 



"Articulo II. — Los Jueces de primera instan- 
cia concurrirán a su despacho todos los días 
hábiles, durante las horas que funcione el Tri- 
bunal. 

Los Jueces de la Corte Suprema, de la Cámara 
Nacional de Casación Penal, de las Cámaras 
Nacionales de Apelaciones y de los Tribunales 
Orales, lo harán los días y horas que el respec- 
tivo tribunal fije para los acuerdos y audien- 
cias". 

"Artículo 19. — Las sanciones disciplinarias 
aplicadas por la Corte Suprema de Justicia, por 
la Cámara Nacional de Casación Penal, por las 
Cámaras Nacionales de Apelaciones y por los 
Tribunales Orales, sólo serán susceptibles de 
recurso de reconsideración. 

Las sanciones aplicadas por los demás jueces 
nacionales serán apelables por ante las Cáma- 
ras de Apelaciones respectivas. Los recursos 
deberán deducirse en el término de tres (3) días". 

"Artículo 31. — La Cámara Nacional de Casa- 
ción Penal, los Tribunales Orales y las Cámaras 
Nacionales de Apelaciones en lo Criminal y 
Correccional Federal, en lo Criminal y Correc- 
cional y en ío Penal Económico, se integrarán 
por sorteo entre los demás miembros de aqué- 
llas; luego, de] mismo modo, con los Jueces de 
la otra Cámara en el orden precedentemente 
establecido y, por último, también por sorteo, 
con los Jueces de Primera Instancia que depen- 
dan de la Cámara que debe integrarse. 

El sistema de integración antes establecido se 
aplicará, asimismo, para las Cámaras Naciona- 
les de Apelaciones en lo Civil y Comercial Fede- 
ral y en lo Contencioso Administrativo Federal 
de la Capital Federal. 

También regirá ese sistema para las Cámaras 
Nacionales de Apelaciones en lo Civil, en lo 
Comercial, del Trabajo y de la Seguridad Social 
de la Capital Federal. 

Las Cámaras Federales de Apelaciones con 
asiento en las provincias, se integrarán de la 
siguiente manera: 

a) con el Fiscal de Cámara; 

b) con el juez o jueces de la Sección donde 
funciona el Tribunal; 

c) con los conjueces de una lista de abogados 
que reúnan las condiciones para ser miembros 
de la misma Cámara y que cada una de éstas 
formará por insaculación en el mes de diciembre 
de cada año. 

En caso de recusación, excusación, Ucencia, 
vacancia u otro impedimento de los Jueces de la 
Cámara Nacional Electoral, ésta se integrará 
por sorteo entre los miembros de la CÁMARA 
NACIONAL DE APEIWCIONES EN LO CRIMI- 
NAL Y CORRECCIONAL FEDERAL de la CAPI- 
TAL FEDERAL. No serán aplicables las disposi- 
ciones del decreto N° 5046 del 14 de marzo de 
1951 y sus modificaciones, a los Magistrados 
que, por las causales indicadas, integren la 
CÁMARA NACIONAL ELECTORAL", 

"Articulo 32. — Los Tribunales Nacionales de 
la CAPITAL FEDERAL estarán integrados por: 

1) CÁMARA NACIONAL DE CASACIÓN PE- 
NAL: 

2) CÁMARAS NACIONALES DE APELACIO- 
NES de la CAPITAL FEDERAL: 

a) en lo Civil y Comercial Federal; 

b) en lo Contencioso Administrativo Federal; 

c) en lo Criminal y Correccional Federal; 

d) en lo Civil; 

e) en lo Comercial; 
del Trabajo; 

g) en lo Criminal y Correccional; 

h) de la Seguridad Social; 

i) Electoral: 

j) en lo Penal Económico. 

3) Tribunales Orales: 

a) en lo Criminal; 

b) en lo Penal Económico: 

c) de Menores; 

d) en lo Criminal Federal. 

4) Jueces Nacionales de Primera Instancia: 

a) en lo Civil y Comercial Federal; 

b) en lo Contencioso Administrativo Federal; 

c) en lo Criminal y Correccional Federal; 
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d) en lo Civil; 

e) en lo Comercial; 

f) en lo Criminal de Instrucción; 

g) en lo Correccional; 
h) de Menores; 

i) en lo Penal Económico; 

j) del Trabajo; 

k) de Ejecución Penal; 

1) en lo Penal de Rogatorias". 

"Articulo 49. — Los Tribunales Necicaiales con 
asiento en las Provincias estaráa integrados 
por: 

a) las Cámaras Federales de Apelaciones; 

b) los Tribunales Orales en lo Crimmal Fede- 
ral; 

c) los Juzgados Federales de Pri nera Instan- 
cia". 

DEROGACIONES 

ARTICULO 52. — Deróganse lo=ai~iculos 27, 
28, 30. 37, 41 y 43 del Decreto-Le^ N" 1285/58 
rarificada por Ley N" 14.467ysus aocíflcatorías 
y toda otra norma que se oponga z. la presente 
ley. 



DESIGNACIÓN DE PERSONAL > r NORMAS 
COMPLEMENTARIAS 

ARTICULO 53. .— La CORTE Í'JFREMA DE 
JUSTICIA DE LA NACIÓN y los *tros órganos 
judiciales competentes dictarán Íes normas 
complementarías tendientes a le organización, 
integracióny funcionamiento de les tribunales y 
organismos comprendidos en la y -esente ley. 

ARTICULO 54. — ComuníqL«s« al Poder 
Ejecutivo Nacional. — ALBERTO R PIERRI. — 
LUIS A. J. BRASESCO. — Esth=r H. Pereyra 
Arandía de Pérez Pardo. — Marí^ D_ Fassí. 

DADA EN LA SALA DE SESIONES DEL 
CONGRESO ARGENTINO, EN B'LZNOS AIRES, 
A LOS SEIS DÍAS DEL MES DE. CICIEMBRE 
DEL AÑO MIL NOVECIENTOS NOVENTA Y 
UNO. 

Decreto 2768/91 

Bs. As., 30/12/91 

VISTO el proyecto de Ley N a 24.0 SD, sancionado 
por el HONORABLE CONCISO DE LA 
NACIÓN el 6 de diciembre * L991, comu- 
nicado al PODER EJECUTTTO ÜACIONAL a 
los efectos del artículo 69 de a Constitución 
Nacional, y 

CONSIDERANDO: 

Que el citado proyecto denominado "LEY 
DE COMPETENCIA PENA* DEL PODER 
JUDICIAL DE LA NACIÓN - estructura los 
Tribunales Nacionales y -eceraies, con 
competencia en materia pe íal conforme al 
nuevo CÓDIGO PROCESAL PENAL DE LA 
NACIÓN sancionado por la le? N B 23.984, 

Que el análisis de díverses artículos del 
citado proyecto revela la ezestencía de nor- 
mas que pueden contrade ¡ir cisposiciones 
de la Constitución Naciond. 

Que en este orden de idea= le previsto por 
el articulo 9 o del proyecto 5e Ley N 9 24.050 
así como otros artículos jue son conse- 
cuencia directa del citado- pugnan con el 
artículo 99 de la Constitución Nacional que 
expresamente dispone que la CORTE SU- 
PREMA DE JUSTICIA DE A NACIÓN dic- 
tará su reglamento interior y económico y 
nombrará todos sus emp ea4os subalter- 
nos. 

Que asimismo es necesar - * 5 conveniente 
unificar el conjunto de nonas que regulan 
el funcionamiento interno Je bs Tribunales 
que integran el PODER JUCICÍAL DE LA 
NACIÓN en concordancia ion el contenido 



del Decre*fó-Ley N° 1285/58 ratificado por 
la Ley N a 14.467 y sus modificatorias y el 
Reglamento para la Justicia Nacional dicta- 
do por la CORTE SUPREMA DE JUSTICIA 
DE LA NACIÓN. 

Que el PODER EJECUTIVO puede promul- 
gar parcialmente una ley cuando las nor- 
mas o disposiciones no promulgadas sean 
susceptibles de separarse sin detrimento de 
la unidad del conjunto (conforme doctrina 
de la CORTE SUPREMA DE JUSTICIA DE 
LA NACIÓN, fallo C. S. J.: 268-352). 

Que en el caso, las observaciones que se 
formulan a los artículos 8 o , 9 e , 29, 30, 34, 
39, 40, 41, 42, 43, 44 y 46 del proyecto 
remitido, en nada afectarán el sistema ge- 
neral ni la unidad del texto legal sancio- 
nado. 

Que la medida se adopta en ejercicio de las 
atribuciones conferidas por el artículo 72 de 
la Constitución Nacional. 



Por ello, 

EL PRESIDENTE 

DE LA NACIÓN ARGENTINA 

DECRETA: 

Artículo 1* — Obsérvanse en su totalidad los 
artículos 9 o y 44 del proyecto de Ley sancionado 
bajo el N° 24.050. 

Art. 2* — Obsérvanse en la forma a continua- 
ción indicada los siguientes artículos del pro- 
yecto de Ley sancionado bajo el N° 24.050: 

a) 8*: la expresión "las que podrán ser reelegi- 
das solamente por un nuevo período y hasta 
tanto na se hubiera agotado la totalidad de los 
miembros del Tribunal", 

b) 29, tercer párrafo: la expresión "Dicho 
funcionario será designado por la Cámara Na- 
cional de Casación Penal", Quinto párrafo: la 
expresión "asignado por la Cámara Nacional de 
Casación Penal*. 

c) 30: la expresión "por la Cámara Nacional de 
Casación Penal". 

d) 34: la expresión "por la Cámara Nacional de 
Casación Penal". 

e) 39: la expresión "y con arreglo al reglamento 
que dictará la Cámara Nacional de Casación 
Penal". 

f) 40, segundo párrafo: el apartado "esta 
Oficina dependerá directamente de la Cámara 
Nacional de Casación Penal, la que designará 
sus integrantes". 

gí 41: la expresión "a propuesta de su Presi- 
dente". 

h) 42, el segundo párrafo: "tales asistentes 
serán designados por la CÁMARA NACIONAL 
DE CASACIÓN PENAL, que establecerá por vía 
reglamentaria las condiciones que deberán 
reunir para su nombramiento". 

i) 43: la expresión "quien también será desig- 
nado por la CÁMARA NACIONAL DE CASACIÓN 

PENAL". 

j) 46: la expresión "designado por ese Tribu- 
nal". 

Art. 3 o — Con la salvedad de lo establecido en 

los artículos ]' y 2 e del presente decreto, 
promúlgase y téngase por Ley de la Nación el 
proyecto de Ley sancionado bajo eí N B 24.050. 

Art. 4 o — Cúmplase, comuniqúese al HONO- 
RABLE CONGRESO DE LA NACIÓN, publique- 
se, dése a la Dirección Nacional del Registro 
Oficial y archívese. — MENEM. — León C, 
Arslanian. 




CONSIDERANDO 

Que el capitulo VI del mencionado decrete instituye la Contribución Unificada de la 
Seguridad Social (CUSS), la que estará integrada por aportes y contribuciones destinados 
a los regímenes nacionales de jubilaciones y pensiones, y de asignaciones y subsidios 
familiares, Administración Nacional del Seguro de Salud, Instituto Nacional de Servicios 
Sociales para Jubilados y Pensionados, Instituto Nacional de Obras Sociales y Fondo 
Nacional de Empleo. 

Que en la actualidad, son diversos los regímenes legales que establecen fechas y 
modalidades de pago de los referidos aportes y contribuciones, por lo que sus vencimientos 
se operan en días diferentes en cada caso. 

Que la creación de la mencionada Contribución Unificada de la Seguridad Social, 
determina necesariamente que todos los rufcros que la integran deben tener, además, su 
fecha de vencimiento también unificada en un día determinado. 

Que elementales razones de necesidad y urgencia, motivadas por la inminencia del fun-* 
cionamiento del sistema creado por el artículo 86 del Decreto N 9 2284/91 y la perentorie- 
dad del plazo del artículo 103 de dicha norma, tornan imprescindible fijar una fecha de 
vencimiento única para las obligaciones ct^os montos deban ser ingresados al mismo. 

Que a los efectos de permitir al Sistema Único de la Seguridad Social dar un rápido y* 
adecuado destino a las sumas que son ingresadas a la Contribución Unificada, y previa: 
reíevamiento que se efectuó de las diferentes fechas de vencimiento de las obligaciones que 
taxativamente señala el artículo 87 del Decreto N 9 2284/9 1 , se posterga el vencimiento de 
las que representan un 3 1% de la masa salarial y se adelanta el de aquellas significativas 
de un 1 8% de la misma, unificándose la fecha última de pago en los días 9 de cada mes, 
o el hábil siguiente en caso de que fuere n« laborable o feriado. 

Que ello redundará en beneficio de los prestatarios del Sistema Nacional de Previsión ¡ 

Social. 

Que la medida que por el presente se dispone encuadra en las atribuciones que el artícujo^ 
86, inciso í de la Constitución Nacional confiere al PODER EJECUTIVO. 

Por ello, ; 

EL PRESIDENTE 

DE LA NACIÓN ARGENTINA 

DECRETA: ^ 

Articulo 1* — Fíjase como fecha de vencimien :c para el pago de los aportes y contribuciones^ 
a cargo de los trabajadores en relación de depend Grieta, y de los empleadores, que tengan comfrí 
destino la CONTRI3UCION UNIFICADA DE LA SECURIDAD SOCIAL, conforme con lo establecido? 
en el artículo 87 del Decreto N 9 2284/9 1 , la del día 9 del mes siguiente a aquel durante el cual tatetf-j 
obligaciones se hubieren devengado, o el día hábil siguiente en caso de que éste fuere no laborable] 
o feriado. 

Art. 2* — El régimen establecido en el presente decreto comprende las obligaciones que se ■ 
generen a partir del l s de enero de 1992. 

Art. 3 o — Este decreto comenzará a regir a parir de la fecha de su publicación en el Boletín 

Oficial. 

Art. 4- — Comuniqúese, publíquese, dése e la Dirección Nacional del Registro Oficial y 
archívese. — MENEM. — Rodolfo A. Díaz. 



CONTRIBUCIÓN UNIFICADA DE LA SEGURIDAD SOCIAL 
Decreto 2751/91 

Ftyase la fecha de venetmicata para el pago de loa aportes y contribuciones a car jo de loa 
trabajadores en relación de dependencia y de los empleadores conforme lo establecido en el 
artículo 87 del Decreto N* 3B84/91. 

Bs. As.. 26/12/91 

VISTO el Decreto N° 2284/9 ■ y, * 



ADMINISTRACIÓN 



PUBLICA 



NACIONAL 



Normas para la elaboración, 

redacción 7 diligenciamiento 

de los proyectos de actos y 

documentación administrativos 




SEPARATA N fl 237 

Decreto N 9 333/85 

$5 



MINISTERIO DE JUSTICIA 

DIRECCIÓN NACIONAL DEL REGISTRO OFICIAL 



■ :i 
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APORTES DEL TESORO 

Decreto 2706/91 

Modificación del Decreto N° 2080/91 

Bs. As., 20/12/91 

VISTO el Decreto N Q 2080 de fecha 4 de octubre 
de 1991, y 

CONSIDERANDO: 

Que por el mismo se autorizó un aporte del 
Tesoro Nacional para atender las necesida- 
des de los habitantes de la PROVINCIA DE 
SANTA CRUZ afectados por la ceniza volcá- 
nica esparcida por la erupción del volcán 
Hudson, de la vecina REPÚBLICA DE CHI- 
LE. 

Que es menester adecuar la asignación 
presupuestaria correspondiente al aporte 
determinado para la Jurisdicción 80 
MINISTERIO DE SALUD Y ACCIÓN SO- 
CIAL. 

Por ello, 

EL PRESIDENTE 

DE LA NACIÓN ARGENTINA 

DECRETA: 



Articulo I o — Sustituyese la planilla anexa al 
artículo 8 a del Decreto N B 2080 de fecha 4 de 
octubre de 1991 correspondiente a la Jurisdic- 
ción 83 (EX- SECRETARIA DE PROMO- 
CIÓN SOCIAL Y DEPORTES) por la que como 
anexo forma parte integrante del presente ar- 
tículo. 



Art. 2» — Dése cuenta al HONORABLE 
CONGRESO DE LA NACIÓN. 



Art. 3* — Comuniqúese, publíquese, dése a la 
Dirección Nacional del Registro Oficial y archi- 
--"vese. — MENEM. — Julio C. Aráoz. — Domingo 
F. Cavallo. 



NOTA: Este Decreto se Publica sin Anexo. 



CARNES 

Decreto 2707/91 

Establécese que la D.G.I. y el SENASA dic- 
tarán las normas necesarias para coordinar 
su acción en el control de los ingresos por 
retenciones, percepciones y/u otros pagos a 
cuenta del I.VA 

Bs. As., 20/12/91 

VISTO el Decreto N° 2284/91 de desregulación 
económica de fecha 31 de octubre de 1991, 

y 

CONSIDERANDO: 

Que el artículo 60 del mencionado regla- 
mento de necesidad y urgencia suprimió la 
contribución establecida en el inciso a) del 
artículo 16 de la Ley N° 2 1 .740 y sus modi- 
ficaciones. 

Que el artículo 36 — Anexo I — del mismo 
ordenamiento determinó la disolución de la 
JUNTA NACIONAL DE CARNES. 

Que las funciones de policía y certificacio- 
nes de calidad que tenía a su cargo el citado 
Organismo fueron transferidas al SERVI- 
CIO NACIONAL DE SANIDAD ANIMAL 
[SENASA) de la SECRETARIA DE AGRI- 
CULTURA, GANADERÍA Y PESCA, según lo 
dispuesto por el articulo 37 del mentado 
decreto, sustituido por el artículo 3 o del 
Decreto N» 2488/91. 

Que v por otra parte, mediante las Resolu- 
ciones Conjuntas Nros. 1/90 y 1/90 de 
fecha 30 de enero de 1990 (B.O. 1-2-90J, la 
JUNTA NACIONAL DE CARNES y la DIREC- 
CIÓN GENERAL IMPOSITIVA habían acor- 
dado un procedimiento en común para el 
Ingreso conjunto e indivisible de la contri- 
bución referida y de las retenciones, per- 
cepciones y otros pagos a cuenta del Im- 



puesto al Valor Agregado a cargo de los 
establecimientos faenadores inscriptos 
ante aquellos Organismos. 

Que dicho procedimiento ha demostrado 
eficacia como mecanismo de control de los 
ingresos aludidos y coadyuvado, a la vigen- 
cia efectiva de las reglas de la competencia 
entre los operadores. 

Que las disposiciones del Decreto 
N a 2284/91 hacen Imperioso instrumentar 
un sistema que reemplace al de la mencio- 
nada Resolución Conjunta, teniendo en 
cuenta la significación económica del sector 
pecuario y la necesaria compatibilización 
de la desregulaeión prevista por esa norma 
con el flujo regular de los recursos tributa- 
rios provenientes del aludido sector. 

Que en tal sentido debe preverse un proce- 
dimiento que asegure en forma urgente y de 
un modo simple y efectivo el cumplimiento 
de las obligaciones tributarias correspon- 
dientes a las operaciones de comercializa- 
ción e industrialización de ganados, carnes 
y subproductos, previniendo las inconduc- 
tas que lleven a la inobservancia del régi- 
men de recaudación en vigencia. 

Que la referida transferencia de funciones 
de la JUNTA NACIONAL DE CARNES al 
SERVICIO NACIONAL DE SANIDAD ANI- 
MAL (SENASA), hace imperioso producir las 
adecuaciones necesarias al sistema de 
control de ingresos del Impuesto al Valor 
Agregado que aseguraban las Resoluciones 
Conjuntas 1/90 y 1/90 antes menciona- 
das. 



Que, por ello, la DIRECCIÓN GENERAL 
IMPOSITIVA y el SERVICIO NACIONAL DE 
SANIDAD ANIMAL (SENASA) dictarán las 
normas conjuntas pertinentes para coordi- 
nar las funciones de policía atribuidas a 
éste con el debido control de Impuesto al 
Valor Agregado a cargo de aquélla, en tanto 
que la fuente del mismo radique en la 
actividad de industrialización y comerciali- 
zación que cumplen los establecimientos 
faenadores inscriptos. 

Que el SERVICIO NACIONAL DE SANIDAD 
ANIMAL (SENASA) debe quedar autorizado 
para disponer, en el marco de su competen- 
cia, las medidas que estime conducentes a 

dicho fin. 



Que, con ese objeto, el PODER EJECUTIVO 
debe ejercer el poder de policía que le com- 
pete y las facultades legislativas que le 
reconocen la doctrina constitucional y la 
jurisprudencia de la CORTE SUPREMA DE 
JUSTICIA DE LA NACIÓN para los casos 
que — como el presente — razones de nece- 
sidad y urgencia lo justifican. 

Que el presente se dicta en uso de las 
facultades antes mencionadas y las que 
surfen de los incisos 1) y 2) del artículo 86 
de CONSTITUCIÓN NACIONAL. 



Por ello, 

EL PRESIDENTE 

DE LA NACIÓN ARGENTINA 

DECRETA: 



Artículo 1* — La DIRECCIÓN GENERAL 
IMPOSITIVA y el SERVICIO NACIONAL DE 
SANIDAD ANIMAL (SENASA) dictarán las Reso- 
luciones Conjuntas necesarias para coordinar 
su acción en el control de los Ingresos por 
retenciones, percepciones y/u otros pagos a 
cuenta del Impuesto al Valor Agregado que 
deban realizar los titulares de establecimientos 
faenadores sujetos a dichas obligaciones de 
pago. 

Art. 2* — El SERVICIO NACIONAL DE SANI- 
DAD ANIMAL (SENASA) queda autorizado para 
disponer, en el marco de su competencia, las 
medidas necesarias a los fines indicados en el 
articulo anterior. 



Art. 3» — Dése cuenta al HONORABLE 
CONGRESO DE LA NACIÓN. 



Art. 4 B — Comuniqúese, publíquese, dése a la 
Dirección Nacional del Registro Oficial y archí- 
vese. — MENEM. — Domingo F. Cavallo. 



TELECOMUNICACIONES 

Decreto 2710/91 

Autorízase a la Comisión Nacional de Teleco- 
municaciones para que realice la reserva de 
capacidad satelital en el satélite INTELSAT 
VI (F4). 

Bs. As., 20/12/91 

VISTO la presentación efectuada por la empresa 
RADIODIFUSORA EL CARMEN S.A, me- 
diante la cual solicita la reserva de capaci- 
dad satelital en el satélite 1NTELSATV1 (F4) 
ubicado a 332.5 grados de latitud Este, y 

CONSIDERANDO: 

Que la República Argentina ha suscripto el 
Acuerdo y el Acuerdo Operativo relativo ala 
ORGANIZACIÓN INTERNACIONAL DE 
TELECOMUNICACIONES POR SATÉLITE 
"INTELSAT, adquiriendo la COMISIÓN 
NACIONAL DE TELECOMUNICACIONES 
el carácter de Signatario de los mismos de 
acuerdo con el punto 9.7. del Anexo l del 
Decreto N e 62/90. 

Que la mencionada Organización Interna- 
cional prevé efectuar solicitudes de reser- 
vación garantizada a los efectos de proce- 
der a asignar segmentos espaciales en sus 
satélites. 

Que asimismo, otros signatarios se en- 
cuentran habilitados para efectuar reser- 
vas en similares condiciones establecién- 
dose un régimen para determinar aquel que 
obtendrá la asignación, circunstancia que 
obliga a adoptar las medidas conducentes 
para lograr el objetivo propuesto. 

Que la COMISIÓN NACIONAL DE TELECO- 
MUNICACIONES y la empresa RADIODI- 
FUSORA EL CARMEN S.A. han suscripto 
un contrato por la solicitud de reservación 
garantizada y arrendamiento de la capaci- 
dad satelital resultante. 

Que la mencionada Comisión Nacional tie- 
ne en cuenta a efectos de la adjudicación de 
la capacidad pretendida, entre otros facto- 
res técnicos, el orden cronológico de las 
solicitudes presentadas. 

Que por su parte la empresa RADIODIFU- 
SORA EL CARMEN S.A. ha otorgado una 
garantía por el total del valor del contrato 
en perfectas condiciones de admisibilidad. 

Que una vez aprobada la reservación el 
signatario asume la responsabilidad total 
por el pago de todos los cargos en concepto 
de alquiler durante el término completo del 
mismo o por la terminación anticipada. 

Que atento los montos resultantes de los 
contratos en cuestión, se requiere su apro- 
bación por parte del Poder Ejecutivo Nacio- 
nal. 

Que el suscripto es competente para el 
dictado del presente conforme lo establece 
el articulo 86, inciso 1) de la Constitución 
Nacional, el articulo 57 del Decreto Ley 
N B 23.354/56 (Ley de Contabilidad} y el ar- 
tículo l e del Decreto N° 1779/91. 

Po r ello, 

EL PRESIDENTE 

DE LA NACIÓN ARGENTINA 

DECRETA: 

Artículo 1» — Autorizase a la COMISIÓN 
NACIONAL DE TELECOMUNICACIONES para 
que en el carácter de Signatario del Acuerdo y el 
Acuerdo Operativo, realice ante la ORGANIZA- 
CIÓN INTERNACIONAL DE COMUNICACIO- 
NES POR SATÉLITE (INTELSAT) la solicitud de 
reservación garantizada, de hasta 36 (TREINTA 
Y SEIS) megahertz, de la capacidad satelital 
reservada con derecho preferente por otro Sig- 
natario en el satélite INTELSAT VI - F 4 (332.5 
Grados Este), o en otro satélite del sistema en el 
que sea factible formular tal reservación. 

Art. 2° — Apruébase la garantía de manteni- 
miento de solicitud de reservación garantizada 
y cumplimiento del subsecuente contrato de 
locación de capacidad satelital, constituida por 
la empresa RADIODIFUSORA EL CARMEN 
S.A., cuya copia autenticada como anexo forma 
parte integrante del presente decreto. 

Art. 3 o — Apruébase el contrato suscripto 
entre la COMISIÓN NACIONAL DE TELECO- 
MUNICACIONES y RADIODIFUSORA EL CAR- 
MEN S.A por la solicitud de reservación garan- 



tizada y subsecuente arrendamiento de la capa- 
cidad satelital resultante, a que hace referencia 
el artículo 1 B del presente decreto, por un monto 
de UN MIL OCHOCIENTOS OCHENTA Y NUE- 
VE DOLARES ESTADOUNIDENSES (U$S 
1.889) por mes y por megahertz; por un plazo de 
hasta CINCO (5) años y una capacidad de hasta 
TREINTA Y SEIS (36) megahertz, cuya copia 
autenticada como anexo forma parte Integrante 
del presente decreto. 

Art. 4* — Comuniqúese, publíquese, deséala 
Dirección Nacional del Registro Oficial y archí- 
vese. — MENEM. — Domingo F. Cavallo. 



NOTA: Este Decreto se Pública sin Anexos. 



MINISTERIO DE CULTURA Y 
EDUCACIÓN 

Decreto 2732/91 

Exceptuase de restricciones impuestas por el 
Decreto N° 435/90 al Director de la Bibliote- 
ca Nacional, 

Bs. As., 26/12/91 

VISTO los Decretos Nros. 435/90 y su modifica- 
torio N° 612/90 y 1757/90, y 

CONSIDERANDO: 

Que el articulo 24 del Decreto N° 435/90 
dispuso el retiro anticipado de numerosos 
agentes de la Administración Publica den- 
tro del marco de reducción del gasto público " 
con el propósito de proseguir con el proceso 
de reforma del Estado. 

Que no obstante ello, la misma normativa 
previo ciertas excepciones cuando los bene- 
ficiarios resultaran imprescindibles para la 
prestación de servicios esenciales para la 
comunidad o el Estado, 

Que posteriormente el Decreto N° 1757/90 
dispuso la caducidad al 3 1 de diciembre de 
1990 de las excepciones otorgadas dentro 
del mencionado marco legal. 

Que el señor José María CASTIÑEIRA DE 
DIOS, desempeñó el cargo de Director en la 
BIBLIOrECA NACIONAL hasta la sanción 
del Decreto N 9 4 18 del 18de marzo de 1991, 
por el cual se lo designó Subsecretario de 
Cultura del entonces MINISTERIO DE 
EDUCACIÓN Y JUSTICIA, sin que se dicta- 
ra el acto de excepción correspondiente por 
el periodo en el que se desempeñó al frente 
de la citada Biblioteca, por lo que resulta 
necesario regularizar dicha situación. 

Que el COMITÉ EJECUTIVO DE CONTRA- 
LOR DE LA REFORMA ADMINISTRATIVA 
ha tenido intervención previa con opinión 
favorable a la excepción. 

Por ello, 

EL PRESIDENTE 

DE LA NACIÓN ARGENTINA 

DECRETA: 

Artículo l g — Exceptúase de los alcances del 
articulo 24 del Decreto N° 435 del 4 de marzo de 
1990 modificado por su similar N e 6 12 del 2 de 
abril de 1990, a partir de la vigencia del citado 
articulo y mientras permaneció en funciones 
como Director de la BIBLIOTECA NACIONAL al 
señor José María CASTIÑEIRA DE DIOS (DNI. 
IS¡° 0.446.924). 

Art. 2* — Comuniqúese, publíquese, dése a la 
Dirección Nacional del Registro Oficial y archí- 
vese. — MENEM. — Antonio F. Salonia. — Guido 
Di Telia. — Rodolfo Díaz. — Antonio E. Gonzá- 
lez. — Julio C. Aráoz. — León C. Arslanian. — 
José L. Manzano. 



MINISTERIO DE CULTURA Y 
EDUCACIÓN 

Decreto 2733/91 

Exceptúase de restricciones impuestas por el 
Decreto N* 435/90 al Director del Museo 
Mitre. 

Bs. As., 26/12/91 

VISTO los Decretos Nros. 435/90 y su modifica- 
torio N a 612/90 y 1757/90, y 
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CONSIDERANDO: 

Que el artículo 24 del Decreto N* 40 i/90 

dispuso el retiro anticipado de numcrvs-js 

agentes de la Administración Pública de i- 

; tro del marco de reducción del gasto p _ 3í]i?o 

' con el propósito de proseguir con el pi»-;e so 

I de reforma del Estado. 

Que no obstante ello, la misma norrrati/a 
', previo ciertas excepciones cuando losSerze- 
; fletarlos resultaran imprescindibles p=-ra la 

■ prestación de servicios esenciales peía la 
. comunidad o el Estado. 

, Que el Doctor Jorge Carlos MITRE, D:ieclor 
del MUSEO MITRE, es considerado :ono 
un agente imprescindible para la prtsia- 
ctón de servicios en el citado organisa—o m 
virtud de tratarse de una personalid id de 
, singular relevancia en el ámbito Cultind. 

; Que posteriormente el Decreto N 9 1 7^7/90 

■ dispuso la caducidad al 3 1 de dicierrl re de 
1990 de las excepciones otorgadas ¿en ;ro 

■ del mencionado marco legal. 

Que corresponde, en consecuencia, ric ür 
i una medida de excepción de caráctc—geme- 

■ raly a partirde la vigencia del articulo ¿4 iel 
referido Decreto N" 435/90 y su mod zula- 
rlo N 9 612/90 para el citado funcionan 3 con 
el objeto de asegurar la prestación ie un 
servicio esencial para la cultura. 



Que el COMITÉ EJECUTIVO DE CCRTBA- 
LOR DE LA REFORMA ADMíNISm>_Tl/A 
ha tenido intervención previa con o linón 
favorable a la excepción. 

Por ello, 



EL PRESIDENTE 

Dp LA NACIÓN ARGENTINA 

DECRETA: 

Artículo l 9 — Exceptúase de los alcan-^s del 
artículo 24 del Decreto N fl 435 del 4 de rr_&rzo de 
1990 modificado por su similar N° 6 1 2 d d « de 
atril de 1990, a partir de la vigencia de! ciUdo 
artículo al señor Director del MUSEO UIT^E, 
Doctor Jorge Carlos MITRE {L.E. N" 0,27«-,2»8). 

i Alt. 2* — Comuniqúese, publíquese, c« se a la 
Dirección Nacional del Registro Oficial y irmí- 
visse. — MENEM. — Antonio F. Salonia. — <_osé 
U Manzano. — Cuido J. Di Telia. — Rocolfj A 
Díaz. — Antonio E. González. — León C_ ^rsla- 
flian. — Julio C. Aráoz, 



CINEMATOGRAFÍA 
pecreto 2736/91 

¿«tablécense los alcances del impues to de- 
terminado por el inciso a) del articule 24 de 
|l Ley N" 17.741. 

$s. As., 26/12/91 

VISTO la Ley N° 17.741 y modificatoi~as y el 
■ estado de emergencia en que se en* jraura 
i el cumplimiento de las funciones :p_e la 
misma impone, y 

CONSIDERANDO: 

Que es forzoso, en el camino de la ■.■forma 
del Estado emprendida, proveer si dila- 
ción a todos aquellos aspectos que 1 :icn al 
equilibrio de su estructura, en la que la 
dimensión económica debe estar a_-m*mio- 
samente compensada con elementa c _iltu- 
rales que, si bien contienen valore , espiri- 
tuales perennes, requieren de un;* instru- 
mentación industrial y comercial rrod-;rna, 
cual es la de la cinematografía y mxiíos 
audiovisuales, afectados hoy en la "rtenti- 
nadeuna profunda crisis que si no mcuen- 
tra urgente remedio amenaza con Lnacicr- 
ta y cercana muerte de tan valíos i activi- 
dad. 

Que ante la trascendencia socia. cfc los 
medios de comunicación audiovisn_d„ con- 
cebidos como auténticos vehículos de con- 
tenido cultural, se intentó remedia: la pro- 
funda perturbación producida et~ sj es- 
tructura normativa por la irrupció ~ dfe ele- 
mentos nuevos como la televisión y~cl »ideo- 
grama, gestionando la tramítaciSi «lesde 
1986 de un proyecto de ley sobre ls m iteria 
en la Comisión de Comunicado :rrs de la 
Cámara de Diputados, sin que -asta el 
presente se hubiera obtenido un pronun- 
ciamiento del Honorable Congre ^o de la 
Nación. 



Que la Ley N a 17.741 en el inciso a] de su 
artículo 24, instituye el FONDO DE FO- 
MENTO CINEMATOGRÁFICO, fuente ge- 
nufna de recursos económicos destinados 
al fomento del cine nacional. Establece 
como piedra basal del mismo, "un impuesto 
equivalente al DIEZ PORCIENTO (10 %) del 
precio básico de toda localidad o boleto 
entregado gratuita u onerosamente para 
presenciar espectáculos cinematográficos 
en todo el país, y cualquiera sea el ámbito 
donde se efectúe", debiendo "los empresa- 
ríos o entidades exhíbídoras adicionar este 
impuesto a! precio básico de cada locali- 
dad". 

Que la producción, exhibicióny difusión de 
la cinematografía argentina constituyen los 
objetos primordiales de aplicación del 
FONDO DE FOMENTO CINEMATOGRÁFI- 
CO, el que al ser alimentado fundamental- 
mente por el aporte de los espectadores no 
representa carga alguna para el erario 
público, circunstancia ésta que encuadra 
adecuadamente dentro del marco de mo- 
dernización y reforma de] Estado. 

Que en la medida que en los últimos años 
cerraron sus puertas un gran número de las 
salas cinematográficas del país y asimismo 
las existentes han visto disminuida la can- 
tidad de espectadores, ha quedado prácti- 
camente agotado el aporte ai FONDO DE 
FOMENTO CINEMATOGRÁFICO. 

Que es la PELÍCULA la protagonista y cen- 
tro de toda la actividad audiovisual, siendo 
ella conceptuada por el artículo 76 de la Ley 
N° 1 7. 741 , reformado por el artículo 8- de la 
ley N° 20, 170, que a todos los efectos de la 
Ley, la define jurídicamente como "todo 
registro de imágenes en movimiento con o 
sin sonido, destinado a su proyección, tele- 
visación o exhibición por cualquier otro 
medio". 

Que la imposición tributaria del inciso a) del 
art. 24, que graba la presencia de espec- 
táculos cine mato gráficos "cualquiera fuere 
el ámbito donde se efectúe", sumada al con- 
cepto que el art. 76 hace de los medios por 
los que se instrumente la exhibición de la 
película, los que pueden ser de cualquier 
naturaleza, fiexibilízan el objeto del im- 
puesto, el que no puede quedar encerrado 
únicamente en las salas cinematográficas 
sino que debe abarcar toda la actividad de 
la película, sea cual fuere el medio o soporte 
por el que llegue al espectador. 

Que en consecuencia, el resurgimiento del 
cine nacional requiere también que el gra- 
vamen del inciso a) del art. 24 de la ley 
N s 17.741 alcance además de los supuestos 
previstos en él, a todos los responsables de 
la exhibición de películas, por cualquier 
medio que lo realizaren. 

Que a fin de fiscalizar tales actividades, se 
hace necesario que los registros puntuali- 
zados en el artículo 61 de la Ixy N Q 17.74 1 , 
modificada por el articulo 8 de la Ixy N- 
20.170, abarquen también a editores, dis- 
tribuidores de video, como así también a los 
video clubes, a los canales de televisión 
abierta y por cable y a todo local o empresa 
que se dedique a la exhibición por el sistema 
de video, cualquiera sea su género. 

Que debiendo estar a su cargo la aplicación, 
percepción y fiscalización del impuesto, el 
INSTITUTO NACIONAL DE CINEMATO- 
GRAFÍA debe establecer la forma y plazo en 
que los responsables habrán de ingresarlo, 
como así también los instrumentos de con- 
trol adecuados para la fiscalización de toda 
comercialización del videograrna mediante 
la venta, locación o exhibición pública. 

Que el cumplimiento de los cometidos 
enunciados permitirá dar consistencia al 
FONDO DE FOMENTO CINEMATOGRÁFI- 
COS. 

Que las leyes Nros, 23.052 y 23.076 y 
sus reglamentaciones, responsabilizan al 
INSTITUTO NACIONAL DE CINEMATO- 
GRAFÍA por la calificación de toda película, 
a fin de "establecer su aptitud para ser 
vistas por menores ... y prevenir a los adul- 
tos por su contenido", debiendo ejercer tal 
responsabilidad sobre toda película cuya 
pública comercialización se realice a través 
de cualquier medio y sea cual fuere su 
destino. 

Que la crisis terminal del cine nacional 
amenaza con la desaparición inminente de 
un medio interno y de un representante 
externo de nuestra cultura nacíona], a cuyo 



florecimiento contribuyan los países desa- 
rrollados de! mundo, realidad angustiosa 
ésta que ya no puede esperar el tiempo que 
demandaría la sanción de una ley por el 
Honorable Congreso de la Nación que le 
pusiera remedio. 

Que lo expuesto califica como urgente la 
situación descrípta, requiriendo inexcusa- 
blemente la adopción en forma inmediata 
de las soluciones de hndo tendientes a 
impedir los graves perjuicios que acarrea- 
rían una mayor demora en su implerncnta- 
ción. 

Que el Poder Ejecutivo Nacional, además de 
las facultades que le confiere el artículo 86 
de la Constitución Nacional, puede ejercer 
atribuciones legislativas cuando la necesi- 
dad se hace presente y la urgencia lo justi- 
fica, contando para ello con el respaldo de la 
mejor doctrina constitucional y de la juris- 
prudencia de la Corte Suprema de Justicia 
de la Nación. Así, Joaquín V. González ha 
sostenido en su Manual de la Constitución 
Argentina que "puede el Poder Ejecutivo, al 
dictar reglamentos o resoluciones genera- 
les, invadir la esfera legislativa o, en casos 
excepcionales o urgentes, creer necesario 
anticipar la sanción de una ley" (conforme 
en el mismo sentido Rafael Bíeisa, Derecho 
Administrativo, 1954, Tomo I, página 309). 
También la Corte Suprema de Justicia de la 
Nación le ha dado acogida a esta postura 
doctrinaria (fallo 1 1: 4Ó5; 23: 257). 

Por ello, 

EL PRESIDENTE 

DE LA NACIÓN ARGENTINA 

DECRETA: 

Articulo 1* — El Impuesto establecido por el 
inciso aj del artículo 24 de la Ley N° 1 7.74 1, se 

aplicará además: 

a) A la venta o locación de todo videograrna 
grabado, destinado a su exhibición pública o 
privada, cualquiera fuere su género. Los edito- 
res, distribuidores y vídeo clubes que efectúen 
tales operaciones, adicionarán en concepto de 
dicho tributo un DIEZ POR CIENTO (10 %) al 
precio básico de cada venta o locación; 

b) A la exhibición de películas cualquiera 
fuere su género por los canales de televisión 
abierta o por cable, y en los video-bares y/o en 
todo otro local en los que se utilice el sistema de 
video cásete o cualquier otro medio. Las perso- 
nas físicas o jurídicas que realicen exhibiciones 
de películas por los medios citados en este inciso 
serán los responsables del pago del gravamen 
con arreglo a las disposiciones que dicte el 
INSTITUTO NACIONAL DE CINEMATOGRAFÍA 
referidas a la base de imposición y cuanto otro 
aspecto estime convenícn le dicho organismo. E) 
INSTITUTO NACIONAL DE CINEMATOGRAFÍA 
establecerá las formas e instrumentos que ade- 
cúen la percepción del impuesto a esas activida- 
des y medios, como así también habrá de contro- 
lar que las películas proyectadas estén munidas 
de los derechos para su exhibición pública y 
cuenten, por lo menos en su versión original- 
mente presentada, con los correspondientes 
certificados de caiíficaciÓTi y de exhibición. 

Art. 2" — El INSTITUTO NACIONAL DE CINE- 
MATOGRAFÍA ejercerá et control y fiscalización 
del cumplimiento de las obligaciones referidas 
en el artículo anterior. 

Ixis instrumentos necesarios para dicho con- 
trol, serán de utilización obligatoria, de acuerdo 
con lo normado en el anicuío 21 de la Ley N § 
17.741, quedando a cargo de los responsables 
ios costos de su implemcntacíón y manteni- 
miento. 

Art. 3" — Todo videograrna grabado, cual- 
quiera fuera su genero, destinado a su venta o 
locación, para su exhibición privada o pública, 
deberá ser calificado de acuerdo con las normas 
establecidas por las Leyes Nros. 23.052 y 23.076 
y sus decretos reglamentarios, salvo que tal 
requisito se hubiere cu ni piído en ¡a versión 
originalmente presentada y la misma no hu- 
biera sufrido cortes ni modificaciones para su 
adaptación al video. 

Art. 4- — Entre los Registros establecidos en 
el articulo 61 de la Ley Ñ g 17.741, modificada 
por la Ley N 9 20.170, deberán funcionar los de 
editores, distribuidores de videogramas graba- 
dos, video clubes, canales de televisión abierta y 
por cable, video-bares y de todo otro local y 
empresa dedicados a la venta, locación o exhibi- 
ción de películas por el sistema de videocasete o 
por cualquier otro medio, los que quedarán 
sujetos a las mismas obligaciones que impone el 
mencionado artículo. 



Art. 5 o — Los infractores a las disposiciones 
establecidas en el presente decreto quedarán 
sujetos a las sanciones dispuestas en las nor- 
mas vigentes que rigen el fomento, la regulación 

y la calificación cinematográfica. 

Art. 6* — Dése cuenta al HONORABLE 
CONGREGO DE LA NACIÓN de los aspectos 

pertinentes del presente Decreto. 

Art. 7* — Comuniqúese, publíquese, dése a la 
Dirección Nacional del Registro Oficial y archí- 
vese. — MENEM. — Rodolfo A. Díaz. 



RESOLUCIONES 



COMISIÓN NACIONAL DE 
VALORES 

Resolución 189/91 

Fondos Comunes de Inversión. Valor de 
cuota parte. Derogación de la Resolución 
General N* 151/90. 

Í3s. As., 25/12/91 

VISTO (1 expediente N e 484/91 rotulado: 
"Cámara Argentina de Fondos Comunes de 
Inversión s/cambio signo monetario"; y 

CONSIDERANDO: 

Que el Decreto N 9 2128/91 determinó el 
cambio de signo monetario con vigencia a 
partir del 2 de enero de 1992. 

Que el mismo influye en el valor de cuo- 
ta pro-te que deben publicar los fondos co- 
munes de inversión conforme lo estable- 
cide por el artículo 33 de la Ley 15.885 y 
en d cumplimiento por parte de los mismos 
de fe.s Resoluciones N" 151/90 y 155/90 
dictada por la Comisión Nacional de Valo- 



Que efectivamente la Resolución N° 1 5 1 /90 
determina que el valor que deben publicar 
obligatoriamente los fondos.deberá cuantl- 
ficar el monto de una cuota parte sin 
excepción. 

Que por otra parte la Resolución N B 155/90 
establece que dicho valor deberá tener 
como máximo dos decimales. 

Qu^ la normativa mencionada no podrá ser 
ap] cada a partir de los nuevos valores 
vigentes el día 2 de enero de 1992, ya que la 
elírv.naeión de cuatro (4) ceras del signo 
monetario llevaría en algunos casos, el va- 
lor unitario de la cuota parte a partir del 
terrer decimal, no pudiendo publicarse el 
mismo e incumpliendo la ley. 

Que en consecuencia para compensar la 
eliminación de los cuatro (4) ceros del signo 
memetario la publicación que efectúen los 
fondos debe ser representativa de mil 

(1CCOJ cuota partes. 

Q^c corresponde derogar la Resolución N° 
151 /90, estableciendo una nueva base 
uniforme para ta fijación del valor de cuota 
pa 'c que debe publicarse. 

Po- ello, y teniendo en cuenta lo dispuesto 
por Jas leyes números 15.885, 20.190 y el 

Decreto N a 11.146/62. 



LA COMISIÓN NACIONAL 
DE VALORES 
RESUELVE: 

Artículo 1" — La publicidad obligatoria que 
deben :ríectuar los fondos comunes de inversión 
en virt jd ele lo dispuesto en el artículo 33 de la 
Ley 15.B85, debeiá ser representativo de mil 
(1000} cuota partes sin excepción. 

Art. 2° — Derógase la Resolución N° 151/90. 

Art. 3 o — Regístrese, dése a la Dirección 
Nacional del Registro Oficial y notifiquese a las 
Sociedades Gerentes de los Fondos Comunes de 
Inversión y a la Cámara Argentina de Fondos 
Cornu íes de Inversión y oportunamente archí- 
vese, previa publicación en el Boletín Oficial. — 
Martín Redrado. — Francisco G. Susmel. — 
Guille Tno I íarteneck. — Carlos Solans. — Gui- 
do S. Tawil. 



BOLETÍN OFICIAL I a Sección 



Martes 7 de enero de 1992 13 



COMISIÓN NACIONAL DE VALORES 
Resolución 190/91 

Defensa de la transparencia en el ámbito de 
la oferta pública. 

Bs. As-, 26/12/91 

VISTO, lo dispuesto en el articulo 80 del Decreto 
N" 2284/91: y 

CONSIDERANDO: 

Que a fin de colaborar en el afianzamiento 
definitivo de un mercado de capitales emer- 
gente como el argentino resulta esencial 
arbitrar las medidas necesarias para garan- 
tizar a los inversores y al público en general 
el acceso a información confiable y suficien- 
te sobre las distintas circunstancias sus- 
ceptibles de afectar la negociación de los 
títulos valores. 

Que, desde esa óptica, el debido cumpli- 
miento del deber de informar requerido 
mediante la presente resolución resultará 
de vital importancia para el éxito de nuevas 
prácticas tales como la calificación de riesgo 
de los títulos valores colocados mediante 
los mecanismos que ofrece la oferta pública 
o el ingreso de inversores institucionales de 
magnitud a nuestro mercado de capitales. 

Que para lograr mercados más transparen- 
tes no sólo debe mejorarse la información 
disponible al inversor sino también impe- 
dirse prácticas nocivas, susceptibles de 
dañar la confianza del público en los merca- 
dos, como el uso de información privilegia- 
da ("insider trading") en beneficio propio o 
de terceros. 

Que el estudio de la legislación comparada 
y las experiencias recogidas e n otros merca- 
dos demuestra la importancia que han 
revestido medidas como las que se propug- 
nan en la presente resolución en beneficio 
del público inversor y de la transparencia de 
nuestro mercado de capitales. 

Por ello, 

LA COMISIÓN NACIONAL 
DE VALORES 
RESUELVE: 

CAPITULO I 

Deber de informar 

Articulo I o — Los administradores de entida- 
des que realizan oferta pública de títulos valores 
o, en su defecto, íos integrantes de su órgano de 
fiscalización deberán informar por escrito a la 
Comisión Nacional de Valores, en forma veraz y 
suficiente, acerca de todo hecho o situación, 
positiva o negativa, que por su importancia 
pueda afectar el desenvolvimiento de las entida- 
des o el curso de la negociación de sus títulos 
valores en los mercados. Esta información de- 
berá ser suministrada en forma directa a la 
Comisión Nacional de Valores inmediatamente 
después de producido el hecho o situación des- 
criptos anteriormente, o de haber tomado cono- 
cimiento de él si éste se hubiera originado en 
terceros. 

Art. 2 o — Las personas mencionadas prece- 
dentemente deberán informar especialmente a 
la Comisión Nacional de Valores sobre cualquie- 
ra de los siguientes hechos: 

a) Cambios en el objeto social y alteraciones de 
importancia en las actividades de la entidad e 
iniciación de otras nuevas. 

b) Enajenación de bienes del activo fijo que 
representen más del 15%de este rubro según el 
último balance. 

c) Renuncias o remoción de los administrado- 
res y miembros del órgano de fiscalización, con 
expresión de sus causas; y su reemplazo, 

d) Decisión sobre inversiones extraordinarias 
y celebración de operaciones financieras o 
comerciales de magnitud que tengan incidencia 
sobre la situación de la entidad. 

e) Pérdidas superiores al 15 % (quince por 
ciento) del patrimonio neto. 

f) Manifestación de cualquier causa de disolu- 
ción, con Indicación de las medidas que, dado el 
caso, vayan a proponerse o adoptarse cuando la 
causa fuere subsanable. 

g) Solicitud de apertura de concurso preven- 
tivo, desistimiento, homologación o rechazo, 



plazos y modalidades de cumplimiento de la 
propuesta concursal; pedido de quiebra por la 
entidad o terceros, declaración de quiebra o su 
rechazo explicitando las causas o admisión del 
concurso, modo de conclusión o de clausura, 
calificación de conductas, solicitudes de exten- 
sión de quiebra y responsabilidades derivadas, 
acuerdos preventivos y arreglos judiciales o 
extrajudiciales tendientes a superar las dificul- 
tades económicas o financieras de carácter 
general, con independencia de su sometimiento 
al procedimiento previsto en el art. 125-2 de la 
ley 19.551. 

h) Hechos de cualquier naturaleza y aconteci- 
mientos fortuitos que obstaculicen seriamente 
el desenvolvimiento de sus actividades, especi- 
ficándose sus consecuencias respecto de la si- 
tuación de la entidad. 

i) Causas judiciales de cualquier naturaleza 
que se promuevan por la entidad o contra ella de 
importancia económica notoria o de trascen- 
dencia para el desenvolvimiento de sus activida- 
des, y las resoluciones relevantes en el curso de 
esos procesos. 

j) Celebración de contrato(s) de licencia o de 
franquicia o su cancelación, 

k) Atraso en el cumplimiento de las obligacio- 
nes asumidas en ios debentures, obligaciones 
negociables, bonos u otros títulos valores emiti- 
dos en serie, 

1] Gravamen de los bienes con hipotecas o 
prendas cuando ellas superen en conjunto el 
diez (10) por ciento del patrimonio neto, 

rnj Todos los avales y fianzas otorgadas, con 
indicación de las causas determinantes, perso- 
nas afianzadas y monto de la obligación, cuando 
superen en conjunto el diez (10) por ciento del 
patrimonio, así como los otorgados por opera- 
ciones no vinculadas directamente a su activi- 
dad cuando superen el uno (1) por ciento del 
patrimonio neto. 

n) Adquisición o venta de acciones u obligacio- 
nes convertibles de otras sociedades, cuando las 
sumas excediesen en conjunto el diez (10) por 
ciento del patrimonio de la inversora o de la 
emisora, sin perjuicio de lo dispuesto en los arts. 
31 y 32 de la ley 19.550. 

ñ) Contratos de cualquier naturaleza que 
establezcan limitaciones a la distribución de 
utilidades o a las facultades de los órganos 
sociales, con presentación de copia de ellos, 

o) 1 lechos de cualquier naturaleza que afecten 
o puedan afectar en forma sustancial la situa- 
ción económica, financiera o patrimonial de las 
sociedades controladas y controlantes en el 
sentido del art. 33 de la ley 19.550, inclusive la 
enajenación y gravamen de partes importantes 
de su patrimonio. 

p) La autorización, suspensión, retiro o cance- 
lación de la cotización que se resuelva respecto 
a la sociedad en ei país o en el extranjero. 

q) Sanciones aplicadas a la entidad o a sus 
órganos por las autoridades de control, 

r) Acuerdos de sindicación de acciones, cuan- 
do lleguen a su conocimiento, 

s'J Contratos que celebren con la sociedad, 
directa o indirectamente, los integrantes de los 
órganos de administración, gerentes y los miem- 
bros de los órganos de fiscalización, o personas 
jurídicas controladas por éstos, que no se con- 
cierten en las condiciones de mercado o sean 
extraños a la actividad en que opera la sociedad, 
con envío de copia de los instrumentos suscrip- 
tos, 

t) Cambios en las tenencias que configuren el 
o ¡os grupos de control, en los términos del 
artículo 33, inciso 1 de la ley 19.550, afectando 
su formación, cuando lleguen a su conocimien- 
to. 

La enumeración precedente es meramente 
ejemplificativa y de ningún modo relevará de 
informar sobre todo otro hecho o situación 
incluida en el artículo anterior. 

Art. 3 9 — Las entidades que tengan sus títulos 
valores inscriptos en bolsas deberán dirigir a 
ellas comunicaciones similares a las exigidas en 
los artículos precedentes, las que deberán ser 
publicadas de inmediato en los boletines de 
información de las bolsas o de cualquier otro 
modo que garantice su amplia difusión. 

Las entidades cuyos títulos valores se ofrez- 
can exclusivamente en el mercado abierto de- 
berán realizar estas publicaciones de inmediato 



en un diario de los de mayor circulación en la 
República o de cualquier otro modo que garan- 
tice su amplia difusión. 

Art. 4" — No obstante lo dispuesto en eí 
articulo anterior, las sociedades emisoras 
podrán, con la aprobación de las tres cuartas 
partes de los directores en ejercicio y la aproba- 
ción de la comisión fiscalizadora, solicitar a la 
Comisión Nacional de Valores la dispensa de la 
obligación de informar sobre ciertos hechos o 
antecedentes que no sean de conocimiento 
público y cuya publicación pudiera perjudicar 
seriamente el interés social, por un período 
determinado de acuerdo a los fundamentos que 
acompañen su pedido. 

Esta decisión deberá ser comunicada por 
escrito a la Comisión Nacional de Valores el día 
hábil siguiente al de su adopción en la forma 
descripta precedentemente. 

La Comisión Nacional de Valores deberá expe- 
dirse respecto ala dispensa solicitada dentro de 
los cinco (5) días de efectuada la petición. Ven- 
cido ese plazo y de no existir pronunciamiento 
expreso por parte de la Comisión, se presumirá 
que la dispensa ha sido otorgada. 

Art. 5- — Los agentes o intermediarios en la 
oferta pública de títulos valores, en el ejercicio 
de sus funciones, deberán advertirá todo inver- 
sor que utilice sus servicios o pretenda utilizar- 
los, toda información sobre el título valor, la 
emisora o el mercado de valores no amparada 
por el deber de reserva contemplado en el art, 
12 9 de la presente resolución, que sea de su 
conocimiento y pudiera tener influencia directa 
y objetiva en la toma de decisiones. 

Art, 6- — Los directores, administradores, 
gerentes, síndicos y miembros del consejo de 
vigilaneiade entidades que realizan oferta públi- 
ca de sus títulos valores deberán informar a la 
Comisión Nacional de Valores, dentro de los 
sesenta (60) días de publicada la presente reso- 
lución, sobre la cantidad y clase de acciones que 
posean o administren directa o indirectamente 
de la entidad a la que se encuentran vinculadas. 

Vencido ese plazo, las personas mencionadas 
en el párrafo precedente deberán actualizar 
mensual mente esa información ante la Comi- 
sión Nacional de Valores, mencionando la fecha 
de compra o venta, valor y demás detalles de 
toda operación que altere su posición accionaría 
respecto a la empresa durante el período com- 
prendido en el informe. En caso de obligaciones 
negociables convertibles, deberá informarse en 
la misma forma a partir de la fecha de conver- 
sión. 

Las personas que accedan a los cargos men- 
cionados en el primer párrafo del presente ar- 
tículo con posterioridad a la entrada en vigencia 
de esta resolución deberán remitir la informa- 
ción solicitada a la Comisión Nacional de Valo- 
res dentro de los diez (10) días posteriores a la 
toma de posesión del cargo. 

Art, 7° —Toda persona física o jurídica que en 
forma directa o por intermedio de otras personas 
físicas o jurídicas, adquiera o enajene acciones 
de una sociedad que realice oferta pública de 
títulos valores, en cantidad tal que implique un 
cambio en las tenencias que configuran el o los 
grupos de control afectando su formación, de- 
berá informar de esa operación a ki Comisión 
Nacional de Valores dentro de los cinco (5) días 
siguientes de producida esa operación. 

Se entenderá por grupo o grupos de control a 
aquellos que posean, individual o conjuntamen- 
te, según el caso, una participación, por cual- 
quier título, que les otorgue los votos necesarios 
para formar la voluntad social en las asambleas 
ordinarias. 

Art. 8 9 —Toda persona física o jurídica que en 
forma directa, o por intermedio de otras perso- 
nas físicas o jurídicas, se proponga obtener una 
cantidad de acciones que le permita alcanzar el 
control de una sociedad a través de una oferta 
pública de adquisición deberá seguir el siguien- 
te procedimiento: 

a) Informe previo y completo a la Comisión 
Nacional de Valores de las características de la 
oferta; 

b) Publicidad suficiente y adecuada de los 
términos de la oferta; 

c) Determinación del plazo de duración de la 
oferta, que no podrá ser inferior a diez días ni 
exceder de veinte días hábiles bursátiles conta- 
dos a partir de la publicación de la oferta; 

d) Compromiso de adquisición irrevocable, 
excepto en cuanto al precio ofrecido, el que 



podrá ser elevado en un porcentaje no inferior al 
5 % en cuyo caso las nuevas condiciones se 
extenderán a los accionistas que ya hubieran 
aceptado la oferta; 

e) Adquisición a prorrata en caso de que las 
propuestas de los enajenantes superen la can- 
tidad de acciones que desea adquirir. 

El oferente deberá notificar detalladamente a 
la sociedad emisora respecto a las condiciones 
de su propuesta. Cumplido ello, deberá publicar 
como mínimo por un (1) día en el Boletín de la 
Bolsa de Comercio que corresponda y por los 
menos en un periódico de gran circulación en la 
República, como así también en otro del lugar en 
la sede de la sociedad emisora cuando ésta se 
encuentre fuera de la ciudad donde cotizan sus 
acciones, las condiciones esenciales de la oferta 
pública de adquisición. 

Vencido el plazo de la oferta pública de com- 
pra, el oferente y los agentes intervinientes 
informarán sus resultados a la Comisión Nació- 

nal de Valores y a los aceptantes. 

Art. 9 e — La manifestación efectuada por las 
personas mencionadas en los artículos prece- 
dentes ante la Comisión Nacional de Valores 
tendrá, a los fines de la presente resolución, el 
efecto de declaración jurada. 

Art. 10. — La publicidad, propaganda y difu- 
sión que por cualquier medio hagan las socieda- 
des emisoras, bolsas de comercio, mercados de 
valores, intermediarios y cualquier otra persona 
o entidad que participe en una emisión o coloca- 
ción de títulos valores, no podrán contener 
declaraciones, alusiones o descripciones que 
puedan inducirá error, equívocos o confusión al 
público sobre la naturaleza, precios, rentabili- 
dad, rescates, liquidez, garantías o cualquier 
otra característica de los títulos valores o de sus 
sociedades emisoras. 

1.a publicidad, así como los prospectosy folle- 
tos informativos que se utilicen para la difusión 
de una emisión deberán reunir los requisitos 
fijados al respecto por la Comisión Nacional de 
Valores y no podrán darse a conocer pública- 
mente sin la conformidad previa de este organis- 
mo. 

En caso de contravención a lo dispuesto en 
este artículo o en las normas que a su efecto 
dicte, la Comisión Nacional de Valores podrá 
ordenar al infractor o al director responsable del 
medio de difusión que modifique o suspenda la 
publicidad sin perjuicio de las demás sanciones 
que pudieran corresponder. 

Las previsiones contenidas en el párrafo pre- 
cedente resultarán de aplicación a toda publici- 
dad encargada por la sociedad emisora, los 
inversores o cualquier otra persona física o 
jurídica con un interés concreto en la operación, 
con independencia del medio elegido para su 
financiación. No son aplicables, por el contrario, 
a editoriales, notas, artículos y cualquier otra 
colaboración periodística sin perjuicio de lo 
dispuesto en el articulo siguiente. 

Art. 11. — Las personas que con el objeto de 
inducir a error en el ámbito de la oferta pública 
difundieren noticias falsas o tendenciosas por 
alguno de los medios previstos en el artículo 16 
de la ley 17.811, aun cuando no persiguieren 
con ello obtener ventajas o beneficios para sí o 
para terceros, serán pasibles de las sanciones 
previstas en el articulo 10 de dicha ley. 

Deber de guardar reserva 

Art. 12. — Los directores, administradores, 
gerentes generales, síndicos, miembros del 
consejo de vigilancia, profesionales intervinien- 
tes y, en general, cualquier persona que en 
razón de su cargo o actividad tenga información 
respecto al desenvolvimiento o negocios de una 
sociedad sujeta al ámbito de la oferta pública de 
títulos valores en los términos de la ley 17.81 1 
que aún no haya sido divulgada públicamente al 
mercado y que sea capaz de influir de algún 
modo en el precio de sus títulos deberán guardar 
estricta reserva. 

Igual reserva deberán guardar aquellos direc- 
tivos, funcionarios y empleados de los organis- 
mos públicos y privados de control, incluidos la 
Comisión Nacional de Valores, Bolsas de Co- 
mercio y demás mercados autorizados en los 
términos de la ley 17.81 1, que en razón de sus 
tareas tengan acceso a esa información. 

Prohibición de utilizar la información 
privilegiada en beneficio propio o de terceros 

Art. 13. — Las personas mencionadas en el 
artículo anterior no podrán valerse de la infor- 
mación reservada a que se refiere esa dfsposi- 
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d(>n a fin de obtener para sí o para díjds, 
vqntajas de cualquier tipo, deriven ellas* de la 
compra o venta de títulos valores o de cu ^qi_ier 
otra operación relacionada con el régimen de la 
oíerta pública. 

Art. 14. — El deber de reserva y las Mn*-.acÍo- 
nés a la negociación mencionadas en los a_-tij:u- 
lop precedentes se extienden, igualme ite a 
todas aquellas personas que por relacic* tem- 
panarla o accidental con la sociedad o sájelos 
isjencionados en el art. 12° de esta res»» ación 
pedieran haber accedido a la ínformaci wi aí!í 
discripta. Corresponde a las persones allí 
mencionadas velar para que sus suborc~cia-los 
o s terceros de confianza no incurran * i las 
conductas anteriormente descriptas. 

¡Art. 15. — La infracción a las dispos&io íes 
precedentes dará íugar a la formación del precc- 
djmiento previsto en el artículo 12 de la ley 
17.811. 

] Las sanciones administrativas que pidieren 
dictarse en consecuencia no obstarán ai ejerci- 
cio de las acciones civiles o penales pertir-;nies. 

Art. 16. — La Comisión Nacional de "\-ak res 
llevará un registro público de las sar^ioocs 
fli*mes impuestas en virtud de la presenta reso- 
lución, donde se consignarán ios datos »íe Jos 
responsables y las medidas adoptadas a su 
respecto. 

! Art. 17. — La Comisión Nacional de L llores 
pbdrá ordenar, si la gravedad del caso le niacre 
conveniente, la publicación completa o -sumi- 
da del pronunciamiento sancfonatorío juc se 
encuentre firme por cuenta del infraeler, uti- 
lizándose el medio que aquella disponga 

í Art. 18. — Los damnificados por les a*tos 
pjrohibidos por esta ley podrán ejercer la^ac-nón 
cjvil de resarcimiento de daños y perjuici >s ante 
U^s tribunales competentes, 

\ Art. 19. — Deróganse los artículos 6S a 6") de 
las Normas de la Comisión Nacional de Valeres. 

Art. 20. — Regístrese, publíquese pac un (1] 
día en el Boletín Oficial y archívese. — Msrtín 
Redrado. — Francisco G. Susmel. — Gu_ le-mo 
Harteneck. — Guido S. Tawil. 



QOMISION NACIONAL DE 
VALORES 

Resolución 191/91 

Conversión del valor nominal de acel mas. 
Decreto 2128/91 

fls. As., 26/12/1991 

VISTO el Decreto N° 2128/91 del Poder SjVcu- 
¡ tivo Nacional que reemplaza a partí del \ q 
de enero de 1992 la denominación ^ expre- 
sión numérica del AUSTRAL por la de 
i PESO, con la paridad de UN PESC fj 1) 
equivalente a AUSTRALES DIE ? MIL 
(A 10.000); y 



CONSIDERANDO: 

Que a partir de la fecha indicada, la_i. canti- 
dades y valores monetarios actualmente en 
AUSTRALES, se expresarán en PESOS y 
sus fracciones; 

Que los valores nominales de las acciones y 
de otras especies, denominados e i AUS- 
TRALES, se deberán considerar exp «sados 
en PESOS; 

Que en consecuencia, a partir de; 1 ' de 
enero de 1992, las nuevas acciones q\_e se 
emitan deberán estar expresadas en PE- 
SOS; 

Que en lo que respecta a las acc:c íes de 
numerosas sociedades au torizadas f. hacer 
oferta pública de sus títulos los raJores 
nominales de aquéllas, resultaran Cnf~;rio- 
res a UN ( 1) Centavo, fracción míntr-a de la 
nueva denominación monetaria: 

Que la Comisión Nacional de Valoras y las 
propias sociedades deben actuar = ñi de 
evitar, en lo posible, que como con tenen- 
cia del cambio de moneda, numeresos ac- 
cionistas pierdan su calidad de tai* s; 

Que de no resultar ello posible, corresp jnde 
otorgar al accionista la posibilidad de que 
su tenencia sea adquirida por la piopia 
sociedad emisora; 



Por ello, y en virtud de las facultades que se 
desprenden de los artículos 6 B y 7 a de la Ley 

N° 17.811: 

LA COMISIÓN NACIONAL 
DE VALORES 
RESUELVE: 

Artículo l p — Los títulos valores con oferta 
pública autorizada por la Comisión Nacional de 
Valores actualmente en circulación, expresados 
en AUSTRALES, quedarán convertidos automá- 
ticamente a la paridad fijada por el Decreto 
N a 2128/91. 

Art. 2- — Las emisiones de títulos valores 
dispuestas a partir del l 9 de enero de 1992, 
deberán expresar su valor nominal en PESOS. 

Art. 3* — Las sociedades que hayan celebrado 
asambleas con anterioridad a la vigencia del 
Decreto N° 2128/91 y hubiesen decidido la 
emisión de títulos valores en AUSTRALES 
podrán, por esta única vez, expresar en sus 
láminas los valores fijados en la asamblea, los 
que deberán constar en el título, 

Art. 4 9 — Las sociedades que tengan en 
trámite conformidades administrativas de refor- 
mas de estatutos referidas a cambio de valor 
nominal podrán resolver, a través de su Directo- 
rio, convertir el valor nominal adoptado a PE- 
SOS, conforme lo previsto por el Decreto 
N 5 2128/91. A efectos de continuar el trámite, 
deberán presentar el acta de directorio en la que 
se resuelve la conversión y demás documenta- 
ción indicada en el artículo 1 67, inciso b) Puntos 
lí y III. 1} de la Resolución General N B 1 10. 

Art. 5* — Las sociedades con oferta pública 
autorizada deberán ajustar el valor nominal de 
sus acciones a la fracción mínima de la nueva 
denominación monetaria o sus múltiplos. En los 
casos de sociedades que por la conversión dis- 
puesta por el Decreto N° 2128/91 no queden 
encuadradas dentro del párrafo anterior, de- 
berán adecuar el valor de sus títulos, en ocasión 
de celebrar la primera asamblea ordinaria que 
convoquen y en un plazo máximo de UN (1) año 
a partir de la fecha de vigencia de la presente 
resolución. Si con anterioridad al plazo señala- 
do, las sociedades decidieran un aumento de 
capital o reforma de estatuto deberán proceder, 
en ese acto, a adecuar los valores nominales de 
sus títulos, conforme a lo dispuesto en el primer 
párrafo del presente artículo. 

Art. 6- — Las sociedades con oferta pública 
autorizada deberán arbitrar las medidas im- 
prescindibles para evitar que como consecuen- 
cia de la elevación de los valores nominales de 
sus acciones numerosos accionistas pierdan su 
calidad de tales. 

Art. 7 o — Para el supuesto en que ello no 
resultara posible, la sociedad emisora deberá 
adquirir las fracciones resultantes con ganan- 
cias realizadasy líquidas o reservas libres, tran- 
sacción ésta que deberá ser justificada en la 
próxima asamblea, conforme los siguientes 
procedimientos. 



a) Sociedades que cotizan: 

1 . La fracción resultante deberá ser adquirida 
al yalordel último precio de cotización, siempre 
que éste no excediera de TRES (3) meses. 

2. En su defecto, deberá adquirirse al valor 
resultante del último balance realizado o que 
deba realizarse en cumplimiento de las normas 
legales o reglamentarias. 



b) Sociedades que no cotizan: 

1 . La fracción resultante deberá ser adquirida 
al valor del último balance realizado o que deba 
realizarse en cumplimiento de las normas lega- 
les o reglamentarias. 

c) Las sociedades emisoras deberán pagar en 
efectivo las liquidaciones de fracciones dentro 
de los TREINTA (30) días de adecuado el valor 
nominal de sus acciones, conforme lo previsto 
en el articulo 5 o de la presente resolución. 

Art. 8* — Derógase la Resolución General 
N s 90. 

Art. 9* — La presente resolución entrará en 
vigencia a partir del día hábil siguiente al de su 
publicación en el Boletín Oficial, 

Art. 10. — Regístrese, comuniqúese a las 
Bolsas de Comercio y Mercados de Valores, 
publíquese en el Boletín Oficial, dése a publici- 
dad y archívese. — Martín Redrado. — Francisco 
G. Susmel. — Guido S. Tawil. 



Secretaría de Agricultura, Ganadería y 
Pesca 

ADHESIONES OFICIALES 

Resolución 211/91 

Auspiciase la realización de la Jornada de 
Actualización sobre Programa de Control de 
Fiebre Aftosa. 

Bs. As., 28/11/91 

VISTO el Expediente N° 1316/91 en el cual la 
Facultad de Agronomía de la Universidad de 
Buenos Aires informa sobre ta realización 
de una Jornada de Actualización sobre el 
programa de Control de Fiebre Aftosa a 
efectuarse el 21 de noviembre del corriente 
año, y 

CONSIDERANDO: 

Que ios objetivos que se persiguen con la 
realización de dicha jornada se hallan liga- 
dos a la acción que lleva a cabo en la materia 
a esta Secretaría. 

Que en la misma participarán especialistas 
en el tema. 

Que la temática a tratar es de interés y 
significancia tanto a nivel productivo como 
económico para el país. 

Que iniciativas de esta índole merecen el 
apoyo de los Organismos Oficiales. 

Que debido a las directivas impartidas por 
el Superior Gobierno de la Nación en mate- 
ria de contención del gasto público, la 
medida no implica costo fiscal alguno. 

Que el suscripto es competente para resol- 
ver en esta instancia de acuerdo a las 
facultades conferidas por el Artículo l 9 
inciso 1 1) del Decreto N° 101, de fecha 16 de 
enero de 1985, transferidas por Resolución 
del MINISTERIO DE ECONOMÍA N° 146, de 
fecha 16 de marzo de 1990. 

Por ello, 

EL SECRETARIO 

DE AGRICULTURA, GANADERÍA Y PESCA 

RESUELVE: 

Artículo 1* — Prestar el auspicio de esta 
Secretaria a la realización de esta "JORNADA 
DE ACTUALIZACIÓN SOBRE PROGRAMA DE 
CONTROL DE FIEBRE AFTOSA", que se llevará 
acabo en la Facultad de Agronomía de la Univer- 
sidad de Buenos Aires el 21 de noviembre de 
1991. 

Art. 2* — La medida dispuesta por el artículo 
I a de la presente Resolución no implica costo 

fiscal alguno. 

Art. 3 S — Comuniqúese, publíquese, dése a la 
Dirección Nacional del Registro Oficial y archí- 
vese, — Marcelo Regúnaga. 



Secretaría de Agricultura Ganadería y 
Pesca 

ADHESIONES OFICIALES 

Resolución 219/91 

Declárase de interés nacional la Fiesta del 
Durazno. 

Bs. As.. 3/12/91 

VISTO el expediente N" 1918/91, en el cual la 
MUNICIPALIDAD DE MERCEDES (Provin- 
cia de BUENOS AIRES), solicita se declare 
de Interés Nacional a la 'FIESTA DEL 
DURAZNO", a realizarse en esa Ciudad, 
durante los días 20. 2 1 y 22 de diciembre de 
1991, y 

CONSIDERANDO: 

Que cabe asignar a tal acontecimiento la 
trascendencia que el mismo representa. 

Que manifestaciones de esta índole mere- 
cen el apoyo de los Organismos Oficiales. 

Que debido a las directivas impartidas por 
el Superior Gobierno de la Nación en mate- 
ria de contención del gasto público la pre- 
sente medida no Implica costo fiscal alguno. 

Que el suscripto es competente para resol- 
ver en esta instancia, de acuerdo a las 



facudtades conferidas por el articulo I o , 
inciso 11) del Decreto N° 101, de fecha 16de 
enero de 1985. 



Por ~Ao, 

EL SECRETARIO 

DE AGRICULTURA GANADERÍA Y PESCA 

RESUELVE: 



Artículo 1* — Declarar de Interés Nacional la 
"FIESTA DEL DURAZNO", a realizarse en la 
Ciudad de MERCEDES (Provincia de BUENOS 
AIRES), durante los días 20, 2 1 y 22 de diciem- 
bre de 1591. 



Art. 2? — La medida dispuesta por el Artículo 
I a de la presente Resolución no implicará costo 
fiscal alguno. 

Art. 3? — Comuniqúese, publíquese, dése a la 
Dirección Nacional del Registro Oficial y archí- 
ese. — Marcelo Reeúnaea. 



vese. — Marcelo Regúnaga. 



Secretaría de Agricultura, Ganadería y 

Pesca 

ADHESIONES OFICIALES 
Resolución 225/91 

Auspiciase el 1er. Congreso de Agroindus- 
trias del Centro del País. 

Bs. As., 5/12/91 

VISTO 1 1 presentación efectuada por la FUNDA- 
CIÓN ARGENTINA SIGLO 21 y la FUNDA- 
CIÓN FRIEDRICH NAUMANN, en la que 
dan cuenta de la realización del "ler CON- 
GRIO DE AGROINDUSTRIAS DEL CEN- 
TRO DEL PAÍS", que habrá de llevarse a 
cato en la Ciudad de CÓRDOBA, los días 
11, 12 y 13 de diciembre de 1991, y 

CONSIDERANDO: 

Que los objetivos que se persiguen con el 
mencionado Congreso son describir los 
principales complejos agroindustriales de 
la Eegión, analizar sus problemáticas a la 
luz de las reformas estructurales y del 
avance inexorable del Mercosur, determi- 
nar las potencialidades y las acciones nece- 
sarias para que dicho sector se transforme 
en uno de los pilares del desarrollo econó- 
mico, del país. 



Que la realización de este Upo de manifes- 
taciones constituye un valioso aporte que 
me rece el apoyo de los Organismos Oficia- 
les. 



Que debido a las directivas impartidas por 
el Superior Gobierno de la Nación en mate- 
ría de contención del gasto público, la 
presente medida no implica costo fiscal 

alguno. 



Que el suscripto se encuentra facultado 
para resolver en esta Instancia, de confor- 
midad con lo previsto por el articulo I o , 
inciso 1 1} del Decreto N 9 101, de fecha 16de 
enero de 1985. 



Por ello, 

EL SECRETARIO 

DE AG .'«CULTURA GANADERÍA Y PESCA 

RESUELVE: 



Artículo I o — Prestar el Auspicio de esta 
Secre tr.ria a la realización del "1er. CONGRESO 
DE AGROINDUSTRIAS DEL CENTRO DEL 
PAÍS" que, organizado por la FUNDACIÓN 
ARGENTINA SIGLO 21 y la FUNDACIÓN FRIE- 
DRICH NAUMANN, habrá de llevarse a cabo en 
la Ciudad de CÓRDOBA los días 11, 12 y 13 de 
dfciemlre de 1991. 



Art. 2* — La medida dispuesta por el Artículo 
I a de la presente Resolución no implicará costo 
fiscal alguno. » 



Art. 3" — Comuniqúese, publíquese, dése a la 
Dirección Nacional del Registro Oficial y archí- 
vese. — Marcelo Re0únaea_ 
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Servicio Nacional de Sanidad Animal 

SANIDAD ANIMAL 

Resolución 025/91 

Apruébase el Programa de Lucha Antiaftosa 
en el Partido de General Viamonte. 

Bs.As., 18/12/91 

VISTO que la GERENCIA DE SERVICIOS DE 
LUCHAS SANITARIAS propone aplicar un 
programa de lucha intensiva antiaftosa en 
el Partido de GENERAL VIAMONTE de la 
Provincia de BUENOS AIRES, que fuera 
previamente acordado con representantes 
del sector agropecuario oficial y privado, y 

CONSIDERANDO: 

Que el programa a implementar tiene como 
propósito establecer una zona de elevada 
cobertura vacunal, merced a la utilización 
de vacuna de adyuvante hidroxisaponinado 
en tres períodos anuales. 

Que el uso de este tnmunógeno está previs- 
to para las áreas endémicas secundarias en 
el Plan Nacional de Control de la Fiebre 
Aftosa 11990-1992). 

Que con este programa se logrará aumentar 
la eficacia y eficiencia del sistema de infor- 
mación y vigilancia epidemiológica, y como 
consecuencia de ello disminuirá la inciden- 
cia de dicha enfermedad y las perdidas por 
ella ocasionadas. 

Que en este programa se destaca la partici- 
pación de los distintos sectores del queha- 
cer pecuario, gubernamentales y no guber- 
namentales que constituyen la Comisión 
Zonal de Sanidad Animal, estando a cargo 
de los productores a través de la citada 
Comisión la administración del Plan. 

Que el Plan se elaboró acorde con los linca- 
mientos técnicos generales establecidos 
por este SERVICIO NACIONAL DE SANI- 
DAD ANIMAL en el PLAN NACIONAL DE 
CONTROL DE FIEBRE AFTOSA (1990- 
1992). 

Que tiene aprobación de la COMISIÓN 
PROVINCIAL DE SANIDAD ANIMAL y de la 
COMISIÓN NACIONAL DE LUCHA CON- 
TRA LA FIEBRE AFTOSA. 

Que el suscripto es competente para resol- 
ver en esta instancia en virtud de lo dis- 
puesto en la Resolución N a 574 de la ex- 
SECRETARIA DE AGRICULTURA, GANA- 
DERÍA y PESCA de fecha 29 de junio de 
1988 y el Artículo 33 de la Ley 23.899. 

Por ello, 

EL ADMINISTRADOR GENERAL 
DEL SERVICIO NACIONAL 
DE SANIDAD ANIMAL 
RESUELVE: 

Artículo 1* — Apruébase el PROGRAMA DE 
LUCHA ANTIAFTOSA en el PARTIDO de GENE- 
RAL VIAMONTE de la PROVINCIA DE BUENOS 
AIRES que como Anexo I forma parte integrante 
de la presente Resolución. 

Art. 2* — Los propietarios o tenedores por 
cualquier titulo, de ganado bovino, ovino, capri- 
no o porcino, todas las personas físicas o jurídi- 
cas vinculadas al programa de aplicación de este 
proyecto en la región estarán obligadas a sumi- 
nistrar las informaciones que se les requieran, 
cumplir los procedimientos ordenados en la 
presente norma y prestar la colaboración nece- 
saria para la ejecución del Plan. 

Art. 3* — El SERVICIO NACIONAL DE SANI- 
DAD ANIMAL tendrá a su cargo las funciones de 
policía sanitaria, vigilancia epidemiológica; y la 
coordinación técnica del programa mediante su 
participación en el Consejo Técnico de la Comí- 
síón Zonal. 

Art. 4* — Las infracciones a lo establecido en 
la presente Resolución serán sancionadas con- 
forme lo previsto por el Artículo 24 de la Ley 
23.899. 

Art. 5* — En el área afectada por el programa, 
será de aplicación lo dispuesto en el articulo 2 de 
la Resolución N 9 574/88 de la ex-SECRETARIA 
DE AGRICULTURA, GANADERÍA Y PESCA. 

Art. 6* — Comuniqúese, publíquese, desea la 
Dirección Nacional del Registro Oficial y archí- 
vese. — Bernardo G. Cañé 

NOTA; El Anexo I no se publica. 



Servicio Nacional de Sanidad Animal 

SANIDAD ANIMAL 

Resolución 926/91 

Apruébase el Programa de Lucha Antiaftosa 
en el Área Viamonte del Departamento Unión 
de la Provincia de Córdoba. 

Bs. As-, 18/12/91 

VISTO que la GERENCIA DE SERVICIOS DE 
LUCHAS SANITARIAS propicia la amplia- 
ción del Plan de Lucha contra la Fiebre 
Aftosa del Departamento UNION de la Pro- 
vincia de CÓRDOBA, aprobado por Resolu- 
ción N. 444/9 1 al área GENERAL VIAMON- 
TE del mismo Departamento que se descri- 
be en e] Anexo I que forma parte integrante 
de la presente Resolución, y 



CONSIDERANDO: 

Que dicha ampliación se ajustará al Plan en 
ejecución aprobado por Resolución N. 444/ 
91, el que se elaboró conforme a los linca- 
mientos generales establecidos por este 
SERVICIO NACIONAL DE SANIDAD ANI- 
MAL. 

Que participarán en el programa ampliato- 
rio los distintos sectores del quehacer pe- 
cuario gubernamentales y no gubernamen- 
tales de la zona de ampliación a través de la 
Comisión Zonal de Sanidad Animal estando 
a cargo de los productores a través de la 
citada Comisión la administración del Plan. 

Que la ampliación del Plan tiene aprobación 
de la COMISIÓN PROVINCIAL DE SANIDAD 
ANIMAL y de la COMISIÓN NACIONAL DE 
LUCHA CONTRA LA FIEBRE AFTOSA 

Que en el área de referencia conforme al 
Plan aprobado por Resolución N. 444/9 1 se 
utilizarán vacunas de larga cobertura in- 
munitaria. 

Que el suscripto es competente para resol- 
ver en esta instancia conforme las faculta- 
des acordadas por el Articulo 33 de la Ley 
23.899. 



Por ello, 

EL ADMINISTRADOR GENERAL 
DEL SERVICIO NACIONAL 
DE SANIDAD ANIMAL 
RESUELVE: 

Articulo 1* — Apruébase el PROGRAMA DE 
LUCHA ANTIAFTOSA en el ÁREA VIAMONTE 
del DEPARTAMENTO UNION de la PROVINCIA 
de CÓRDOBA, que se describe en el Anexo I que 
forma parte integrante de la presente Resolu- 
ción como ampliación del Plan aprobado 
por RESOLUCIÓN N. 444/91 de este SERVI- 
CIO. 

Art. 2* — La zona de ampliación deberá 
ajustarse al Plan en ejecución conforme lo esta- 
blecido en el Anexo de* la Resolución citada en el 
Artículo anterior. 

Art. 3* — Los propietarios o tenedores por 
cualquier título, de ganado bovino, ovino, capri- 
no o porcino, todas las personas físicas o jurídi- 
cas vinculadas al programa de aplicación de este 
proyecto en ía región estarán obligadas a sumi- 
nistrar las informaciones que se les requieran, 
cumplir los procedimientos ordenados en la 
presente norma y prestar la colaboración nece- 
saria para la ejecución del Plan. 

Art. 4* — EL SERVICIO NACIONAL DE SANI- 
DAD ANIMAL tendrá a su cargo las funciones de 
policía sanitaria, vigilancia epidemiológica; y la 
coordinación técnica del programa mediante su 
participación en el Consejo Técnico de la Comi- 
sión Zonal. 

Art. 5* — Las infracciones a lo establecido en 
la presente Resolución serán sancionadas con- 
forme lo previsto por el Artículo 24 de la Ley 
23.899. 

Art. 6* — En el área afectada por el programa, 
será de aplicación lo dispuesto en el artículo 2 de 
la Resolución N. 574/88 de la ex-SECRETARIA 
DE AGRICULTURA, GANADERÍA Y PESCA. 

Art. 7* — Comuniqúese, publíquese, dése a la 
Dirección Nacional del Registro Oficial y archí- 
vese. — Bernardo G. Cañé. 



NOTA: El Anexo I no se publica. 



Estado Mayor General de la Fuerza Aérea Argentina 

PRECIOS 

Resolución 1133/91 

Apruébase el Régimen de Precios aplicables a los servicios de almacenaje de mercaderías 
correspondientes a las terminales de cargas aéreas internacionales. 

Bs. As., 31/12/91. 

VISTO el expediente N° 5.266.675 fFAA), y 

CONSIDERANDO: 

Que resulta necesario y conveniente reordenar las disposiciones que integran el régimen 
de precios y condiciones vigentes correspondientes al almacenaje de mercaderías en las 
Terminales de Cargas Aéreas Internacionales, introduciendo regulaciones anteriormente 
no consideradas y al mismo tiempo modificaciones operativas que la experiencia adquirida 
aconseja incorporar, para una mejor prestación de esos servicios. 

Que es asimismo pertinente adecuar las escalas tarifarias para evitar ías desigualda- 
des existentes, según se apliquen las escalas sobre valor FÓB o peso de las mercade- 
rías. 

Que es competencia del suscripto dictar el correspondiente acto, administrativo, de 
conformidad con ías facultades conferidas por el Poder Ejecutivo Nacional mediante 
Decreto N 9 3509/75, modificado por Decreto N 9 2188/80 y Decreto N a 151/85. 

EL JEFE 

DEL ESTADO MAYOR GENERAL 

DE LA FUERZA AEREA 

RESUELVE: 

Artículo 1" — Apruébase el Régimen de Precios aplicables a los servicios de almacenaje de 
mercaderías correspondientes a las Terminales de Cargas Aereas Internacionales, cuyo detalle obra 
en Anexo 1 que forma parte integrante de la presente Resolución. 

Art. 2* — El Régimen de Precios que se aprueba por el número anterior, será de aplicación a 
partir del día siguiente de su publicación. 

Art. 3* — Publíquese en el Boletín Oficial de la Nación y archívese en la Dirección General de 
Contabilidad y Finanzas. — José A Julia. 



ANEXO 1 



RÉGIMEN DE PRECIOS APLICABLES A LOS SERVICIOS DE MANIPULEO Y ESTADÍA DE 
MERCADERÍAS, CORRESPONDIENTES A LAS TERMINALES DE CARGAS AEREAS INTERNACIO- 
NALES. 

DISPOSICIONES GENERALES: 

a. El presente régimen de precios será de aplicación a los servicios de manipuleo y estadía de 
mercaderías, que se presten en las Terminales de Cargas Aéreas Internacionales. 

b. Los importes por servicios de manipuleo y estadía y/o gastos derivados de los mismos, serán 
abonados en australes o en la moneda en curso legal vigente al momento de pago, o en dólares 
estadounidenses. 

A los efectos de su conversión, se tomará la cotización del dólar estadounidense, vigente al 
cierre del mercado de cambio Banco Nación (tipo vendedor) del día anterior al pago, o según las 
normas del Banco Central de la República Argentina a dicho momento. 

c. Los importes expresados en dólares, se refieren a dólares estadounidenses. 

d. Los precios aquí citados no incluyen gravámenes vigentes o futuros sobre las actividades 
mencionadas y/o servicios complementarios. 

e. El pago de los servicios prestados no suspende la escala aplicable para su liquidación, laque 
correrá acumulativamente hasta el efectivo retiro de la mercadería del depósito. 

f. A los efectos de la liquidación de ios servicios de manipuleo y estadía, el peso de la mercadería 
será el consignado en la constancia del pesaje efectuado en ocasión de su manipuleo y con 
anterioridad a su ingreso a depósito, si éste corresponde. 

g. Para las mercaderías de importación que sean retiradas antes de las 24 hs. contadas a partir 
del horario de arribo de la aeronave, no serán de aplicación los cargos por estadía. 

h. El presente será de aplicación a partir de la fecha de su publicación. 

i. El precio de los servicios complementarios, horarios de atención al público y habilitación de 
¡os Depósitos de las Terminales de Cargas Aéreas, serán establecidos por Circular Administrativa 
de la Empresa Concesionaria de los servicios. 

1. EXPORTACIÓN 

1.1 CARGAS GENERALES 

1.1.1 Por las mercaderías que ingresen a depósito, eí responsable — Agente de Cargas, 
Despachante de Aduana, Exportador o quien corresponda — deberá abonar los siguientes importes: 

a. Por cada solicitud de destinación aduanera, fa suma de dólares CINCO CON CIENTO 
OCHENTA Y OCHO MILÉSIMOS (USS 5, 188), en concepto de gastos administrativos, 

b. Por cada kilogramo de mercadería, la suma de dólares SIETE MILÉSIMOS (USS 0,007). 

1. 1.2 Las mercaderías ingresadas a depósito gozarán de una franquicia de tres (3) días corridos 
a partir de su ingreso, sin cargo. 

Transcurrido ese periodo el responsable del ingreso abonará por el servicio de estadía, 
adicionalmente a lo establecido en 1.1.1. Los importes correspondientes a la siguiente escala: 



de 


kg. hasta 


lkg. 


USS 


0,627 por día 


más de 


1 kg. hasta 


5kg. 


USS 


1,313 por día 


más de 


5 kg, hasta 


50 kg. 


USS 


2,620 por día 


más de 


50 kg. hasta 


100 kg. 


USS 


3,274 por día 


más de 


100 kg. hasta 


300 kg. 


USS 


6,550 por día 


más de 


3Df) krf hasta 


Í^OO ks. 


USS 


13.099 ñor día 
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más de 
más de 
más de 
más de 



500 Jsg, hasta 
1000 :«^, Iiasta 
3000 kg. Iiasta 
5000 l-g 



1000 kg 


u$s 


16,373 por día 


3000 kg 


u$s 


20,958 por día 


5000 kg 


uss 


32.748 por día 




uss 


49,122 por día 



Para calcular el periodo de estad ia se incluirán los días de ingreso y egreso de las mercaderías, 
considerándose la fracción de días, zono día entero. A estos efectos se computarán días corridos. 

1. 1.3 Por las mercaderías que ingresen a depósito y que posteriormente se restituyan a plaza, 
el responsable del ingreso abonará fcs Importes establecidos en 1.1.2, no siendo de aplicación en 
este caso, la franquicia allí indicada. 

1.1.4 Por las mercadería que las compañías aéreas retiren de deposito para su embarque y que 
luego reingresen al mismo, abonaran por guía aérea la suma de dólares CINCO CON CIENTO 
OCHENTAYOCHO MILÉSIMOS (USS 5,188), en concepto de gastos de reingreso. 

1.1.5 Por las mercaderías que las compañías aéreas manifiesten para su embarque y no retiren 
del depósito en el plazo convenido, ab rntrán por guia aérea la suma de dólares CINCO CON CIENTO 
OCHENTA Y OCHO MILÉSIMOS (U-S5 5, 188), en concepto de gastos administrativos. 

1.2 DEPOSITO FRANCO 

Las mercaderías que las compañías aéreas ingresen a este depósito gozarán de una franquicia 
de tres (3) días hábiles a partir de ui Ingreso, sin cargo. Transcurrido ese plazo abonarán en 
concepto de estadía, los precios estajdecidos en 1.1.2. 

Las mercaderías que las comparsas aéreas ingresen a este depósito gozarán de una franquicia 
de tres (3) días hábiles a partir de s-j ngreso, sin cargo. Transcurrido ese plazo abonaran en 
concepto de estadía, los precios estailecidos en 1.1.2. 

1.3 EXPORTACIÓN TEMPORARIA 

Por las mercaderías ingresadas a depósito para ser embarcadas como exportación temporaria, 
el responsable del ingreso abonará lo s p -ecios establecidos en 1.1 - CARGA GENERAL. 

1.4 TRANSFERENCIAS DE CARCAS ENTRE COMPAÑÍAS AEREAS 

Por cada guía que se transfiera — ú Cedente o Cesionario indistintamente — abonará la suma 
de dólares CINCO CON CIENTO OCHENTA YOCHO MILÉSIMOS {U$S 5, 1 88), en concepto de gastos 
de transferencia. 

2. IMPORTACIÓN 

2. 1 CARGA GENERAL 

2.1.1 Por el servicio de descarga, manipuleo, control del número, peso, estado, condición e 
'individualización de los bultos, y por mantener la custodia, responsabilidad y efectuar la entrega 
¡de los mismos al importador o su representante, se abonará el importe que surja de aplicar la 
i siguiente escala: 



de 


OKg. rassa 


5Kg. 


más de 


5 kg. hassa 


10 kg 


más de 


10 kg. hasla 


20 kg 


más de 


20 Kg. _^asla 


50 kg 


más de 


50 kg. j^asia 


100 kg 


más de 


100 kg. testa 


200 kg 


más de 


200 kg. hesta 


350 kg 


más de 


350 kg. fcjsra 


500 kg 


más de 


500 kg. husra 


750 kg 


más de 


750 kg. h tst i 


1000 kg 


más de 


1000 kg. h eU 


1500 kg 


más de 


1500 kg. h-isU 


2000 kg. 


más de 


2000 kg. hasta 


2500 kg. 


más de 


2500 kg. hasta 


3000 Kg 


más de 


3000 kg. haita 


4000 kg. 


más de 


4000 kg. h&sta 


5000 kg. 


más de 


5000 kg. hastE 


7000 kg 


más de 


7000 kg. hsstE 


10.000 kg. 


mas de 


10.000 kg. 





10,000 

12,000 

16,000 

22,000 

30,000 

40,000 

56,000 

70,000 

86,000 

106,000 

126,000 

146,000 

168,000 

200,000 

234,000 

284,000 

336,000 

404,000 

482,000 



U$S 

U$S 

uss 

USS 

USS 

u$s 
uss 

USS 

USS 
USS 
USS 
USS 
USS 
USS 
USS 
USS 
USS 
USS 

uss 



2.2.3 Las mercaderías indicadas en 2.2.1. que permanecieran en depósito por un plazo 
superior a los treinta !30) días contados desde la fecha de su ingreso a depósito, serán consideradas 
como "CARGA GENERAL", no siendo de aplicación la bonificación mencionada. 

2.3 MERCADERÍAS PELIGROSAS 

Por los servicios descriptos en 2. 1 . 1 y 2. 1 .2 aplicados a mercaderías peligrosas, se abonarán 
los precios allí indicados, incrementados en un 10%. 

Este adicional no podrá ser inferior a 20 U$S, ni mayor a 120 USS, por guía aérea. 

2.4 INGRESO DE REIMPORTACIONES Y DE MERCADERÍA SALIDA COMO EXPORTACIÓN 
TEMPORARIA 

Por el servicio de estadía de las mercaderías ingresadas a depósito en las condiciones arriba 
mencionadas, que retornaren en el mismo estado en que hubieren sido exportadas, se abonará el 
importe que surja de la escala indicada en 1 .1.2, 

2.5. 1 Por las mercaderías que ingresen a deposita en TRANSITO, la compañía aérea respon- 
sable de dicho ingreso, o el agente descenso lidador en los casos de mercaderías consolidadas, 
abonarán por guía aérea la suma de dólares CINCO CO(N CIENTO OCHENTA Y OCHO MILÉSIMAS 
(USS 5, 188), en concepto de gastos administrativos. 

Asimismo, cuando- se trate de mercaderías que egresen para ser embarcadas por vía aérea, las 
mencionadas anteriormente abonarán además, en concepto de servicio de estadía, el importe que 
surja por la aplicación de la escala detallada en 2. 1 .2., gozando de un franquicia de tres días hábiles ¡ 
a partir de su fngreso v sin cargo. 

Los importes por servicios de estadía de aquellas cergas que no egresen por vía aérea deberán i 
ser abonados por el responsable de dichos egresos, no siendo de aplicación la franquicia referida, i 

Para calcular el periodo de estadía se incluirán los días de ingreso y egreso de las mercaderías, I 
considerándose la fracción de días, como día entero. A estos efectos se computarán días corridos. I 

2.5.2 Por las mercaderías que las compañías aéreas retiren del depósito para ser embarcadas I 
y posteriormente las reingresen al mismo en TRANSITO abonarán lo estipulado en 2.5. 1 . En este 
supuesto no será de aplicación la franquicia allí establecida. 

2.5.3 Por las mercaderías que las compañías aéreas-solíclten para su embarque y no la retiren 
en el plazo convenido, abonarán por guía aérea la suma ce dólares CINCO CON CIENTO OCHENTA 
YOCHO MILESIMOSjUSS 5,188), en concepto de gastos administrativos. 

2.5.4. Por las mercaderías manifestadas con desuno a Buenos Aires e ingresadas a Depósito 
de Importación, que posteriormente fueren ADICIONADA A TRANSITO, quien efectúe la solicitud 
de adición deberá abonar el importe que surja por aplicación de lo indicado en 2.1.1 y 2.1.2. 
Complementariamente, abonará CINCO DOLARES CON CIENTO OCHENTA Y OCHO MILÉSIMOS 
(U$S 5, 188) en concepto de gastos administrativos. 

Para el cálculo de este servicio de estadía, se considerará el período que va desde el día siguiente 
a la recepción de la mercadería, hasta la fecha de presentación de la adición. ■ 

A partir de su ingreso a TRANSITO serán consideradas como cargas en esa condición, y los 
servicios de estadía que allí se generen se cobrarán de acuerdo a lo establecido en 2.5. 1 . , tomándose 
el cálculo de días desde el día siguiente a la presentación 3e la adición, hasta la fecha de su egreso 
del Depósito. 

2.5.5 Porlamercaderiaqueingreseadepósito en TRANSITO y que posteriormente se le aplicare 
CORTE DE TRANSITO, quien la retire deberá abonar el i nporte que surja por la aplicación de lo 
indicado en 2. 1 . 1 y 2. 1 .2, tomándose el cálculo de días desde el día siguiente a la fecha de su ingreso 
a TRANSITO hasta la fecha de su egreso del Depósito. 

En este supuesto, no regirá la franquicia establecida en 2.5. 1. 

2.6 DEPOSITO FRANCO 

Las personas físicas o jurídicas que ingresen mercadería a DEPOSITO FRANCO gozarán de una 
franquicia de tres (3) días a partir de su ingreso, sin cargw. 

Transcurrido ese período, abonarán los importes que surjan de aplicar la escala indicada en 
1.1.2. 



2.1.2 Por el servicio de estadía de as mercaderías que ingresen a depósito, se abonará el 
importe que surja de aplicar la siguiente escala: 

USS por día 
USS por día 
USS por día 
USS por día 
USS por día 
USS por día 
USS por día 
USS por día 
USS por día 
USS por día 
USS por día 
USS por día 
USS por día 
USS por día 
USS por día 
USS por día 
USS por día 
USS por día 
USS por día 

Para el cálculo de estadía, se considenráel período que va desde el día siguiente al arribo del 
vwMo, hasta el de su egreso Inclusive, con a aerándose la fracción de días, como día entero. A estos 
efectos se computarán días corridos. 

\ 2.2 DROGAS DE USO HUMANO Y/O VETERINARIO 

2.2.1 Portes servicios descriptos en 2. 1.1 v 2. 1.2 aplicados a DROGAS Y/O ESPECIALIDADES 
MEDICINALES DESTINADAS A LA SANIDAZ HUMANA Y/O VETERINARIA, se abonarán los precios 
allí ¡indicados, con la bonificación del 5%. 

Í2.2.2 Solo estarán incluidas en el apartado 2.2.1, las DROGAS Y/O ESPECIALIDADES 
MEDICINALES DESTINADAS A LA SANIDAO HUMANA Y/O VETERINARIA cuya posición N.AD.I. 
(NoAienclatura Arancelaria y Derechos de Eriportacíón) figure en los listados confeccionados por la 
Federación Argentina dé la Industria de la Sanidad, 



de 


Kg. ha ¡ta_ 


5Kg. 


2,000 


más de 


5 kg. ha tía 


10 kg. 


4.000 


más de 


10 kg. has la 


20 kg. 


6,000 


más de 


20 Kg. has :a 


50 kg. 


10,000 


más de 


50 kg. has a 


100 kg. 


14,000 


más de 


100 kg. has^a 


200 kg. 


20,000 


más de 


200 kg. hasta 


350 kg. 


2B.0O0 


más de 


350 kg. haela 


5O0kg. 


32,000 


más de 


500 kg. hasía 


750 kg. 


36,000 


más de 


750 kg. hasta 


1000 kg. 


42,000 


más de 


1000 kg. hasia 


1500 kg. 


4B.0O0 


más de 


1500 kg. haaca 


20O0kg. 


56,000 


más de 


2000 kg. hasta 


25O0kg. 


62,000 


mas de 


2500 kg. has-a 


3000 Kg. 


72,000 


mas de 


3000 kg. has a 


4O00kg. 


82,000 


más de 


4000 kg. has a 


5000 kg. 


100,000 


más de 


5000 kg. has-a 


7000 kg. 


120,000 


más de 


7000 kg. has-a 


10.000 kg. 


144,000 


más de 


10.000 kg. 




170,000 



2.7 CASOS ESPECIALES 

Por las mercaderías que Ingresen a depósito y sean objeto de las operaciones que más abajo 
se describen, quien retire abonará el importe que surja por aplicación de lo indicado en 2, 1. 1 y 2. 1.2. 

2.7. 1 Mercadería procedente del exterior, que sea reembarcada/ reexpedida al lugar de origen 
(REEMBARQUE/ REEXPEDICIÓN). 

2.7.2 Mercadería ingresada a depósito y trasladada a stro Depósito Fiscal fTRASLADO). 

2.7.3 Mercadería ingresada a depósito y egresada mediante solicitud de transbordo (TRANS- 
BORDO). 

2.8 INGRESOS PARCIALIZADOS 

2.8.1 Por las mercaderías que ingresen a depósito en forma parcial y en días diferentes, se 
abonarán los importes establecidos en 2.1.1, en forma independiente para cada ingreso parcial. 

2.8.2 Por el servicio de estadía de estas mercaderías, al primer ingreso parcial de acuerdo a su 
peso, se aplicarán los precios indicados en 2. 1.2. Para el cálculo de días, se tomará el período que 
va desde el día siguiente a su recepción, hasta el de recepc ón del segundo ingreso. 

A partir del día siguiente al segundo Ingreso, se acumularán los pesos de los parciales 
recepcionados, aplicándoseles los precios indicados en 2. 1 2 hasta el día del subsiguiente si lo 
hubiere y asi sucesivamente hasta la fecha de egreso. 

2.9 CARGAS CON EGRESOS PARCIALIZADOS 

2.9. 1 Por la mercadería que egrese del depósito en forma parcial y en días diferentes, en 
oportunidad de efectuarse el primer egreso, se abonará lo establecido en 2. 1 . 1 considerando el peso 
total de la carga. 

2.9.2 Por el servicio de estadía de estas mercaderías ae abonará lo establecido en 2.1.2, 
tomándose cada egreso en forma individual. 

Para el cálculo de estadía, se considerará el período que va. desde el día siguiente a la recepción 
de las mercaderías, hasta el día de cada egreso inclusive, considerándose la fracción de días, como 
día entero. A estos efectos se computarán días corridos. 
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2. 10 COURIERS 

Por el servicio de estadía de envíos COURIER el responsable del egreso, deberá abonar por cada 
envió, la suma de dólares QUINIENTOS MILÉSIMOS (U$S 0, 500) por kilogramo y por día de estadía. 
Cl peso mínimo a facturar es de 10 kilogramos. 

A las cargas que hayan ingresado a depósito como envíos COURIERS y que una vez verificado 
su contenido por la Autoridad Aduanera, se compruebe que no se encuentran comprendidas en el 
Régimen de Couriers (Resolución 133/91), seles aplicará los precios establecidos en el punto 2.1.1 
y 2. 1.2. 

Para el cálculo de estadía, se considerará el período que va desde el día siguiente a la recepción, 
hasta el día del egreso Inclusive, considerándose la fracción de días, como día entero. A estos efectos 
se computarán días corridos. 

3. MERCADERÍA DE TRATAMIENTO ESPECIAL 

Las mercaderías que a continuación se detallan recibirán el tratamiento indicado en cada caso. 

3. 1 Las mercaderías consideradas como "VALIJA DIPIX)MAT1CA*, y los "FÉRETROS Y URNAS 
FUNERARIAS", está exentos de pago por el ingreso, manipuleo o egreso del depósito. 

3.2 Por la mercadería ingresada a depósito en condición de "PRENSA EXTRANJERA" para su 
Circulación dentro del país, se abonará por cada guía aérea, la suma de dólares CINCO CON CIENTO 
OCHENTA Y OCHO MILÉSIMOS (USS 5, 188}, en concepto de gastos administrativos. 



3.3. Por la mercadería ingresada a depósito en condición de "INFORMACIÓN ECONÓMICA" 
para difundir en el exterior la imagen del país, se abonará por cada documento aduanero la suma 
de dólares CINCO CON CIENTO OCHENTA Y OCHO MILÉSIMOS [U$S 5, 188), en concepto de gastos 
administrativos, 

3.4 Por la mercadería Ingresada a depósito en condición de "FOLLETOS Y REVISTAS" con 
destino a las Embajadas Argentinas {remitidas por la Presidencia de la Nación y/o el Ministerio de 
Relaciones Exteriores y Culto), para difundir la imagen del país, se abonará por cada documento 
aduanero, la suma de dólares CINCO CON CIENTO OCHENTA Y OCHO MILÉSIMOS [USS 5,188), 
en concepto de gastos administrativos. 

3.5 El importador, consignatario, propietario o quien fuere responsable de la mercadería 
recepcíonada por cl Depositario, que resultare posteriormente incinerada o comercializada por la 
Administración Nacional de Aduanas, abonará los importes que en concepto de servicios de 
manipuleo y estadía se establecen en el presente régimen de precios. 

4. FORMAS DE PAGO 

El pago de los servicios de manipuleo y estadía se podrá efectuar de la siguiente manera: 

4. 1 En efectivo. 

4.2 Con cheque, librado contra la cuenta corriente de un banco cuyos valores se compensen 
en la "Cámara Compensadora" de Capital Federal y su titular fuese el Importador, Exportador, 
Despachante de Aduana o Agente de Carga o Compañía Aérea, responsable del tramite de la 
documentación aduanera. 



SEPARMS 
DE RECIENTE 
APARICIÓN 



CÓDIGO PROCESAL 
PENAL 

FACTURACIÓN 
Y REGISTRARON 

Emisión de comprobantes. 
Nuevo régimen normativo 




MINISTERIO DE JUSTICIA 

DIRECCIÓN NACIONAL DEL REGISTRO OFICIAL 



SEPARATA N° 248 



FACTURACIÓN Y 
m REGISTRACION 

¡ Emisión de comprobantes 
i Nuevo ré§mm normativo 



RESOLUCIÓN GENERAL 
N°3419/91-D.G.I. 



$11,30 




MINISTERIO DE JUSTICIA 

DIRECCIÓN NACIONAL DEL REGISTRO OFICIAL 
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MINISTERIO DE DEFENSA 
Resolución Tí* 1372 

Bs. As., 24/12/91 

VISTO el Decreto N a 1384 del 23 de julio de 1990, las Resoluciones M. D. N a 20 del 10 de enero 
de 1991 y M. D. N a 1148 del 17 de octubre de 1991, y 

CONSIDERANDO: 

Que mediante la última Resolución citada se ha procedido a adjudicar a la firma FORCOR S. A. 
la licitación pública dispuesta por el PODER EJECUTIVO NACIONAL mediante el Decreto 
mencionado. 

Que han transcurrido los plazos legales sin que la firma adjudicataria haya cumplido con la 
obligación de pago del precio ofrecido para la compra del OCHENTA POR CIENTO (80 %) del Capital 
de la empresa FORJA ARGENTINA S.A. 

Que atento a lo expuesto corresponde dejar sin efecto la adjudicación mencionada con los 
alcances del artículo 23 del Pliego de Bases y Condiciones aprobado por el Decreto N a 1384/90. 

Que la Dirección General de Asuntos Jurídicos de este Ministerio ha tomado la intervención 
que le compete de acuerdo a lo estipulado en el ArL 7 a de la Ley N a 19.549. 

Que la presente se dicta en ejercicio de la competencia dispuesta por el articulo 13 a de la ley 
N a 23.696. 



Por ello, 



EL MINISTRO 
DE DEFENSA 
RESUELVE: 



Articulo X 9 — Déjase sin efecto la adjudicación efectuada por Resolución M.D. N 9 1 148 del 17 
de octubre de 199 1 , con los alcances del artículo 23 del Pliego de Bases y Condiciones aprobado 
por Decreto N a 1384 del 23 de julio de 1990. 

Art. 2 a — Comuniqúese, publíquese, dése a la Dirección Nacional del Registro Oficial, 
notifiquese a la firma Interesada y archívese. — Dr. ANTONIO ERMAN GONZÁLEZ. Ministro de 
Defensa. 

e. 7/lN a 41 v. 7/1/92 



MINISTERIO DE ECONOMÍA T OBRAS Y SERVICIOS PÚBLICOS í . 
SECRETARIA DE INGRESOS PÚBLICOS 
ADMINISTRACIÓN NACIONAL DE ADUANAS 
ADUANA DE POSADAS 

Posadas, 13/12/91 ' : 

Se cita a ARANDO CURgUI, Anastacia - DNI. 92.516.635 para que en el término de diez (10) 
días hábiles comparezca en el sumario contencioso SA46- 189/89, a presentar su defensa y ofrecer 
pruebas por infracción/delito a los Arts. 986 y 987 del Código Aduanero (Ley 22.415), bajo 
apercibimiento de rebeldía. Deberá constituir domicilio dentro del radio urbano de la Aduana (Art. 
100 1 C. A.), bajo apercibimiento del Art. 1004 C. A. Monto mínimo de la multa (Arts. 93 1/32 C. A.): 
A 1.183,24. Derechos: A 896,55. Valor Plaza: A 3.103,45. — JORGE NICOLÁS MARTÍNEZ 
AZAGRA - Administrador Aduana de-Posadas. 

"- ■ ' ■ e. 7/1 N a 42 v. 7/1/92 

ADUANA DE POSADAS 

Posadas, 13/12/91 

Se cita a ARAUJO, José Ernesto - CI. 1 1.920.989 para que en el término de diez ( 10) días hábiles 
comparezca en el sumario contencioso SA46-248/89, a presentar su defensa y ofrecer pruebas por 
infracción/delito a los Arts. 986 y 987 del Código Aduanero (Ley 22.415), bajo apercibimiento de 
rebeldía. Deberá constituir domicilio dentro del radio urbano de la Aduana (Art. 1001 C. A.), bajo 
apercibimiento del ArL 1004 C. A. Monto mínimo de la multa (Arts. 931/32 C. A.): A 1.805,04 
Derechos: A 2.663,28. Valor Plaza: A 4.504,43. — JORGE NICOLÁS MARTÍNEZ AZAGRA - 
Administrador Aduana de Posadas. 

e. 7/1 N a 43 v. 7/1/92 

ADUANA DE POSADAS 

Posadas, 13/12/91 

Se cita a RAMÍREZ, Alfredo - DNI. 10. 142.435 para que en el término de diez (10) días hábiles 
comparezca en el sumario contencioso SA46- 253/89, a presentar su defensa y ofrecer pruebas por 
infracción/delito al Art. 986 del Código Aduanero (Ley 22,415), bajo apercibimiento de rebeldía. 
Deberá constituir domicilio dentro del radio urbano de la Aduana (Art. 1001 C. A.), bajo 
apercibimiento del Art. 1004 C. A. Monto mínimo de la multa (Arts. 931/32 C. A.): A 1.121,93. 
Derechos: A 1.039,28. Valor Plaza: A 2.183,64. — JORGE NICOLÁS MARTÍNEZ AZAGRA - 
Administrador Aduana de Posadas. 

e. 7/1 N a 44v. 7/1/92 

ADUANA DE POSADAS 

Posadas. 13/12/91 

Se cita a BRUNO, Osear Domingo - DNI. 12.749.746 para que en el término de diez ( 10) días 
hábiles comparezca en el sumario contencioso SA46-317/89, a presentar su defensa y ofrecer 
pruebas por Infracción/delito a los Arts. 985; 986 y 987 del Código Aduanero (Ley 22.415), bajo 
apercibimiento de rebeldía. Deberá constituir domicilio dentro del radio urbano de la Aduana (Art. 
1001 C. A.), bajo apercibimiento del Art. 1004 C. A. Monto mínimo de la multa (Arts. 93 1/32 C. A.): 
A 3.336,26. Derechos: A 3.115,12. Valor Plaza: A 6.518,10. — JORGE NICOLÁS MARTÍNEZ 
AZAGRA - Administrador Aduana de Posadas. 

e. 7/1 N° 45 v. 7/1/92 



ADUANA DE POSADAS 

Posadas, 13/12/91 

Se cita a BARRIONUEVO, Susana Griselda - DNI. 10. 178.537 para que en el término de diez 
(10) días hábiles comparezca en el sumario contencioso SA46- 321/89, a presentar su defensa y i 
ofrecer pruebas por infracción/ delito al Art. 986 del Código Aduanero (Ley 22.415), bajo apercibí- : 
miento de rebeldía. Deberá constituir domicilio dentro del radio urbano de la Aduana (Art. 1001 ¡ 
C. A), bajo apercibimiento del Art. 1004 C. A. Monto mínimo de la multa (Arts. 93:/32 C. A): \ 
A 3.273,90. Derechos: A 2.128,86. Valor Plaza: A 5.468,24. —JORGE NICOLÁS MARTÍNEZ! 
AZAGRA - Administrador Aduana de Posadas. ' 

e. 7/1 N a 46 v. 7/1/92; 

ADUANA DE POSADAS 

Posadas, 13/12/91 

Se cita a PEREYRA, Rosa Isabel - DNI. 10.048.094 para que en el término de diez (10) días 
hábiles comparezca en el sumario contencioso SA46-339/89, a presentar su defensa y ofrecer 
pruebas por infracción/delito a los Arts. 985; 986 y 987 del Código Aduanero (Ley 22.415), bajo 
apercibimiento de rebeldía. Deberá constituir domicilio dentro del radio urbano de la Aduana (Art. 
1001 C. A.), bajo apercibimiento del Art. 1004 C. A. Monto mínimo de la multa (Arts. 93 1/32 C. A.): 
A 1.834. Derechos: A 2.689. Valor Plaza: A 4.560. — JORGE NICOLÁS MARTÍNEZ AZAGRA - 
Administrador Aduana de Posadas. 

e. 7/1 N° 47 v. 7/1/92 

ADUANA DE POSADAS 

Posadas, 13/12/91 

Se cita a CALDERÓN, Nilda María - DNI. 5.971.2 15 para que en el término de d:ez (10) días 
hábiles comparezca en el sumario contencioso SA46-34 1/89, a presentar su defensa y ofrecer 
pruebas por infracción/delito a los Arts. 986 y 987 del Código Aduanero (Ley 22.415), bajo 
apercibimiento de rebeldía. Deberá constituir domicilio dentro del radio urbano de la Aduana (Art. 
100 1 C. A.), bajo apercibimiento del Art. 1004 C. A. Monto mínimo de la multa (Arts. 93 1/32 C. A.): 
A 1.641,43. Derechos: A 1.067,33. Valor Plaza: A 2.741,59. —JORGE NICOLÁS MARTÍNEZ 
AZAGRA - Administrador Aduana de Posadas. 

e. 7/1 N°43v. 7/1/92 

ADUANA DE POSADAS 

Posadas, 13/12/91 

Se cita a ROMANO, Elena Beatriz - DNI. 10. 172.831 para que en el término de diez (10) días 
hábiles comparezca en el sumario contencioso SA46-343/89, a presentar su defensa y ofrecer 
pruebas por infracción/delito a los Arts. 986 y 987 del Código Aduanero (Ley 22,415), bajo 
apercibimiento de rebeldía. Deberá constituir domicilio dentro del radio urbano de la Aduana (Art. 
1001 C. A.), bajo apercibimiento del Art. 1004 C. A. Monto mínimo de la multa (Arts. 93 1/32 C. A.): 
A 3.346,00. Derechos: A 2.185,50. Valor Plaza: A 5.598,50. — JORGE NICOLÁS MARTÍNEZ 
AZAGRA - Administrador Aduana de Posadas. 

e. 7/1 N° 49 v. 7/1/92 

ADUANA DE SALTA 

Para conocimiento y notificación de SILVESTRE PARISACA en relación al Sumarie Contencto- " 
so SA-53 N fl 35/86, se Transcribe la resolución que a continuación sigue: 

Salta, 27DIC. 91 

VISTO ... CONSIDERANDO ... EL ADMINISTRADOR DE LA ADUANA DE SALTA RESUELVE 
Art. I a ) CONDENAR a Silvestre Parisaca DNI 92.647.269, domiciliado en Gurruchaga 349, V a 20 
de Junio, Salta con el comiso de la mercadería motivo del presente, y al pago de una multa dé 
AUSTRALES CUATRO MILLONES SETECIENTOS DIEZ MIL QUINIENTOS DIECISEIS 
(A 4.710.516.-), equivalente a una vez el valor en plaza de la mercadería motivo del presente, 
conforme al art. 987 de la ley 22.415 y a los considerandos que anteceden. Art. 2 a ) IN3RESENSE 
a Rentas Generales el total de la multa impuesta en la presente a tenor del art. 885 del citado texto 
legal. Art. 3 a ) COMUNICAR que dentro de los quince (15) días de notificada la presente resolución 
— art. 1 133 C.A. — , la misma quedará firme y pasará en autoridad de cosa juzgada — art. 139 
C.A. — . Vencido el plazo desde que quedara firme la resolución condenatoria, sin haberse 
efectivizado la correspondiente multa, deberá abonar conjuntamente con la misma intereses sobre 
el monto no pagado con las correspondientes actualizaciones — art. 924 C.A. — . Ante la inacción 
y vencido el plazo otorgado se iniciarán las acciones legales correspondientes para el cobro de las 
mismas. Art. 4 a ) NOTIFIQUESE. Consentido que fuere, remítase copia fiel al Registro General de 
Infractores. Por Sección Sumarios, Sección Contabilidad, Depósito de Secuestros como se ordena. 
Cumplido, con constancias, dése al archivo. — RICARDO GABRIEL GUZMAN, Administrador de la 
Aduana de Salta. 

e. 7/1 N a 50 v. 7/1/92 

ADUANA DE SALTA 

Para conocimiento y notificación de FREDDY AURELIO VILLALOBOS RECABARREN en el 
Sumario Contencioso SA 53 N° 41/86 se le hace saber que se ha resuelto lo que a continuación se 
transcribe: 

Salta, 27 de diciembre de 1991, 

VISTO ... CONSIDERANDO ... EL ADMINISTRADOR DE LA ADUANA DE SALTA RESUELVE: j 
ART. I a ] CONDENARa Freddy Aurelio Villalobos Recabarren CI Chile n° 5.99 1. 102-3, sin domicilio ¡ 
en el país, al pago de una multa de AUSTRALES CUATRO MILLONES TRESCIENTOS CINCUENTA ! 
Y CINCO MIL SEISCIENTOS (A 4.355.600), equivalente a una vez el valor en aduana de la \ 
mercadería motivo de autos, conforme al art. 979 de la ley 22.415 y a los considerandos que 
anteceden. Art. 2") INGRÉSENSE a Rentas Generales el total de la multa impuesta en la presente, 
conforme al art. 885 de la ley 22.415. Art. 3 a ) NOTIFIQUESE. Por Sección Sumarios, Sección Con- 
tabilidad y Depósito de Secuestros como se ordena. Con constancias y cumplido, dése al archivo. 
— RICARDO GABRIEL GUZMAN, Administrador de la Aduana de Salta. 

e. 7/1 N B 51 v. 7/1/92 

ADUANA DE LA QUIACA 

Aduana de La Quiaca, 27 de diciembre de 1991 

Art. 1013 Inc. h) del Código Aduanero. 

Hace saber a los que se consideren con derechos sobre la mercadería afectada al Sumarios que ¡ 
se detalla a continuación, que se ha dictado la Resolución en la fecha que se indica y que dispondrá ; 
de quince (15) días perentorios para tomar intervención. 



SUMARIO 
CONTENCIOSO 



INTERESADO 



FECHA DE 
RESOLUCIÓN 



238/86 LQ. 



CLELIA JUSTINA MALLON 



23-12-91 
e. 7/1 N° 52 v. 7/1/92 
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DIRECCIÓN GENERAL IMPOSITIVA 

BS. AS., 31/12/91 

La DIRECCIÓN GENERAL IMTOSITIVA cita por diez (10) días a parientes del agente fallecido 
Roberto Francisco CATALANO, alcanzados por el beneficio establecido en el artículo 20 de la 
Convención Colectiva de Trabajo N ? 46/75 para que dentro de dicho término se presenten a hacer 
valer sus derechos en Rivadavia 1355 - 6 9 Piso - Capital Federal. — ROSA BATTAGLIA de MEGASIN1, 
A/C DIVISIÓN BENEFICIOS. 

e. 7/1 N a 53 v. 9/1/92 

DIRECCIÓN GENERAL IMPOSITIVA 

— LISTADO DE CONSTANCIAS DEFINITIVAS DE NO RETENCIÓN DEL IMPUESTO A LAS 
GANANCIAS - ARTICULO 28 - RESOLUCIÓN GENERAL N s 2784. 

DEPENDENCIA: REGIÓN ROSARIO - DIVISIÓN FISCALIZACIÓN INTERNA - SECCIÓN TRA- 
MITES N a 2. 

CÓDIGO: 870 



DIRECCIÓN GENERAL IMPOSITIVA 

— LISTADO DE CONSTANCIAS DEFINITIVAS DE NO RETENCIÓN DEL IMPUESTO A LAS 
GANANCIAS - ARTICULO 28 - RESOLUCIÓN GENERAL N° 2784. 

DEPENDENCIA: DIRECCIÓN GRANDES CONTRIBUYENTES NACIONALES 

CÓDIGO: 020 



N s CONSTANCIA 



C.U.I.T. N° 



N fl INSCRIPCIÓN CONTRIBUYENTE PETICIONARIO 



233/91 30-61.375.512-4 

TOTAL CONSTANCIAS: Una. 

DIRECCIÓN GENERAL IMPOSITIVA 

D.G.I. COMUNICA: 



CEPAS ARGENTINAS S.A 

e. 7/1 N a 59 v. 7/1/92 



N« CONSTANCIA 



C.U.I.T. N e 



U/870 
12/870 
13/870 



27-12113227-9 
33-58354784-9 
30-58285325-4 



N« INSCRIPCIÓN CONTRIBUYENTE PETICIONARIO 6, se ha deslizado el siguiente error: 

DONDE DICE 



En la publicación de Constancias Definitivas en Boletín Oficial N" 27.285 del 16. 12.91, página 



Total Constancias: TRES (3). 



VALIADADES, Hortensia M. 

ROCALO S.R.L. 

GIÍANADOS y PODESTA S.R.L. 



e. 7/1 N* 54 v. 7/1/92 



DIRECCIÓN GENERAL IMPOSITIVA 

— LISTADO DE CONSTANCIA DEFINITIVA DE NO RETENCIÓN DEL IMPUESTO A LAS 
GANANCIAS. RESOLUCIÓN GENERAL N 3 2784 

DEPENDENCIA: REGIÓN SANTA FE 

CÓDIGO: 858 



N° DE CONSTANCIA 



N 9 DE C.U.I.T. 



CONTRIBUYENTE 



LISICA S.A. 



e. 7/1 N° 55 v. 7/1/92 



49-858 30-60518278-1 

TOTAL CONSTANCIAS: (1) UNA. 

DIRECCIÓN GENERAL IMPOSITIVA 

— LISTADO DE CONSTANCIAS DEFINITIVAS DE NO RETENCIÓN DEL IMPUESTO A LAS 
GANANCIAS - ARTICULO 28 - RESOLUCIÓN GENERAL N fi 2784. 

DEPENDENCIA: GRANDES CONTRIBUYENTES NACIONALES 

CÓDIGO: 020 



N 9 CONSTANCIA 



C.U.I.T. N" 



N° INSCRIPCIÓN CONTRIBUYENTE PETICIONARIO 



Editorial Perfil S.A. 

e. 7/1 N° 56 v. 7/1/92 



219/91 30-56095690-4 

TOTAL CONSTANCIAS: 1. 

DIRECCIÓN GENERAL IMPOSITIVA 

— LISTADO DE CONSTANCIAS DEFINITIVAS DE NO RETENCIÓN DEL IMPUESTO A LAS 
GANANCIAS - ARTICULO 28 - RESOLUCIÓN GENERAL N 9 2784. 

DEPENDENCIA: DIRECCIÓN GRANDES CONTRIBUYENTES NACIONALES 
CÓDIGO: 020 



N fl CONSTANCIA 



C.U.I.T. N° 



N 9 INSCRIPCIÓN CONTRIBUYENTE PETICIONARIO 



COMETARSA S.A. 



e. 7/1 N« 57 v. 7/1/92 



246/9 1 30-50.240.577-9 

TOTAL CONSTANCIAS: Una. 

DIRECCIÓN GENERAL IMPOSITIVA 

— LISTADO DE CONSTANCIAS DEFINITIVAS DE NO RETENCIÓN DEL IMPUESTO A LAS 
GANANCIAS - ARTICULO 28 - RESOLUCIÓN GENERAL N B 2784. 

DEPENDENCIA: DIRECCIÓN GRANDES CONTRIBUYENTES NACIONALES 

CÓDIGO: 020 



N fl CONSTANCIA 



C.U.I.T. N* N a INSCRIPCIÓN CONTRIBUYENTE PETICIONARIO 



245/9 1 30-50. 1 1 9.642-4 



TOTAL CONSTANCIAS: Una. 



COLORÍN INDUSTRIA DE 
MATERIALES SINTÉTICOS S.A. 



e. 7/1 N B 58v. 7/1/92 



e. 7/1 N 5 60 v. 7/1/92 



CUIT N 9 30-500000739-3 BANCO DI NAPOLI SUC. BS. AS. 

DEBE DECIR: 

CUIT N° 30-50000739-3 BANCO DI NAPOLI SUC. BS. AS. 

MINISTERIO DE TRABAJO Y SEGURIDAD SOCIAL 
DELEGACIÓN REGIONAL BAHÍA BLANCA 

Bahía Blanca, 10 de diciembre de 1991 

El Ministerio de Trabajo y Seguridad Social de la Nación, Delegación Regional Bahía Blanca, 
cita y emplaza por TREINTA DÍAS a los derecho- habientes del señor CARLOS FÉLIX MELLADO, a 
fin de que hagan valer los derechos que puedan corrcsponderles en Expediente N° 151.408/91 s/ 
accidente de trabajo fatal. 

e. 7/1 N a 61 v. 9/1/92 
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ANTERIORES 






BANCO CENTRAL DE LA REPÚBLICA ARGENTINA 



Bs. As., 6/12/91 



Han dejado de tener efectos legales los cheques N 5 13 de u$s 0,65 Nos. 5.949.631/633 y de 
u$s 6,50 Nos. 2.584.931/934 de Bonos Externos 1989= representativos de los títulos de u$s 100 
y 1.000 respectivamente. —ANA M. FLORES, 2 a Jefe de División. — RUBÉN FRANCISCO MACRI, 
2° Jefe de División - 330. 

e. 2/1 N 8 1 v. 31/1/92 



i MINISTERIO DE ECONOMÍA. Y OBRAS Y SERVICIOS PÚBLICOS 

BANCO CENTRAL DE LA REPÚBLICA ARGENTINA 

í Bs. As., 23/10/91 

\ Han dejado de tener efectos leg-des los títulos de Bonos Externos 1987 de u$s 437,50 

1 N» 5.506.040; uSs 875 N° 6.005.595 -r de uSs 4.375 N° 7.770.738. con cupón N 9 8 y siguientes 
¿adheridos. Esc. Aldo Emilio Urbaneja, Bs As. 4/7/9 1 . — ANA M. FLORES, 2 9 JEFE DE DIVISIÓN. 
^— MARÍA DEL C. SANTERVAS, JEFE DE LA DIVISIÓN CONTROL DE PAGOS DE LA DEUDA 
PUBLICA. 

j" e. 18/12/91 N B 88.036v. 16/1/92 



MINISTERIO DE TRABAJO Y SEGURIDAD SOCIAL 



El Delegado Regional del Ministerio de Trabajo y Se puridad Social de la Nación, en Avellaneda 
cita y emplaza por eftérmino de DIEZ (10) días a Herederos de ESTEBAN DOMINGO CARRIZO, en 
el expediente administrativo N° 94.123/91 (Bis)-, s/accídente de trabajo. 

e. 23/12/91 N° 3843 v. 7/2/92 



BANCO CENTRAL DE LA REPÚBLICA ARGENTINA 

Han dejado de tener provisoriar - er.te efectos legales el titulo de Bonos Externos 1981 de 
uSs 500 N B 332.430, con cupón N" .3 / siguientes adheridos, cupones N" 1 1 de u$s 19,50 N° 
2.672.478 y de uSs 195 N° 1.616. 121 de Bonos Externos 1982 y los títulos del mismo empréstito 
de uSs 62,50 Nos. 1.721.652, 1.73 1.-09. 1.855.829, 3.578.4 1 1, de uSs 312,50 N» 2.387.203, de 
u$s 625 Nos. 2.668.427 y 2.805.457, dc-uSs 3.Í25 Nos. 3.002.1 17 y 3.010.696, con cupón N 9 1 1 
y Siguientes adheridos, de uSs 62.5M \t a 1.887.131, de u$s 625 N* 2.676.084 y de uSs 6.250 N° 
1.616.791, con cupón N° 12 y siguiens^s adheridos. Esc. Julio J. Quiroga. Bs. As. 19.8.87. —ANA 
M. FLORES, 2 a JEFE DE DIVISIÓN. - 7LORINDA INÉS MIZRAHI, JEFE DE DEPARTAMENTO - 
2 o JEFE DEL DEPARTAMENTO DE ^SORERIA. 

e. 9/12/91 N 9 86.456 v. 7/1/92 



BANCO CENTRAL DE LA REPÚBLICA ARGENTINA 

Bs. As., 8/11/91 

Han dejado de tener efectos leg Jes los títulos de Bonos Extemos 1984 de u$s. 500 Nos. 
12.036.500 y 12.036.951/952 y de u$?s. 2.500 N° 13.003.319, con cupón N B 13 y siguientes 
adheridos. Esc. Florencio H. Amores ano. Bs. As. 5/9/91. — ANA M. FLORES - 2 o JEFE DE 
DIVISIÓN. — MARÍA DEL C. SANTEjVjíS, JEFE DE LA DrVISIÓN CONTROL DE PAGOS DE LA 
DEUDA PUBLICA 

e. 10/12/91 N» 86.541 v. 8/1/92 



BANCO CENTRAL DE LA REPÚBLICA ARGENTINA 

Bs. As., 2/12/91 

Han dejado de tener efectos legales los cupones N e 14 de uSs. 14,12 Nos. 10.001.776 y 
10.018.291/292; de u$s. 70,60 N° 1 UD00.024; de u$s. 141,20 Nos. 12.009.379 y 12.057.817y de 
u$s. 1412 N B 14.015.763 de Bonos Externos 1984 y N° 4 de uSs. 322 N a 6.910.357 de Bonos 
Externos 1989. Esc. Clara Furman d íS-ützman, Bs. As. 26/1 1/91. —ANA M. FLORES - 2° JEFE 
DE DIVISIÓN. 

e. 10/12/91 N° 87.468 v. 9/1/92 



BANCO CENTRAL DE LA REPÚBLICA ARGENTINA 

Bs. As., 23/10/91 

Han dejado de tener efectos &grles los títulos de Bonos Externos 1984 de u$s 250 
N" 11.008. 168 y 1 1.015.0783; uSs SO) n- 12.003.985, 12.085.579/580, 12.154.960, 12.155.232/ 
234: uSs 2.500 N- 13.024.643; 3.026.892, 13.027.449 y 13.027.621 y de uSs 5.000 
N- 14.000.744 y 14.0O7.960, con cupen-N 9 13 y siguientes adheridos. ESC. DAVID F. ROCCA, Bs. 
As. 20/6/91. — ANA M. FLORES, 2 ' JEFE DE DIVISIÓN. — MARÍA DEL C. SANTERVAS, JEFE 
DE LA DIVISIÓN CONTROL DE PAG JS DE LA DEUDA PUBLICA. 

c. 16/12/91 N 9 89.227 v. 14/1/92 



BANCO CENTRAL DE LA REP"L_BLICA ARGENTINA 

Han dejado de tener efectos lega_^s las chequeras de Bonos Externos 1989 de uSs. 100 Nos. 
5.542.245. 6.009.720 y 6.009.750; -5: uSs. 500 N s 4. 166.298 y de uSs. 1.000 N 9 2.537.222. con 
cupón N° 7 y siguientes adheridos. Ese. Juan Carlos Rampi. Bs. As. 28. 10.9 1. — ANA M. FLORES, 
2 a JEFE DE DIVISIÓN. - FLORINDA. [NES MIZRAHI, JEFE DE DEPARTAMENTO. 2 Q JEFE DEL 
DEPARTAMENTO DE TESORERÍA. 

e. 19/12/91 N a 88.107 v. 17/1/92 



BANCO CENTRAL DE LA REPLBUCA ARGENTINA 

Bs.As., 18/12/91 

Han dejado de tener efectos legales los titules de Bonos Externos 1989 de u$s 10.000 Nos. 
6.978.851/852 y 6.991.127, con cupón N 8 4 y siguientes adheridos. Esc. Hugo L. R Chíocci, Bs. 
As. 12/ 12/91. — MARÍA DEL C. SA.STERVAS - JEFE DE LA DIVISIÓN CONTROL DE PAGOS DE 
LA DEUDA PUBLICA. 

e. 27/12/91 N° 90.664 v. 27/1/92 



DIRECCIÓN DE ACCIDENTES DE TRABAJO 

Dirección de Accidentes de Trabajo cita por el término de diez (10) días a las personas que 
tengan derecho a percibir indemnizaciones de la Ley 968S de acuerdo a las nóminas que se detalla. 

— Concurrir a Hipólito Yrigoyen 1447 - 4 a Piso - CapifcJ Federal. 

ALVAREZ, Orlando Félix 
CATRIL, Carlos 
CORIA. Mario Martín 
IPALAGUIRRE, Juan Ángel 
NOTO, Juan José 
PAEZ, Reinaldo 
RODRÍGUEZ, Luis Martin 
TORRES, Jacinto Raúl 



Buenos Aires, 19 de diciembre de 1991. 



e. 24/12/91 N° 3848 v. 8/1/92 
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